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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 9 de junio de 1986. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá, en sesión 
ordinaria, mañana martes 10, a la hora 17, a fin de in- 
formarse de l0s asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1) Exposición de treinta minutos del señor senador Juan 
Raúl Ferreira, sobre el tema: “Comercio Exterior”. 


(Carp. N% 507/86) 


2) Discusión particular del proyecto de resolución rela- 
cionado con el Mensaje del Poder Ejecutivo por el que 
solicita venia para conferir los ascensos al Grado de 
Coronel del Ejército, con fecha 1% de tebrero de 1986, 
a varios Tenientes Coroneles. 


(Carp. N? 468/86 - Rep. N* 41) 


Discusión general y particular de los siguientes proyee- 
tos de ley: 


3) Por el que se establecen las facultades y poderes que 
tendrán las Comisiones Investigadoras previstas por el 
artículo 120 de la Constitución de la República. 


(Carp. N* 272/85 - Rep. N? 26/86) 


4) Por el que se extiende la aplicación de las exonera- 
ciones tributarias establecidas por el Decreto-Ley 
N* 15.566, de 19 de junio de 1984, a las obras, servi- 
cios u Otras operaciones, vinculadas a la realización 
del Proyecto de Saneamiento Urbano de la ciudad de 
Montevideo, aún cuando las mismas se hubieran eje- 
cutado antes de la vigencia del referido texto legal. 


(Carp. N* 231/85 - Rep N* 49/86) 
LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: Jos señores senadores Aguirre, Araújo, Ba- 
talla, Batlle, Capeche, Cigliuti, Fá Robaina, Ferreira, Flo. 
res Silva, García Costa, Gargano, Jude, Lacalle Herrera, 
Martínez Moreno, Mederos, Ortiz, Paz Aguirre, Penco, Pe- 
reyra, Posadas, Pozzolo, Ricaldoni, Senatore, Singer, Tour. 
né, Traversoni, Ubillos, Zorrilla y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Cersósi. 
mo y Rodríguez Camusso. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 17 y 5 minutos) 
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Págluas 


13) Saneamiento urbano de Montevideo. Amplia. 
ción del régimen de exoneraciones tributarias 
establecido por el Decreto-Ley N? 15,566 ....... 269 
-- Continúa su consideración, 

— Manifestaciones de varios señores senadores. 


— Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


11) Se levanta la sesión .........0.o.o.o..o coco... ooo 293 


—Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“El señor Presidente de la República, doctor Julio 
María Sanguinetti, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 170 de la Constitución de la República, 
solicita autorización para ausentarse del país por más 
de 48 horas. (Carp. N9 532/88).” 


—Léase. 
(Se lee:) 
“PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 
Montevideo, 6 de junio de 1986. 
Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 


Tengo el alto honor de dirigirme a esa Cámara para 
solicitar se me autorice a ausentarme del territorio na- 
cional por más de cuarenta y ocho horas, según lo dispo- 
ne el artículo 170 de la Constitución. 


He sido invitado por el gobierno de los Estados Uni- 
dos de América para visitar ese país y viajaría a partir 
del próximo 15 del corriente. 


Siguiendo la práctica ya impuesta en mis anteriores 
misiones, esta vez seré acompañado por un integrante del 
Poder Judicial —en este caso el Sr. Presidente de la Su- 
prema Corte— y por representantes de algunas de las co- 
rrientes de opinión en que se divide la ciudadanía del 
país. La representación partidaria no será completa por- 
que un sector decidió no integrar esta delegación, lo que 
mucho lamenta el Poder Ejecutivo. 


Con la seguridad de que la Cámara de Senadores 
acogerá favorablemente esta solicitud, me es grato salu- 
dar a usted con mi consideración más distinguida. 


JULIO. MARIA SANGUINETTI, Presidente 
de la República.” 


—Oportunamente se votará, 
“Montevideo, 10 de junio de 1986. 


La Presidencia de la Asamblea General destina Men- 
sajes del Poder Ejecutivo, a los que acompañan los si- 
guientes proyectos de ley: 


Por el que se modifican las Leyes Nos. 15.796, de 27 
de diciembre de 1985 y 15.802, de 28 de enero de 
1986, por las que se conceden pensiones graciables a 
distintas personalidades de nuestro país. 


(Carp. N? 533/86) 


—A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social. 


Por el que se dispone la repatriación de los restos del 
extinto doctor Carlos Quijano a cargo del Estado y su 
posterior inhumación en el Panteón Nacional. 


10 de Junio de 1986 


(Carp. N? 534/86) 
—A la Comisión de Constitución y Legislación. 


La Presidencia de la Asamblea General remite Men- 
saje del Poder Ejecutivo al que acompaña un proyecto de 
ley sustitutivo del radicado en la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación, por el que se desafecta del patrimonio 
del Estado, un inmueble sito en la ciudad de Salto y se 
autoriza su venta a la Cooperativa Agropecuaria Limitada 
de Salto (CALSAL). 


(Carp. N? 399/83) 
—Agréguese a sus antecedentes. 


La Presidencia de la Asamblea General remite Men- 
sajes del Poder Ejecutivo por los que da cucnta de haber 
dictado los siguientes decretos y resoluciones: 


Por el que se aprueba el Presupuesto del Banco de la 
República Oriental del Uruguay, a regir a partir del 
19 de enero de 1985, 


Por el que se aprueba el Presupuesto Operativo y de 
Operaciones Financieras de la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado, correspondiente al Ejer- 
elcio 1985, 


Por el que se fija el Presupuesto del Banco Hipoteca- 
rio del Uruguay para el Ejercicio 1985. 


—Ténganse presentes. 


La Presidencia de la Asamblea General remite notas 
del Tribunal de Cuentas de la República, por las que po- 
ne en conocimiento las actuaciones cumplidas con motivo 
de las observaciones interpuestas a los siguientes expe- 
dientes: 


tlel Ministerio de Salud Pública, relacionados con las 
Licitacienes Públicas Nos. 94/85, 93/85 y 78/83. 


del Ministerio de Educación y Cultura, relativos a las 
Ordenes de Entrega a favor del Consejo del Niño, 
Nos. 120.571, 120.588, 120.820 y 120,486, 


de la Cámara de Representantes, relacionado con la 
Orden de Entrega N? 114.312. 


del Consejo de Educación Secundaria, relacionados 
con el pago de horas extras a funcionarios del Conse- 
jo de Educación Secundaria. 


de la Administración Nacional de Usinas y Transmi. 
sicnes Eléctricas, referentes a las Licitaciones Públi- 
cas Nos. 022/85 y 010/84, 


—Ténganse presentes. 


La Suprema Corte de Justicia remite la información 
que lc fuera solicitada por la Comisión de Asuntos La- 
borales y Seguridad Social sobre el trabajo de los me- 
nores. 


——A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social. 


El Ministerio de Agricultura y Pesca acusa recibo del 
pedido de informes formulado por el señor senador Rau- 
mar Jude, acerca de la existencia de focos de fiebre af- 
tosa, 


—A disposición del señor senador Raumar Jude. 

El Ministerio de Relaciones Exteriores remite texto de 
una Declaración de la Comunidad Europea relativo al 
Grupo de Contadora y el Grupo de Apoyo. 

—Téngase presente. 


La Cámara de Representantes remite aprobado un 
proyecto de ley, por el que se deroga el artículo 634 de la 
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Ley N? 15.809, de 8 de abril de 1986, restableciéndose la 
plena vigencia de lo dispuesto en el artículo 79 del Ti- 
tulo 11 del Texto Ordenado 1982, que establece una am- 
Plia exoneración tributaria para los establecimientos mé- 
dicos que no persiguen fines de lucro. 


(Carp. N? 531/86) 

—A la Comisión de Hacienda. 

El señor senador Dardo Ortiz solicita, de conformi- 
dad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la República, el envío de un pedido de informes 
al Ministerio de Economía y Finanzas, relacionado con los 


presupuestos vigentes de todos los Entes Industriales o 
Comerciales del Estado. 


—Procédase como se solicita.” 


4) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE, — Dése cuenta de una solici- 
tud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Pedro W. Cersósimo solicita licen- 
cia por el iérmino de cinco dias”. 


—Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 10 de junio de 1986. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Doctor Enrique E. Tarigo. 


Presente. 
De mi mayor consideración: 

Per la presente vengo a solicitar licencia por enfer- 
medad desde el 9 al 13 de los corrientes. Adjunto certifi- 
cado del médico tratante. 


Saludo al señor Presidente con mi mayor considera- 
ción. 
Pedro W. Cersósimo. Senador.” 


—Si no se hace uso de la palabra, se va a votar sl 
se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 

—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Dése cuenta de otra solicitud de licencia, 
(Se da de la siguiente: ) 


“El mismo señor senador solicita licencia por treinta 
y un dias”. 


—Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 10 de junio de 1986. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Doctor Enrique E. Tarigo. 


Presente. 
De mi mayor consideración: 


Me dirijo a usted con el propósito de solicitar licen- 
Cia por el término de treinta y un días, a partir del 16 
del mes en curso, por haber sido invitado por el señor 
Presidente de la República para integrar la delegación 
oficial que viajará a los Estados Unidos de Norte América. 
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Saludo al señor Presidente con mi mayor considera- 
ción. 


Pedro W. Cersósimo. Senador.” 


—Si no se hace uso de la palabra, se va a vetar si 
se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 


—-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) SEÑOR SENADOR CARDOSOC. Renuncia a su 
cargo. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Dése cuenta de una solíci- 
tud de renuncia. 


(Se da de la siguiente: > 


“El señor senador José Pedro Cardoso presenta re- 
nuncia a su cargo de senador”. 


Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 6 de junio de 1986. 
Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Dr. Enrique Tarigo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 


Prolongados problemas de salud, me han impedido 
realizar un trabajo parlamentario normal --que requiere 
continuidad y regularidad— no sólo en la tarea del pro- 
pio Senado, sino, al mismo tiempo, en la labor de las 
Comisiones, en el estudio de los asuntos en trámite y 
en la atención de los que se le plantean diariamente al 
legislador. 


Debo procurar, pues, como militante socialista y fren- 
teamplista, otros marcos de acción política compatible 
con la situación creada. Es por ello que, con anuencia 
de las autoridades de mi Partido, presento renuncia al 
cargo de senador, que he tenido la honra de ejercer en 
representación del Partido Socialista y como integrante 
de la bancada del Frente Amplio, 


Agradezco al 3r. Presidente y a los señores senadores 
por todas sus atenciones. Deseo, también, que conste mi 
rezconocimiento a la colaboración recibida de parte de los 
funcionarios del Senado. 


Reciban ustedes mi cordial saludo 
Dr. José Pedro Cardoso, Senador.” 


—En consideración. 
SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Señor Presidente: 
en el día de hoy culmina una extensisima trayectoria pú- 
blica del doctor Cardoso como senador de la República, 
representando al Partido Socialista en nuestro país. Mé- 
dico distinguidísimo, que ha actuado y ha consagrado mu- 
chos años de su vida a su Partido y al país. 


Desde su ingreso al Parlamento en 1938 hasta el pre- 
sente, su actividad pública de casi medio siglo, sólo na 
sido interrumpida por Jos avatares electorales y por las 
situaciones de hecho que se plantearon. 
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En el transcurso de cuatro periodos parlamentarios 
el doctor Cardoso actuó como representante y dejó su car- 
go vacante en ocasión de la dictadura de Baldomir, Luego, 
á partir del año 1962 en que el Partido Socialista tuvo 
una declinación al integrarse con otro grupo formando la 
Unión Popular por dos períodos consecutivos, no fue ele- 
gido senador, 


Vuelto a su escaño pariamentario en 1984 por haber 
sido votado en las elecsiones nacionales, el doctor Carduso 
demostró que, a pesar de sus años, mantenía —y man- 
tiene— totalmente su lucidez, por lo que fue un legislador 
respetado y constructivo, que estuvo permanentemente 
al servicio de su función. 


Quisieron los caprichos de la vida que en 1938 fuera 
electo por primera vez por la lisia 99 que llevaba el Par- 
tido Socialista en esa elección, como surge perfectamente 
ciaro del libro de Julio T. Fabregat, “Elecciones Urugua- 
yas”. Siguió ocupando su banca en los periodos subsiguien- 
tes —en 1942, 1946, 1950— negándole la ciudadanía por 
primera vez en 1962 los votos necesarios para ocupar su 
escaño parlamentario, Y tampoco fue electo en el año 
1971. 


Hombre prudente, estudioso, trabajador, médico por 
convicción, se dedicó a la siquiatría, una de las disciplinas 
más duras y ásperas de esa carrera distinguiéndose en to- 
dos lados por su sabiduría, por su personalidad de bien y 
per su buen don de gentes, que lo tuvo siempre £l servi 
cio de sus colegas en el Parlamento, de sus iguales en ia 
profesión de médico, del público en general, en fin, de la 
ciudadanía, que lo supo distinguir permanentemente, 


Nosotros hemos sentido siempre una gran solidaridad 
con él, hija del primer voto que emitimos cuando en 1938, 
absteniéndose el Batllismo, votamos la lista 99 del Par- 
tido Socialista. Y lo hicimos hasta la última elección, en 
que fuimos unidos no sólo por el lema Frente Amplio, sino 
también por el sub-lema Socialismo y Democracia. 


Hoy, al ver al doctor Cardoso con más de 80 años, y 
en total goce de sus facultades mentales, completamente 
lácido, tomar la determinación de retirarse porque un im- 
pedimento físico obstaculizaria el cumplimiento de sus 
funciones con la regularidad con que él siempre gustó de- 
sempeñar sus deberes de parlamentario, nosotros lo despe- 
dimos en la forma más significativa, como un hombre que 
vino, triunfó y salió por la “puerta grande” del Palacio 
Legislativo, como corresponde a las personalidades emi- 
nentes de nuestra política y de nuestro país. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—— Hay otros senadores ins- 
criptos para hacer uso de la palabra pero la bancada del 
Frente Amplio me pide que prozedamos a votar esta soli- 
eltud de renuncia, a fin de que el suplente del doctor Car- 
doso, señor Gargano, pueda entrar a Sala.... 


SEÑOR BATALLA, — Y para continuar hablando 
después, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — ....y puedan seguir ha» 
ciendo uso de la palabra los señores senadores inscriptos, 
incluso el señor Gargano. 


Se va a votar la aceptación de la renuncia presentada 
por el señor senador Cardoso. 


(Se vota:) 

—19 en 19. Afirmativa, UNANIMIDAD. 

Estando en antesala el señor Gargano, suplente del 
dcctor Cardoso, y habiendo prestado el juramento de 
estilo, se le invita a incorporarse al Cuerpo, 

(Entra a Sala el señor senador Gargano) 

Tiene la palabra el señor senador Ferreira. 

SEÑOR FERREIRA. — Muy brevemente, señor Pre- 


sidente, quería dejar constancia del profundo pesar con 
que hemos votado esta renuncia. 
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Desde que se instaló la presente Legislatura, esta es 
la segunda vez que debemos votar la remuncia de un 
miembro del Cuerpo. La otra oportunidad fue en ocasión 
de la dimisión presentada por el señor Hierro Gambar- 
della, actualmente Embajador de la República Orienia 
del Uruguay en España. También entonces votamos con 
dolor y con pesar, porque se retiraba del Cuerpo —como 
en este caso-— un intelectual brillante, que había estado 
en todos los frentes de lucha contra la dictadura. 


En el caso del doctor Cardoso, si bien nos complace 
que se incorpore a nuestras tareas un amigo de muchos 
años, como es el señor senador Gargano, a quien cono?i- 
mos en los duros años de exilio, no podemos dejar de ma 
nifestar nuestro sentimiento de frusivación al pensar que 
ya no nos acompañará en esta noble tarea el doctor Car: 
doso a quien, en lo que nos es personal, conocimos e» 
todos los frentes y en todas las instancias de lucha anti- 
dictatorial. Lo vimos en el exterior, en la clandestinidad, 
preso, objeto de campañas internacionales a través de las 
cuales se expresaba la simpatia, la calidez humana y ia 
solidaridad que había sabido cosechar, simbolizando su 
figura, durante los años de la dictadura "a resistencia an- 
ti-dictatorial, incluso por encima —-si me permiten el se- 
fior senador Gargano y los señores legisladores del Frente 
Amplio — de divisas partidarias. 


Quienes estátamos en el exterior veíamos con espe 
ranza y con aliento cómo cada vez que se festeiaba un 
cumpleaños del doctor Cardoso, la oportunidad era apro 
vechada por el conjunto de fue:zas democráticas urugua- 
yas, para —en el momento de expresarle su solidaridad— 
poder hacer, dentro de los marcos de la escueta legalidad 
posible, una demostración de unidad anti-dictatorial. 


Quería dejar esta constancia, señor Presidente, a la 
vez que solicitar que una vez que los señores senadores se 
hayan referido al tema, votemos el envío de la versión 
taquigráfica de las palabras pronunciadas en Sala al se- 
ñor senador Cardoso. 


SEÑOR PRESIDENTE. — 
senador Pereyra. 


Tiene ia palabra el señor 


SEÑOR PEREYRA. Señor Presi 
lado la larga y fecunda “actual ón Gel doctor Josi Pedro 
Cardoso somo legisiador. Yo diría tan larga como fecunda 
y ejempiarizante. Quienes antes de ser legisladores se- 
guíamos de cerca los avatares de la vida política nacional, 
seguíamos también de cerca la gestión del doctor Cardozo 
porque, si bien no era de nuestro partido, era un hom: 
bre que significaba una garantía de honestidad moral y 
política. 


dente: se ha seña- 


En aquellos años difíciles, actuando en una Legisla- 
tura de grandes hombres, el doctor Cardoso se destacó 
por la autoridad que revestía su palabra, por la lealtad a 
sus ideales, por ja caba lerosidad con que siempre en- 
frentó a sus oponentes ocasionales; en fin, por esa calidad 
humana y esa rectitud moral que zaracteriza toda su 
vida y que en los años de parlamentario le granjearon el 
respeto de amigos y adversarios. 


El doctor Cardoso no sólo hizo aquí la defensa de sus 
ideales socialistas, sino que fue un celoso custodio de la 
moral administrativa, enjuiciando con palabra serena pe- 
ro firme todos los actos de desviación de poder o de in- 
conducta de los gobernantes, tratando así de mantener el 
prestigio del Pariamento como garantía de la salud de la 
democracia. 


Su acción parlamentaria prestigió al Parlamento na- 
cional. Su lucha contra los vicios sociales —problema pa- 
ra algunos secundario— hizo que muchos legisladores se 
preocuparan profundamente promoviendo en el seno de 
este Cuerpo debates que señalaron claramente que la de- 
mocracia puede ser destruida por la acción de goberantes 
que no saben cumplir con su deber, que la moral pública 
se deteriora por la acción del fomento que en algún mo- 
mento se llegó a hacer —y aún se sigue haciendo, incluso 
muchas veces por la vía legislativa— de vicios sociales 
que degradan la condición del ser humano. 


Conservo recuerdos de la acción del doctor Cardoso 
de aquellas épocas en que yo nc era legislador, y la colo- 
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co junto a la de hombres cuyos recuerdos para mi son 
muy queridos —correligionarios y adversarios de gran 
destaque— y desde la barra o de la lectura de sus discur- 
sos, aprendimos a respetar a este hombre que termina 
hoy su actuación legislativa, integrando junto a nosotros 
el Senado de la República. 


Este hombre, señor Presidente, ha sido y es, a pesar 
de su edad, un vigoroso luchador político; un hombre de 
arraigadas condiciones democráticas que en las horas de 
prueba que vivieron los ciudadanos de este pa's, fue un 
tenaz combatiente contra la dictadura. 


Muchas veces nos reunimos con él buscando los me- 
dios más eficaces para señalar la resistencia del pueblo 
wrguayo a la dictadura que ensombrecía la historia y la 
vida del país. 


En reiteradas oportunidades concurrimos a su casa y 
en tantas otras lo recibimos en la nuestra. Ello fue motivo 
de honor para nosotros. 


Ei doctor Cardoso se retira del Parlamento, dejando 
en amigos y adversarios un cálido y atectuoso recuerdo 
no obstante ser, un fuerte luchador politico —que militó 
en las filas de la oposición de los gobiernos colorados y 
blancos— mereciencdo siempre el mayor respeto y consi- 
deración de todos sus pares, 


Me sumo, señor Presidente, a la tristeza que todos 
sentimos por el alejamiento de la vida parlamentaria del 
doctor José Pedro Cardoso. Además, queremos destacar 
que su ejemplo, más allá de las diferencias políticas, debe 
ser uno de los acicates que tengamos los hombres que 
aquí seguimos luchando por la suerte de la República, 


SEÑOR BATALLA. — ¡Muy bien! 


SEÑOR CIGLIUTI — Pido la palabra. 


SEÑOR FRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTf, — Señor Presidente: nuestro par- 
tico =Xprese, por mi intermedio, la pena qu: también 
per el alejamiento voluntarío de su banca de se- 
. Gel doctor Cardoso. 


El señor senador Cardoso ha sido una de las figuras 
más distinguidas dentro del IMovimiento Socialista Uru- 
guayo; en su momento, junto con el doctor Frugoni, orien- 
tó la acción de ese partido, a cuyo frente se mantuvo por 
más de cincuenta años, siempre en el primer plano de la 
Sa. de:d-ñar do posiciones personales y bustandc una 
cación que le permitiera bregar por el triunfo de sus 
ideas. 


Desde joven abrazó la causa del Partido Socialista y 
tuvo el triste privilegio de pelear contra dos dictaduras; 
la de 1933 y la de 1973. En cualquiera de estas oportuni- 
dades la actitud del señor senador Cardoso fue ejemplar 
e insobornable y con entereza, gallardía, y total despren- 
dimiento luchó, tenazmente en los primeros planos por el 
resteblecimienio de Ja democracia política, 


Tuvo amplitud de criterio para juzgar los aconteci- 
mientos de 1942 y, cuarenta años después volvió a tenerla 
ante los hechos que se avecinaban y que, como en la an- 
tcrior oportunidad, conducían a la República a una solu- 
ción política de apertura y de alternativa renublicana de- 
mocrática. 


En los años 1938 y 1942 integró ios órganos políticos 
de ia oposición, que buscaban soluciones nacionales, Lo 
mismo hizo en 1984 en representación de su partido y del 
Frente Amplio. que tanto quiere y defiende, 


Fue, pues, un hombre proclive a la cultura democrá- 
tica en el entendimiento nacional, a fin de superar situa: 
ciones que habían marginado a la conciencia cívica del 
país pero, también, fue un brillante parlamentario y un 
activo constructor de la conciencia social, 


Fue compañero de Frugoni y junto con él —que era 
un eminente pensador y una de las figuras más brillantes 
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que ha tenido la República— participó de la concepción 
amplia de la democracia en sus tres dimensiones: políti- 
ca, social y económica. Para cada una de ellas tuvo en- 
jundiosos estudios que enriquecieron vivamente el pensa- 
miento nacional. Por tal motivo el doctor Cardoso es en 
este momento —cuando ya cuenta con más de ochenta 
años—- una verdadera expresión de la conciencia cívica 
de la nación. 


A pesar de las grandes diferencias que nuestro par- 
tido tiene con el doctor Cardoso —y que, obviamente 
también las tenemos nosotros, como ocurrió durante las 
dos épocas en que nuestro país sufrió la dictadura, a pe- 
sar de que todos integrábamos la oposición, porque ello 
es inevitable dentro del Jibre juego de las convicciones 
democráticas-— todo elogio que surja de nuestras filas 
para con él, es justo y legitimo. 


Por todos estos motivos hoy manifestamos la pena 
que nos causa el alejamiento del doctor Cardoso de su 
banca, en la que se desempeñó con tanta altivez, dignidad 
y propiedad, utilizándola como el instrumento aue Je per- 
mitió defender y luchar por sus ideas. Estas últimas ten- 
drán, necesariamente, que revisarse a la luz de las nue- 
vas experiencias. Pero, no debemos olvidar que durante 
los años de su lucha, desde 1934 —por lo menos desde 
que yo recuerdo— hasta ahora en 1986, recogió también 
duras experiencias, choques y divergencias, que le dolieron 
mucho, 


Pese a todo defendió siempre sus principios con en- 
tera convicción y estoy seguro que seguirá luchando por 
ellos, desde Otras posiciones que le ofrezca su partido o la 
agrupación de partidos a la que pertenece, Asimismo ten- 
go la certeza que seguirá sirviendo con honradez, no sólo 
a esas ideas sino, a través de ellas —aunque no sean las 
nuestras— al verdadero interés de la democracia uruguaya. 


En consecuencia, en nombre del Partido Colorado, y 
desde nuestras bancas, saludo al señor senador Cardoso 
y le brindo nuestra palabra de fraternidad en momentos 
en que abandona una posición para asumir otra. A pesar 
de las diferencias, repito, seguimos creyendo que vidas 
ejemplares como la del doctor Cardoso, que tanto ha be- 
neficiado al pais, seguirán contribuyendo al bien común 
de la República, que está por encima de las diferencias 
ocasionales de personas o de partidos. 


SEÑOR PENCO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PENCO. — Señor Presidente: en nombre del 
sector que integramos junto con el señor senador Araújo, 
queremos Cxpresar nuestra adhesión a las diversas mani- 
festaciones que, con motivo de la renuncia del doctor Car- 
doso a su banca, han realizado varios señores senadores. 


Hemos votado con tristeza esta renuncia, por cuanto 
entendemos que el Parlamento pierde un hombre de una 
vasta experiencia legislativa y política, 


En estos momentos, de despedida queremos evocarlo 
en aquéllos en que más lo tratamos, durante los años de 
dictadura, cuando la dirección política del Frente Amplio 
debía reunirse en plena clandestinidad y la presencia del 
doctor Cardoso era siempre, en todas las instancias, un 
ejemplo de madurez, de seguridad y de garantía. 


El Parlamento pierde a un hombre con una gran 
experiencia; sin embargo, el Partido Socialista, con el que 
estamos hermanados en el Frente Amplio, gana a su Pre- 
sidente, que como tal, seguramente se dedicará a las ta- 
reas partidarias con el mismo empuje y tesón que ha 
imanifestado al servicio del país durante toda su vida. 


SEÑOR BATALLA, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: en nombre 
de nuestro sector el señor senador Martínez Moreno ha 
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expresado las palabras que nosotros hubiéramos pronun- 
ciado; sin embargo, hemos entendido que también debía- 
mos decir algunas cosas. 


Nadie es objetivo ni imparcial frente a otros hombres 
por más que lo queramos; todos tenemos grandes O pe- 
queñas pasiones, resentimientos, amores, admiraciones. Con 
el doctor Cardoso nos une una vieja amistad, pese a la 
diferencia de edad que, naturalmente, con el correr del 
tiempo va siendo cada vez menor. 


Sentimos por él un profundo afecto que el trato dia- 
rio y la lucha contra la dictadura fue consolidando. Lo 
vimos hacer siempre lo que entendía gue debía realizar, 
con una sonrisa en los labios sin exigir jamás, natural- 
mente, una contraprestación, sin entender nunca que lo 
que hacía merecería alguna vez, reconocimiento o agra- 
decimiento. 


Creo que, tal vez, lo más importante de todos los 
seres humanos es que, en la medida en que uno avanza 
en la vida, los recuerdos no vayan destrozando las espe- 
ranzas. Mientras transcurre la vida, «no se va llenando 
de recuerdos y muchas veces esa carga disminuye el cau- 
dal de las esperanzas. El doctor Cardoso nunca fue así. 
Llega a más de ochenta años con las mismas esperanzas 
que, sin duda, tenía a los veinte. Pienso que solamente 
eso señala a un ser humano con grandeza, con vocación 
de servicio hacia su pueblo y con un caudal espiritual de 
inmensa riqueza, 


Sé que esto es el final de una etapa para el doctor 
Cardoso y el comienzo de otra. Todos somos conscientes 
de que el Parlamento pierde una gran figura, respetada, 
querida y estimada; pero sé que el Partido Socialista ga- 
ua hoy un militante más y que el doctor Cardoso tendrá 
de ahora en adelante una labor protagónica en su Partl- 
do y en el país todo. ¿Por qué? Porque sin duda este fi- 
nal de una etapa parlamentaria significa para él, comen- 
zar Otra distinta en su lucha cotidiana, puesto que es jn- 
dudable que ha nacido para vivir en función de su pueblo 
y de su país, y para morir luchando por ellos. 


Nada más. 
SEÑOR MEDEROS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MEDEROS. — No me iría tranguilo hoy del 
Senado de la República sin expresar mi pena por el ale- 
jamiento del doctor José Pedro Cardoso. 


Siempre me han causado un gran respeto y una pro- 
funda admiración legisladores como el doctor Cardoso, por 
la pureza de sus conceptos políticos, por la manera con 
que los aplicó durante su larga vida, y por la porfía con 
que los defendió en todos los ámbitos de su vida política 
y muy especialmente en el Parlamento. Fue duro frente a 
todo aquello que entendió que significaba desviaciones 
de conducta en el campo de la acción política. Por eso 
le atribuyo pureza a su acción como legislador, 


Asimismo, actuó como un maestro reclamándole a 
los demás lo que se exigía primeramente a sí mismo en 
su accionar político. 


Fue y es un socialista cabal. Concibe un socialismo 
en libertad con un carácter polifacético en lo político. Por 
eso actuó con esplendor y por eso ha sido tan respetado 
en la actividad política uruguaya, 


Existen distintos conceptos del socialismo y diferentes 
filosofías en su aplicación. Unos lo aplican y lo ejercen 
en función del partido único dueño del poder, sin copar- 
ticipación de nadie, En cambio, la filosofía política del 
doctor Cardoso concibe un socialismo en. libertad, donde 
todos los hechos económicos, políticos y sociales derivan 
de la lucha interna de los partidos en su afán por mejo- 
rar la situación de un país democrático como el nuestro. 


Se hizo y trabajó durante un largo lapso de su fe- 
cunda vida, al lado del maestro del socialismo uruguayo 
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que fue el pensador doctor Emilio Frugoni, que tanta ad- 
miración nos causó en la juventud. Ya desde niños, como 
alumnos de escuela primaria, leíamos sus versos que figu- 
raban en nuestros libros. No sé si aquellos versos todavía 
están en ellos o han desaparecido. 


El señor senador Carlos Julio Pereyra decía, muy bien, 
que el doctor Cardoso había luchado en el Parlamento 
contra todas las formas de corrupción -——velada O no— 
junto a grandes hombres de distintos partidos políticos, 
y en contra de los vicios sociales. Lo hizo muy especial- 
mente contra el juego en toda la universalidad de su con: 
cepción, puesto que es el vicio que más daño hace a la 
República. 


Y ahí, como en muchas otras cosas, coincidió con un 
maestro de mi Partido en la acción política, con el doctor 
Javier Barrios Amorín, 


Tengo sobre mi banca un libreto con discursos de) 
doctor Javier Barrios Amorín en los que se encuentra 
expuesta su lucha contra el juego y su expansión, que no 
ha tenido freno 'en nuestro país. También, hay expresio- 
nes concordantes con ese tema del doctor Cardoso, que 
me habilitan a pensar que fue un hombre que no maculó 
en nada su acción legislativa, manifestándose siempre con 
valor y con un profundo respeto haciá los colegas del 
Cuerpo que integró hasta hoy. 


Señor Presidente: como legislador y como uruguayo 
siento pena al vernos privados de la palabra autorizada 
del doctor Cardoso en este alto Cuerpo, expresión viva 
de la democracia uruguaya. 


Espero -—estoy seguro— que su sucesor, el señor se- 
nador Gargano esté siempre a la altura de su antecesor, 
lo cual descuento, Estoy contenta porque su banca la ocu- 
pará el señor senador Gargano, con quien hemos de tra- 
bajar en el futuro para el bien de la República, en función 
de aquellos grandes ideales que siempre sostuvo el doc- 
tor Cardoso. 


Saludo al doctor Cardoso y le deseo largos años de 
vida para seguir trabajando en el lugar que él crea conve- 
niente y para seguir sirviendo los altos intereses de la 
República, de la democracia y de la libertad. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. — Señor Presidente: quiero co- 
menzar mis palabras agradeciendo a los señores senado- 
res que han hecho uso de la palabra, sus expresiones so- 
bre la personalidad del doctor José Pedro Cardoso. 


Expreso, al mismo tiempo, que esta renuncia presen- 
tada hoy por el doctor Cardoso a su banca de senador, es 
la culminación de una trayectoria parlamentaria de más 
de 25 años, que recorre, como decía el señor senador Mar- 
tínez Moreno, casi medio siglo de actuación. 


El doctor Cardoso fue diputado de 1938 a 1955; se- 
nador entre 1955 y 1963; luego de un intervalo, fue electo 
senador en las elecciones de noviembre de 1984. Ejerció 
hasta hace poco más de un mes la tercera Vicepresidencia 
del Senado de la República, 


El doctor Cardoso se ha planteado hoy, al dar por ter- 
minada su acción parlamentaria, otro ámbito para la lu- 
cha social y política, en la cual ha estado siempre. Lo 
ha determinado —como Jo ha hecho siempre en su ya 
larga trayectoria— a través de un acto reflexivo cargado, 
a la vez, de perspectivas. No termina aquí la carrera po- 
lítica del doctor Cardoso: opta por aplicar sus energías 
al desarrollo del trabajo político partidario y frenteam- 
plista, donde su presencia y su acción son insustituibles. 
Lo hace con la lucidez y la tenacidad que le son caracte- 
rísticas, 


El doctor Cardoso, dirigente de los estudiantes de Me- 
dicina, representante de estos en el Consejo de su Facul- 
tad, fundador de la FEUU, dejó su militancia universita- 
ria para incorporarse como activista socialista, a prinei- 
pios de la década del 30. En pocos años, accedió a cargos 
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de dirección y ya en 1938 es electo diputado junto a 
Emilio Frugoni y Liber Troitiño. 


Como parlamentario ha sido constante en su acción 
en temas capitales de la economía y la vida social de la 
República. 


En una rápida sintesis deseo señalar, en primer lu- 
gar, su preocupación obsesiva por el tema de la tierra y 
la problemática agrícola y pecuaria, reconocido por él como 
medular en la vida del país, que conocía de cerca por 
sus orígenes campesinos. 


Ya en 1943 presenta un proyecto de creación del Ins- 
tituto de Colonización y Reforma Agraria, Desde sus car- 
gos en la antigua Comisión de Fomento del Senado y en 
la actual de Agricultura y Pesca, siente permanente preo- 
cupación sobre la problemática agrícola y pecuaria. 


Otro de los centros de atención de su actividad fue el 
tema de la Salud Pública. Es él quien plantea por prime- 
rá vez un seguro nacional de salud con un proyecto de 
plan de nacionalización de la medicina en el año 1952 


Diría que su acción respecto a la Salud arranca en el 
mismo acto de su ingreso al Parlamento, cuando inter- 
pela en 1938 al Ministro de Salud Pública de la época y 
aborda desde las condiciones sanitarias en el interior del 
país —Ja campaña como se decía entonces— y la situa- 
ción de los centros hospitalarios para tuberculosos y en- 
fermos mentales hasta —en esa misma interpelación — 
la violación cometida desde ese Ministerio, de las normas 
del concurso para los cargos técnicos, 


El tema sanitario nacional, constituirá una perma- 
nente y principal preocupación de su trayectoria parla- 
mentaria. 


Su especialidad, la siquiatría, lo llevará años más tar- 
de, cuando deja de ser senador, a ser designado Interven- 
tor de la Colonia Etchepare, donde desarrolló una labor 
ejemplar. 


Donde destaca en forma decisiva su acción, a nuestro 
juicio —como no podía ser de otra forma, y ello se cons- 
tata en los Anales Parlamentarios— es en su actuación 
permanente en defensa de los derechos de los trabajadores. 


He solicitado los antecedentes parlamentarios y he 
obtenido más de 40 páginas relativas a enumeración de 
proyectos e intervenciones del doctor Cardoso en defensa 
de los derechos de los trabajadores. 


En abril de 1939 analiza la situación en la campaña 
y anuncia las condiciones de vida de los trabajadorés ru- 
rales. En 1941 promueve la constitución de una Comisión 
Investigadora de las condiciones de vida, trabajo y salario 
de los obreros. 


Como consecuencia de esta investigación presenta un 
proyecto de ley sobre Consejo de Salarios, en el mes de 
junio de 1943. 


En el mes de junio de 1944 interpela al Ministro del 
Interior en defensa de los trabajadores de la industria 
frigorífica, especialmente los del Frigorífico Nacional, en 
excepcionales condiciones políticas por la época y en un 
cuadro muy especial de represión contra los mismos. 


En aquel tiempo, cuando los trabajadores de la in- 
dustria frigorífica se hallaban en hueiga y eran acusados 
de nazis por defender sus derechos, no era fácil hacerlo, 
salir a la descubierta y, prácticamente en solitario, a de- 
fender el derecho de huelga, 


En 1943 presenta, también, un proyecto de ley de in- 
demnización por despido. En el mismo año, otro de re- 
presentación de los trabajadores y patronos en los Di- 
rectorios de las Cajas de Jubilaciones. En 1944, estructu- 
ra otro proyecto sobre la jornada laboral de 7 horas; en 
el mismo año, uno sobre trabajo femenino, legislando con- 
tra la discriminación laboral y salarial de la mujer. 


Podríamos ennumerar decenas de iniciativas e inter- 
venciones parlamentarias en el mismo sentido. 
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El panorama creado en materia de avances de la legis- 
lación social y laboral en el país, entre 1940 y 1955 —del 
que tanto se habla actualmente-—— está indisolublemente 
vinculado a su acción. Basta leer el título de los proyectos 
de ley que él impulsó y las leyes que han regido durante 
décadas en el país, para conocer su conexión con los mis: 
mos. 


Otro de los capítulos fundamentales de su accionar 
fue la defensa de los intereses nacionales. 


Recordaría aquí, sólo por su significación, la interpe- 
lación que el 14 de mayo de 1943 realizó a los Ministros 
de Relaciones Exteriores y de Hacienda sobre los préstamos 
atados y condicionados con Estados Unidos. 


En ese entonces tampoco era fácil hacer este tipo de 
cosas, en especial por la coyuntura política que se vivía. 
Así como Cardoso defendió en forma enfática la lucha 
contra las fuerzas del nazifascismo, fue también capaz de 
discriminar entre la lucha con los aliados contra la bar- 
barie, de la explotación imperialista. 


Otro capítulo de su acción parlamentaria, que arran- 
ca —diría yo-— con su actuación estudiantil, can su vin- 
culación a los ideales de la reforma de Córdoba, fue su 
lucha por las libertades en América Latina. En estos an- 
tecedentes parlamentarios están, sus planteos y sus accio- 
nes en defensa de la libertad y la democracia en Argenti- 
na, Perú, Venezuela y Paraguay. 


Cardoso fue y es además, corno reafirmación de su 
trayectoria, antiimperialista y, por su honda convicción 
latinoamericana, un defensor acendrado de la Revolución 
Cubana, como lo es —al dia de hoy— de la Revolución 
Nicaragúense. Cardoso preside hoy el Comité de Solidari- 
dad con Nicaragua y ha estado al frente del combate 
contra la intervención en este país hermano. 


Quisiera decir, señor Presidente, que si algo es de 
destacar en la vida legislativa de Cardoso, es la vincula- 
ción que él ha hecho de la praxis política parlamentaria, 
con el proyecto y modelo que alienta a su partido y su 
comportamiento morai. El ha vinculado siempre la políti- 
ca con la moral. Hoy vuelve a discutirse en muchos ám- 
bitos —quizá por la especial coyustura que vive el pais— 
la distinción entre una ética de los valores o principios 
y una ética de la responsabiiidad, Para José Pedro Car- 
doso, la vida política —el modelo de sociedad al que apun- 
tan los socialistas— está indisolublemente ligada a una 
concepción moral. La responsabilidad —para él y para 
nosotros — deriva de los principios y sólo si se es tiel 
a ellos se puede ser responsable. 


Su intransigente batalla parlamentaria por la trans- 
parencia de la Administración Pública, referida per los £e- 
ñores senadores Pereyra y Mederos, fue otra de sus Ca- 
racterísticas en el trabajo que realizó en la Cámara de 
Representantes y en cl Senado. Ella se vincula, no sóúlo a 
lo que puede denominarse una austera concepción de la 
praxis política —-y lo es—. sino también a una nueva ma- 
nera de concebir el servicio político y la administración 
de los bienes sociales. 


Quiero terminar mis palabras, señor Presidente, ha- 
ciendo especial mención de lo que ha sido para nuestro 
partido y para el Frente Amplio ia labor parlamentaria 
de José Pedro Cardoso, El doctor Cardoso es Presidente 
del Partido Socialista; está vinculado a sus órganos de 
dirección desde hace más de cincuenta años. Debo decir 
aquí que jamás lo vimos abdicar —salvo por razones de 
fuerza mayor, como lo han sido sus últimas enfermeda- 
des— de una labor constante y diaria en los órganos de 
dirección política de nuestro partido. Esa también ha sido 
su práctica en el Frente Amplio, en todas las circunstan- 
cias, ya sea en las de bonanza, como en aquellas en que 
la persecución estaba a la orden del día. 


Algún señor senador ha relatado las peripecias de la 
vida política de Cardoso durante la dictadura. Hoy quiero 
significar aquí lo que fue Cardoso en la resistencia de- 
mocrática a la dictadura, tanto en el plano nacional co- 
mo en el internacional, y cómo tuvo que pagar por ello, 
a los 76 años de edad, con cárcel en esta lucha contra la 
dictadura. Por su acción recibió la solidaridad de todos 
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los demócratas uruguayos, así como también los de otros 
países, 


Por último, señor Presidente, treo que sería injusto 
no mencionar el papel capital que Cardoso jugó en la tran- 
sición democrática. Más alla de las valoraciones que de 
ésta puedan hacerse, él afrontó el papel que le tocó jugar 
en elía, con un coraje cívico impar; lo hizo en atención y 
al servicio del pais y de la democracia uruguaya, Como la 
transición no ha terminado, Cardoso tiene un rol tre- 
mendamente importante que desempeñar en el país. En el 
futuro será un militante de primera línea del Partido 
Socialista y del Frente Amplio, al servicio de la democra- 
cia, de la paz, de la libertad y del socialismo. Es, para 
nosotros, un hombre insustituible y por eso es una pesa- 
da carga el tener que reemplazarlo en esta banca. 


Muchas gracias. 

(Aplausos en la Barra) 

(Campana de order) 

SEÑOR PRESIDENTE. — No habiendo más oradores 
Inscriptos, se va a votar la moción del señor senador Fe- 
treira, en el sentido de enviar nota así como la versión 


taquigráfica de lo expresado en el Senado, en el día de 
hoy al ex senador Cardoso. 


(Se vota:) 
—27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


6) SEÑGR PRESIDENTE DE LA REPUBLICA. So- 
licitud de autorización para ausentarse del país. 
Declaración de urgente. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR PAZ AGUIRRE. — La Mesa dio cuenta en- 
tre los asuntos entrados Je una nota del señor Presidente 
de la República, doctor Sanguinetti, por la que solicita 
de ia Cámara de Senadores la autorización que prescribe 
el artículo 170 de la Constitución para ausentarse del país 
por más de 48 horas. 


Propongo que se declare urgente y se considere de 
inmediato. 


SEÑOR PRESIDENTE, -— Si no se hace uso de la 
palabra se va a votar la moción formulada. 


(Se vota: ) 
—27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD, 
—En consideración. 


—Si no se hace uso de la palabra se va a votar si se 
concede la autorización solicitada. 


(Se vota: ) 


-—21 en 27. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


DD VENTA DE CARNE. Derogación de requisito. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se entra en la hora previa. 
Tiene la palabra el señor senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente: 
relteradas oportunidades que brinda el Reglamento nos 
han servido para incursionar en el terreno de intentar des- 
brozar el camino burocrático para distintas actividades 
productivas de nuestro país. 
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Muchas veces hemos hecho referencia a los trámites, 
obligaciones reglamentarias, códigos, codiguiilos, leyes, le- 
yecitas, reglamentos y reglamentitos que permanentemen- 
te están erosionando la actividad de un ciudadano en 
nuestro país, sea en la prestación de servicios por parte 
de los Entes Autónomos, sea en procura de la obtención 
de un teléfono en torno a la actividad agropecuaria. Rel- 
teradamente hemos hecho hincapié en que la derogación 
y eliminación de requisitos es uno de los grandes cami- 
nos que le quedan al Poder Ejecutivo para permitir que 
las fuerzas privadas desempeñen el rol que les correspon- 
de en el desarrollo del país. 


He leído muchas veces ese tipo de normas —alhajas, 
diría yo— del derecho positivo, pero confieso que en po- 
cas oportunidades he encontrado algo tan completo como 
la reglamentación para la habilitación y funcionamiento 
de carnicerías, vigente en nuestro país. 


Voy a hacer gracia al Senado de no citar algunas de 
las disposiciones que regulan la puesta en funcionamiento 
el estabiecimiento y la explotación de negocios de este 
rubro en todo el territorio nacional. Por ellas se obliga a 
que hasta en los más distantes puntos del país -—donde 
lo que haría falta sería quizás la observancia de algunas 
normas de higiene— el dedicarse al comercio de tan vital 
elemento como la carne, se convierta en una hazaña dig- 
na de escribanos, contadores y asesores, Inclusive esto ha 
llevado a que se clesuraran prósperos negocios y a que 
se fundan los que, en cumplimiento de la reglamentación, 
se pusieron al día con lo allí dispuesto. 


“Fodo esto, señor Presidente, se integra dentro de un 
problema que, como dijimos, algún día habrá que encarar 
globalmente. 


Los comerciantes de este rubro nos señalaban que 
una de las grandes dificultades que tienen para cumplir 
con la reglamentación es la exigencia establecida, sin 
excepción, por la que todas las ventas realizadas por las 
carnicerías tienen que ser documentadas por boletas nu- 
meradas y en duplicado. Es decir que cualquier transac- 
ción de este tipo debe tener una documentación de tipo 
contable que no se exige para ninguna otra actividad de 
esta clase. 


Todos los que conocemos tanto Montevideo como el 
resto del país sabemos lo que implica para un pequeño 
comercio que expende la carne al menudeo tener que ha- 
cer una boleta por cada venta. 


Creemos que esta exigencia es fruto de alguien que 
está detrás de un escritorio y no de quien posee un cono- 
cimiento empírico de cómo son las cosas o de un jerarca 
que recorra el mundo y sepa hasta qué punto se puede 
exigir este tipo de requisito contable a comercios mino- 
ristas. 


En estos días ha estado a consideración de la pobla- 
ción todo lo que tiene que ver con el comercio de la car- 
ne. Hace poco tiempo tuvimos el gusto de asistir a la 
inauguración del frigorífico que la Unión de Vendedores 
de Carne ha puesto en funcionamiento para su propio 
abastecimiento, propiciando una iniciativa de complemen- 
tación comercial productivo-industrial que nos parece muy 
importante. 


Pensamos que el Gobierno también debe facilitar este 
tipo de tareas que cumplen los particulares. Haciendo hin- 
capié en esta exigencia que mencionamos es que hemos 
distraído la atención de los señores senadores y solicitamos 
que nuestra propuesta para que se elimine este requisito 
de extender boletas en duplicado en las ventas de carne, 
en cualquier carnicería del territorio nacional, sea anali- 
zada por el Poder Ejecutivo a fin de disponer su derogación 


En ese sentido, mocionamos para que la versión ta- 
quigráfica de nuestras palabras se pase a los Ministerios 
de Ganadería, Agricultura y Pesta y al de Economía y 
Finanzas, así como a INAC para su remisión a la Comi- 
sión Administradora de Abasto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada en el sentido de que la versión taquigráfica de 
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ias palabras del señor senador Lacalle se pase a los Mi- 
nisterios de Ganadería, Agricultura y Pesca y Economía 
y Finanzas, y a INAC, 


(Se vota:) 


—20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


8) NAVEGACION DE CABOTAJE POR EL RIO 
URUGUAY. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Fá Robaina. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Señor Presidente: desta- 
mos hacernos eco de una iniciativa originada en la Comi- 
sión Administradora del Río Uruguay que, como es sa- 
bido, funciona en la órbita del Ministerio de Relaciones 
Exieriores. 


Se trata, desde nuestro punto de vista, de una ini- 
ciativa que deberá ser impulsada para que, en el más 
breve término posible, se concrete en realidad. 


La iniciativa en cuestión aborda un viejo y siempre 
desplazado tema que, no obstante, nunca perdió vigencia, 
y es el referente a la navegación de cabotaje vor el Rio 
Uruguay. Los viejos pobladores del litoral oeste añoran, 
con nostalgia, épocas pretéritas en que el Río Uruguay 
era surcado constantemente por barcos mercantes que 
ilevaban a los puertos del litorai mercaderías desde Mon- 
tevideo y retornaban con cargamentos de la producción 
agropecuaria lana, cuero, ganado en pie, granos u olea- 
ginosos. 


Nuestros abuelos, incluso, evocaban los viajes direc- 
tos desde Salto o Paysandú en paquebotes que llegaban 
hasta Buenos Aires. El río, como bien se ha dicho, es un 
camino que anda y, sobre todo, que no se gasta. No re- 
oviere costosas inversiones para conservación ni cobras 
civiles de puentes que posibiliten sortear los obstáculos de 
diverso orden que, en el caso de las carreteras, encarecen 
su construcción y su posterior mantenimiento en servicio. 


Sería ocioso enumerar las ventajas del aprovechamien- 
to de los cursos de agua navegables que el país tiene y 
que, lamenteblemente, no aprovecha. Mucho se ha ha- 
blado y escrito del tema pero, desdichadamente, las so- 
luciones no han aparecido. 


Lo que todo el país sabe, ve y paga es la construe- 
ción de costosas carreteras, más costosos puentes y los 
cuantiosos rubros que el uso de tales medios de comuni- 
cación irrogan al Erario por la muy sencilla y conocida 
razón de que, desde la infraestructura vial a los vehiculos 
que la utilizan, todo es importado, con la evasión de di- 
visas que ello supone, Los vehículos automotores, los ca- 
miones, el combustible, las cubiertas, los repuestos, todo 
es importado. 


Mientras tanto, un río perfectamente apto para la 
navegación como es el Uruguay, lo tenemos 0ividado o en 
todo caso sólo sirve de numen inspirador a los poetas que 
no se cansan de alabar sus cambiantes paisajes y Sus 
románticos atardeceres. 


Todas las beliezas naturales que los inspirados poetas 
cantan están por cierto justificadas, como lo están los 
cuadros de tantos pintores que han llevado a la tela esas 
pellezas que tan pródigamente nos ha regalado la Natura- 
eza. 


Pero, señor Presidente, es llegado el momento de uti- 
lizar nuestro Rio Uruguay que, sin menosprecio de la poe- 
sía y del arte plástico, puede y debe ser protagonista de 
una economía que todos estamos empeñados en reactivar. 


Por ello es que aplaudimos sin reservas la iniciativa 
de la Comisión Administradora del Río Uruguay que, en 
concreto, propicia la declaración de interés nacional del 
transporte en buques de bandera uruguaya de hasta 500 
toneladas de mercaderías a través de los ríos de nuestro 
sistema hidrográfico. 
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La Comisión aludida ha estructurado un anteproyec- 
to cuyo texto me permitiré leer. Dice asi: “Artículo 19 
Declárase de interés nacional el transporte de buques de 
bandera nacional de hasta 500 toneladas de arqueo bru- 
to, de mercaderías entre puertos o embarcaderos de la 
República o entre puertos de la República y de los países 
de la Cuenca del Plata. Artículo 2% La estiba y deses- 
tiba de las mercaderías a que se refiere el artículo ante- 
rior podrá efectuarse utilizando la tripulación del buque. 
Artículo 3%, Agréguese al artículo quinto del Decreto Ley 
Especial N? 6 del 14 de marzo de 1983: Las mercaderías 
transportadas cn buques de bandera nacional de hasta 
500 toneladas de arqueo bruto entre puertos o embarca: 
deros de la República y de los países de la Cuenca del 
Plata. Artículo 4% Los buques y las mercaderías com: 
prendidos en el artículo 19 de la presente ley estarán exo: 
nerados del pago de los siguientes servicios: A) Derecho 
del uso del puerto. B) Muellaje. C) Servicios terrestres 
(carga o descarga directa o a depósito). D) Tasa de re- 
movido. Artículo 5% Las primas que cobre el Banco de 
Seguros del Estado por los seguros al buque y a la carga 
referentes a operaciones comprendidas en el artículo 19 
de la presente Ley serán equivalentes a aquéllas que se 
cobra al transporte carretero. Artículo 6% La importa- 
ción de buques de hasta 500 toneladas de arqueo bruto, 
para ser incorporados a la Marina Mercante Nacional y 
destinados a la ejecución de las operaciones previstas en 
el artículo 19 de la presente Ley estará exonerada de tri- 
butos y derechos consulares. Artículo 7% Las mercade- 
rías transportadas en los buques de bandera nacional de 
hasta 500 toneladas de arqueo bruto, entre puertos y otros 
embarcaderos de la República y de los países de la Cuen- 
ca del Plata estarán exoneradas del pago del impuesto 
al valor agregado en todas sus etapas de comercializa- 
ción”. 


Consideramos que el proyecto que hemos puesto en 
conocimiento del Senado es una buena base para que la 
solución tan necesaria ecristalice en ley, 


Por lo tanto, solicitamos que la versión taquigráfica 
de esta exposición se remita a los Ministerios de Rela- 
ciones Exteriores y de Economía y Finanzas, y a la Ad- 
ministración Nacional de Puertos, a fin de que se viabi- 
lice la remisión, al más breve término, de un proyecto de 
ley por parte del Poder Ejecutivo, recogiendo esta ini- 
ciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Fá Robaina para que la 
versión taquigráfica de sus palabras se pase a los Mi- 
nisterios de Relaciones Exteriores y de Economía y Finan- 
zas, y a la Administración Nacional de Puertos. 


(Se vota:) 


—14 en 17. Afirmativa. 


9 JOSE MARIA PODESTA. Su deceso. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Para ocuparse de otro te- 
ma, continúa en el uso de la palabra el señor senador Fá 
Robaina. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Señor Presidente: el otro 
tema que abordaremos es luctuoso. 


A los 88 años falleció en Roma, José María Podestá. 
Fue un hombre estrechamente ligado a la vida cultural 
del país, como profesor de historia, escritor teatral y crí- 
tico de teatro y Cine. Integró prestigiosos jurados inter- 
nacionales de cine dejando siempre muy en alto los valo- 
res intelectuales del Uruguay. 


Durante más de 30 años se desempeñó con particu- 
lar solvencia como Agregado Cultural de nuestra Emba- 
jada en Roma, Fue, sin ninguna duda, un Agregado Cul- 
tural que hizo honor al país y muchos son los uruguayos 
que gozaron del privilegio de recorrer la capital italiana 
en la invalorable compañía de José Maria Podestá... 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Apoyados. 
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SEÑOR FA ROBAINA. — ...que, con generosidad sin 
límites, volcaba todo su rico acervo Cultural para hacer 
más disírutable el deleite del contacto con las eternas 
riicia de museos y monumentos que atesora aquella 
ciudad. 


Visitar las ruinas de Roma, recorrer el Coliseo, aden- 
trarse en los tesoros artísticos del Vaticano en compañía 
de Podestá, era un lujo y un deleite, no sólo por la bonho- 
mía de su carácter sino por la calidad de su amena char- 
la, verdaderas clases magisteriales de un gran profesor. 


_ Podestá era esposo de la doctora Clotilde Luisi, a 
quien sobrevivió. Con ella formó una pareja admirable 
y juntos realizaron fecunda obra cultural en Roma. 


La última obra teatral de Podestá, una comedia titu- 
lada “Una mujer se asoma a la ventana”, fue estrenada 
por la Comedia Nacional en la temporada de 1949 y ha- 
bía sido escrita en colaboración con su esposa, la doctora 
Clotilde Luisi. 


La muerte de José María Podestá, lejos de su patria 
que nunca olvidó, es una pérdida muy sensible para la 
cultura nacional, Quienes tuvimos el privilegio de culti- 
var su amistad pudimos aquilatar sus virtudes de cluda- 
dano ejemplar y de hombre culto. 


Le rendimos nuestro emocionado homenaje y propo- 
nemos que el Senado haga lo propio poniéndose de pie, 
guardando un minuto de silencio y remitiendo la versión 
taquigráfica de nuestras palabras a sus familiares. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Invito al Senado y a la Barra a ponerse de pie y 
guardar un minuto de silencio. 


(Así se hace) 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Señor Presidente: 
por tratarse de una circunstancia especial, me permite 
la palabra para fundar el voto? 


SEÑOR PRESIDENTE, — Reglamentariamente no 
puede hacerlo, pero le concedo el uso de la palabra en la 
media hora previa por no haber más oradores inscriptos. 


SEÑOR MARTINEZ MORENO, — Señor Presidente: 
la luctuosa noticia que nos ha dado el señor senador Fá 
Robaina sobre el fallecimiento de Podestá realmente ha 
impactado a quienes supimos valorar al intelectual, al 
escritor y al amigo de primera categoría. 


Conocimos a Podestá en Roma y tuvimos el privile- 
gio de gozar de su trato personal, tanto en su domicilio 
como en los paseos que realizamos por la ciudad. Su 
recuerdo permanecerá imborrable en nuestra memoria. 


Recordamos la minuciosidad con que nos explicaba 
la historia de las puertas de la Catedral de San Pedro, 
cuando los artífices de aquel tiempo pusieron en esa Ca- 
tedral imágenes paganas. Sus explicaciones no sólo con- 
citaron nuestra atención sino también la de un nume- 
roso público que, superando la barrcra idiomática, venían 
a oir la exposición bellísima, florida, precisa y técnica 
que realizaba el señor Podestá. 


Lo mismo puedo decir cuando nos explicó las pintu- 
ras y los frescos de la Capilla Sixtina. Grabó en nues- 
tras mentes imágenes imborrables, como sólo un hombre 
de gran cultura y de gran generosidad intelectual puede 

acer. 


Siempre recordaremos a Podestá en su cargo de Agre- 
gado Cultural de la Embajada en Roma. Sin duda al- 
guna, fue una de las más felices designaciones que hizo 
la República, que se mantuvo durante muchos años, por- 
que Podestá echó raíces definitivas en la Ciudad Eterna. 


Muchas gracias, señor Presidente, 
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10) COMERCIO EXTERIOR 


SEÑOR PRESIDENTE, — El Senado entra en el or- 
den del día: “Exposición de 30 minutos del señor senador 
Juan Raúl Ferreira sobre el tema; “Comercio Exterior” 
(Carp. N?* 507/86)”. 


Tiene la palabra el señor senador Ferreira. 


SEÑOR FERREIRA. — Señor Presidente: nos pro- 
ponemos analizar hoy, con cierta extensión y profundi- 
dad el tema de nuestro comercio exterlor que es un ca- 
pítulo esencial en la construcción del nuevo Uruguay in- 
ternacional, estrechamente ligado a la definición de una 
auténtica Política Exterior del Estado. 


No parece exagerado, señor Presidente, decir que en 
este tema le va al país, en gran medida, su supervivencia 
como ámbito autónomo dentro del cual los orientales po- 
damos seguir dirimiendo nuestras naturales diferencias 
sin mayores injerencias extrañas. En un mundo interna- 
cional erizado de egoísmos y de contradicciones, domi- 
nado por la diarquía de las superpotencias, los países dé- 
biles y pequeños como el nuestro, se encuentran expues- 
tos a mil peligros. 


Desde el alba de la historia hasta un pasado recien- 
te, nunca los desafios ni las velocidades de adaptación 
que nos fueron impuestas a los conjuntos humanos ha: 
bian sido tan violentas. La complejidad de nuestras so: 
ciedades y nuestra propia miopía engendra a veces una 
osificación que nos impide adaptarnos adecuadamente a 
las mutaciones radicales que registra el medio externo. 


Decía Luis Alberto de Herrera: “Ninguna patria del 
sur ha defendido más veces y con más desesperación su 
propia autonomia. No hemos querido ser ingleses, ni ar- 
gentinos, ni brasileños, y todas las codicias ensayaron la 
garra en nuestro suelo. Desde los orígenes, la guerra fue 
tra ley”, Y nosotros agregariamos hoy que esta de- 
cisión de ser libres ya no se juega en las cuchillas, como 
en el pasado, sino en otros campos de batalla que son el 
de la tecnología, el del comercio exterior, el de la deuda, 
el de redefinir con audacia y con acierto el particularí- 
simo lugar que nos corresponderá ocupar en la región y 
en el mundo en las décadas venideras. 


Cuando se trata de las cuestiones ligadas a nuestro 
interés permanete y cuando se nos hace incierto y pre- 
cario el futuro, parece inevitable que nuestra mirada se 
vuelva hacia Herrera. 


Quizás y sin quizás, nadie como él supo conservar 
siempre, en todo momento, una conciencia aguda de que 
la República, por ser pequeña, estaba abocada a riesgos 
permanentes. Con toda razón decía que “los núcleos so- 
ciales reducidos deben compensar con sentimiento avizor 
sus insuficiencias combativas”. 


Sólo puede haber sulida de la dependencia en la me- 
dida en que se logre una mirada de largo alcance. Al- 
guien recordaba que los panoramas de la Tierra se ven 
desde las alturas y que por eso las águilas son símbolo 
tradicional de los poderes imperiales. Entre nosotros, sin 
embargo —y esto nos incumbe en mayor o menor medida 
a todos— el lento naufragio nacional que vivimos desde 
la década de los 50, se ha visto acompañado por una 
proliferación de visiones de corto alcance y de corto vue- 
lo, visiones casi diríamos gallináceas, como si tuviéramos 
enorme dificultad para elevarnos, más allá de la coyun- 
tura: pocas son en verdad las visiones que han logrado 
situar sus miras algo más allá del mañana, del pasado 
mañana. Ni los hombres ni los pueblos son fuertes cuan- 
do avanzan en el tanteo y cn el desconcierto. Hoy, cuan- 
do el país junto con la democracia recupera su sentido 
de proyecto colectivo, se impone movilizar lo mejor de 
nuestra energía y de nuestra imaginación para formu- 
lar un proyecto nacional global y riguroso que, partiendo 
de nuestra situación muy concreta y particular, y defi- 
niendo los datos específicos de nuestra realidad histórica, 
geopolítica, espacial y demográfica, nos permita trazar 
un camino propio. Cualquier reflexión que prescinda de 
estos datos nos condenará inexorablemente al amorfismo 
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y a la retórica. Estamos incluso convencidos de que en 
este esfuerzo de reflexión existen múltiples aspectos que 
poco tienen que ver con izquierdas o con derechas y que 
mucho tienen que ver en cambio con un elemental sen- 
tido pragmático y de supervivencia y que sólo una ten- 
dencia a la ideologización tan pertinaz como emperrada, 
podría impedirnos lograr grandes acuerdos y grandes 
consensos en torno a estos temas que tanta trascenden- 
cia tienen para la República. Asistimos en el mundo a 
una crisis generalizada de ideas y de modelos que debería 
constituirse en un verdadero estímulo para pensar con 
cabeza propia, libres de prejuicios y de dicotomías muy 
a menudo perimidas o superadas por la historia de otros 
países. 


Señor Presidente: El Uruguay aporta actualmente el 
uno por mil del comercio mundial, y todo asegura que 
quedaremos cada día más rezagados respecto a nuestros 
fronterizos, Desde el siglo pasado se vienen repitiendo 
los temores acerca de una serie de factores que podrían 
anular una auténtica presencia del Uruguay en el Cono 
Sur del continente. 'Tendremos hacia ei año 2000 una 
población quizá inferior a los cuatro millones de habi- 
tantes, rodeados por el inmenso potencial económico en- 
gendrado por 215 millones de brasileños y 35 millones 
de argentinos. 


... El señor senador Batalla me acota que Brasil ere- 
ce un Uruguay por año. 


Estos datos muy escuetos, aparentemente inevitables 
y sin retorno, nos convierten a fines de siglo en una 
verdadera aldea en el contexto regional e internacional. 
Más dramática se vuelve aún la perspectiva si conside- 
ramos además la singularísima estruetura domográfica 
que caracteriza a nuestro país. Somos un país pequeño 
en términos absolutos y en términos relativos somos un 
país que se encoge a un ritmo muy acelerado; son éstos 
algunos de los datos básicos a partir de los cuales nos 
veremos cada día más obligados a reflexionar. 


Hay un gran cielo histórico, que se inicia aliá en el 
siglo XVI!, con Hernandarias, y que se agota hace unos 
30 ó 40 años: es el ciclo del Uruguay pastoril, exportador 
de carnes, lanas y cueros sólidamente inserto en los ca- 
males comcreiales del viejo imperio británico. Todo pa: 
recía entonces maravillosamente fácil y garantido; éra- 
mos, como alguien definió con acierto, un verdadero 
“Kuwait agropecuario”. Con la postguerra y la consoli- 
dación de la hegemonía norteamericana nos fuimos que- 
dando solos, dejados de la mano de Dios, despiadadamen- 
te arrojados al mundo; el nuevo imperio no nos necesi- 
taba. Sus producciones eran más bien concurrentes con 
las nuestras. El país no reconoció a tiempo el desastre 
que se le venía encima y no atinó siguiera a guarecerse, 
redefiniendo para ello drásticamente las condiciones di- 
námicas de su inserción externa. 


Nuestras ventajas comparativas se han ido esfuman- 
do con el aumento y la racionalización de las produc: 
ciones agropecuarias en los países centrales. Aplicando 
nuevas técnicas y políticas de subsidios cada vez más 
desembozadas, nuestros mejores compradores tradiciona- 
les han pasado a ser nuestros peores competidores en los 
mercados mundiales. 


Acabamos de regresar de un viaje que realizamos 
integrando la comitiva del señor Presidente de la Repú- 
blica, ocasión en la que visitamos algunos países del Me- 
dio Oriente, que fueron buenos compradores en un pa- 
sado cercano y que tienden a cerrarnos sus puertas sim» 
plemente porque nuestras carnes resultan demasiado caras 
en comparación con las ofertas que hace la Comunidad 
Económica Europea. Paulatinamente, y desde hace años, 
los precios bajan, los mercados se estrechan o en muchos 
casos se cierran. El Uruguay, país esencialmente agro- 
exportador, pero con mínima incidencia en el mercado 
mundial por los reducidos volúmenes que exporta en tér- 
minos absolutos, asiste desde hace tiempo como un es: 
pectador atónito a estas evoluciones sin la menor posibi- 
lidad de revertir tendencias tan nefastas. 


En un reciente informe elaborado por la Dirección de 
Asuntos Económicos Internacionales de la Cancillería, 
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uno de los estudios más amplios y más serios que se ha- 
yan realizado acerca del potencial exportador del país y 
del perfil de nuestros mercados, leemos lo siguiente: “La 
actual estructura de las exportaciones uruguayas nos con- 
diciona a quedar cada vez más relegados y a tener me- 
nor importancia en el comercio internacional De ahí la 
necesidad de diversificarlas y entrar a considerar nuevos 
proyectos y nuevos productos”. 


Nuevos proyectos y nuevos productos: he aquí —a 
nuestro juicio— muy telegráficamente expuesto, el gran 
desafío al que nos vemos enfrentados. 


Dicho en otros términos: el Uruguay ha ido perdien- 
do su tradicional funcionalidad internacional y si no so- 
mos capaces de un excepcional esfuerzo de imaginación 
y de trabajo quedaremos hacia el fin de este siglo a la 
vera de todos los caminos. 


Hernandarias fue sin duda uno de los mayores visio- 
narios que conocieran estas comarcas del Plata, Fue ade- 
más el genuino padre económico de nuestro Uruguay, 


Muchos recuerdan seguramente esa famosa frase acu: 
ñada por Alberto Zum Felde referida al Uruguay, que 
dice: “Aquí, en el principio fueron las vacas”. Yo digo 
que en la encrucijada actual que vive la República se 
impone una revisión fundamental de aquel episodio his- 
tórico, ciertamente fundacional, que fue el desembarco de 
ganado vacuno ordenado por Hernandarias en 1611. 


A nuestro juicio, aquí, en el principio, no fueron las 
vacas; en el principio el hombre fue Hernandarias que 
econ su visión profética y genial sentaría las bases de un 
desarrollo nacional y regional que perduraría luego du- 
rante siglos. En estas tierras lo primero fue el hombre, 
fue la imaginación, el espíritu de aventura. Hernanda- 
rias llegó a estas praderas desiertas, miró y dijo: “Aquí, 
vacas”. Es decir que fue el espiritu humano el que operó 
esa mezcla óptima de factores naturales y de hombres 
que signó durante tanto tiempo nuestro destino como 
pueblo y la prosperidad de estas tierras. 


Luego, también durante siglos cayó sobre el país la 
enfermedad terrible del conformismo, de la falta de ima- 
ginación, de la burocracia que impidió que el país se 
adaptara a los nuevos tiempos, convirtiendo aquel im- 
pulso inicial de Hernandarias en la triste expresión de 
monocultivo. 


Se diría que desde aquellas épocas fundacionales, 
hunca estuvo el país tan necesitado, como en estos días, 
de un nuevo Hernandarias, es decir, de una visión tota- 
lizadora y profética que a partir de los datos básicos de 
nuestra realidad doméstica y de nuestro contexto regio- 
nal y mundial, mirara sobre nuestras tierras y sus hom- 
bres para exclamar: “Aquí, tal factor”, o “Aquí, la suma 
de tales factores”, porque es de presumir que nuestra 
prosperidad futura no deba construirse sobre un factor 
único, sino sobre la combinación armoniosa y la ecuación 
perfecta de una multiplicidad de factores. 


Preocupados, casi diriamos obsesionados, por las lúgu- 
bres perspectivas que podrían presentaise al país si nos 
resigenáramos a seguir simplemente como vamos, es que 
nos decidimos a aportar algunas reflexiones sobre las que 
hemos venido trabajando, en torno a una serie de inte- 
rrogantes que deberían servirnos para encarar mejor el 
problema acuciante de nuestras relaciones comerciales y 
de nuestra inserción económica externa. 


Nuestras inquietudes podrían quizás resumirse o agru- 
parse en cuatro interrogantes fundamentales. 


En primer lugar ¿en qué medida el problema de la 
pequeñez, es decir, el de las reducidas dimensiones eco- 
nómicas, puede influir sobre los procesos de desarrollo 
modernos? 


En segundo término ¿dónde y cómo se presentan las 
ventajas y desventajas de los países pequeños, cuáles son 
sus trazos comunes y característicos, y cuáles pueden ser 
sus posibilidades en las actuales circunstancias del co- 
mercio mundial? 
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En tercer lugar ¿cuáles son las medidas de política 
económica, las opciones diplomáticas o las formas organl- 
zativas y las estructuras internas que pueden compensar 
algunas de las desventaias que en materia de comercio 
exterior resultan, en principio, de nuestras escasas dimen- 
siones? 


Y, en cuarto término ¿cuáles son los privilegios tie 
podríamos derivar de nuestra tan peculiar ubicación gi0- 
política? 


Como comprenderán los señores senadores, a partir 
de estas interrogantes generales se trata de concebir las 
estrategias comerciales y estructurales que resulten más 
apropiadas para la inserción de un pequeño pais de desa- 
rrollo medio como el nuestro, en la realidad difícil y com- 
pleja de la etonomía mundial. 


Aunque no olvidamos. ni por un instante, que el mub- 
do se ha visto dividido desde hace bastante más de un 
siglo en dos zonas claramentes diferenciadas, que se han 
dado en llamar dominante y dependiente, desarrollada y 
subdesarrollada, central y periférica, etcétera, y que (08 
pequeños países que se encuentran situados en la primera 
de estas zonas han disfrutado de ventajas muy definidas; 
pensamos, no obstante, que hay ciertos rasgos y Compor- 
tamientos comunes a todos los pequeños países que nOs 
permiten extraer algunas enseñanzas útiles e interesantes. 


El hecho de que la dimensión del espacio económico 
influye muy significativamente en el carácter de los pro: 
cesos de crecimiento en la estructura económica y en las 
formas de inserción internacional, no ceenstituye una 
constatación novedosa. 


Sobre la base de la demanda de un mercado domés- 
tico limitado, como el nuestro, se hace cada vez más 
difícil aplicar, de manera rentable equipos, procedimien- 
tos y tecnciogias modernas en la fabricación de muchos 
de los actuales productos industriales, 


Las posibilidades internas en lo científico-técnico re- 
sultan insuficientes, por lo tanto, para la fabricación en 
gran escela de una variada gama de mercaderías. 


Los espectacu/ares avances que se han producido en 
el campo científico y tecnológico, junto con una crecien- 
te diversificación del consumo y de las necesidades, con- 
duce inexorablernente a una mayor dependencia de la eco- 
nomía mundial y el resultado es que el motor del desa- 
rrollo se sitúa cada vez más en la vinculación con la di- 
visión internacional del trabajo. 


El factor más característico de la estructura de los 
pequeños países es que para la realización de su producio 
na ionza deben apoyarse considerabiemente en las rela- 
ciones esonómicas externas. Las estadísticas revelan que 
toos los países pequeños de este mundo son tributarios, 
en alto grado, de la econcmía exterior. Los países de di- 
mensicnes reducidas son mucho más sensibles al comer- 
cio exterior que el promedio mundial. Los grandes paises 
(que determinan el promedio mundial se encuentran mu- 
cho menos obligados a buscar insertarse en la economía 
internacional debido a los amplios mercados domésticos de 
los que disponen. Es más, todos los grandes estados que s: 
hen afirmado como potencias industriales en lo que va 
del siglo —-sean capitalistas o socialistas— han aplicado 
modelos de desarrollo basados esencialmente en las fuer- 
vas del mercado interno antes de abrirse al mercado in- 
ternacional. 


Podríamos decir, en ese sentido, que para los grandes 
estados —a diferencia de los pequeños-- el mercado in- 
ternacional representa mucho más una opción o una al- 
ternativa, que una condena. 

En los paises pequeños, en cambio, las estrategias ais- 
lacionistas sólo son imaginables en casos de bajisimo gra- 
do de desarrollo y de muy precarios niveles de consumo. 
Si estudiamos el comportamiento de algunos pequeños paí- 
ses como Austria, Portugal, Bé gica, Suiza, Grecia, Finlen- 
Gia, Irlanda, Dinamarca, Noruega y Suecia, observaremos 
que el aumento de sus importaciones supera el de sus ex- 
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portaciones. Entre 1938 y 1970, el valor total de sus ex- 
portaciones —tomados como grupo de países— aumentó 
ocho veces, mientras que el de las importaciones aumen- 
tó diez. 


El déficit en la balanza comercial se ha vuelto cróni- 
co. Sin entrar al detalle de las causas de este desequili- 
brio crónico, es evidente que con excepción de Bélgica y 
Suiza, que poseen una larga tradición industrializadora, la 
balanza del comercio exterior de bienes industriales del 
resto de los países pequeños es marcadamente negativa. La 
iudustria, como rama productiva más sensible, sufre mu: 
cho más intensamente los efectos negativos que provoca 
la estrechez del mercado interno, 


La gran dependentia del comercio exterior, el dest- 
quilibrio crónico en la balanza comercial, la industria co- 
mo sector que absorbe divisas y la escasez de materias 
primas que caracterizan, casí por definición, a todos los 
países pequeños de este mundo, plantean la necesidad de 
contar con un sector que equilibre eficazmente los in- 
tercambios con el exterior. Esta función de equilibrio en 
los intercambios externos de los pequeños países fue tra: 
dicionalmente cumplida por la agricultura. Pero paulati- 
namente y junto a los procesos de desarrollo y erecimien- 
to, fue el sector de los servicios el que pasó a cumplir ese 
papel. La importancia y la significación de este proceso 
quedan muy en evidencia si se tiene en cuen:a que ya en 
el año 1965. del total de las divisas obtenidas en la ex- 
portación de bienes y servicios, el sector servicics Apor- 
taba casi la cuarta parte en el caso de Dinamarca Y 
Holanda, aproximadamente un tercio en el caso de Yu- 
goslavia y de Austria y más de la mitad con respecto 
a España y Noruega. 


El aspecto quizás más interesante está dado por el 
hecho de que, a pesar de que la balanza comercial de los 
pecueños países relativamente prósperos que hemos mer- 
cionado, registra un importante déficit permanente, su 
balanza de servicios muestra, por el contrario y sin eXx- 
cepción, un desequilibrio significativamente favorable. 


Se observa, al mismo tiempo, que los grandes países 
se caracterizan por tener promedialmente una balanza *0- 
mercia] positiva y una balanza de servicios negativa. Este 
proceso se explica, antes que nada, porque las ventajas de 
las grandes naciones —o los inconvenientes de las peque- 
ñas en cuanto a las dimensiones de sus mercados de tec- 
nología y capital— no se manifiestan de igual modo en el 
caso de los servicios, que exigen relativamente más tra- 
bajo fisico, individual o intelectual y que difícilmente 
pueden ser mecanizados. 


Así es que, por ejempio, en el turismo, en el transpor- 
te comercial, en los servicios de reparación, en el asesora- 
miento técnico y en toda una amplia gama de servicios, 
los paises pequeños demuestran poseer ventajas compura- 
tivas evidentes respecto de los grandes. 


Durante las dos últimas décadas, el comercio exterior 
de servicios se ha convertido en el sector más dinámico 
de las relaciones económicas internacionales. 


En la actualidad, el comercio de servicios representa 
entre el 20 y 25% del total del comercio mundial, Este 
desarrollo espectacular del sector de los servicios se ha 
visto acompañado por un aumento en el nivel de los pre- 
elos. Los pequeños países han logrado obtener ventajas 
cada vez mayores, en proporción directa a su capacicad 
de proveer servicios a los paíscs exportadores de mercan- 
cías. Así es que en los últimos años y para muchos paises 
peoueños, el sector servicios ha pasado de ser un sector 
que aseguraba un cierto equilibrio en los intercambios 
con el extranjero a ser un sector que produce desarrollo. 


En un discurso, que el Canciller de la República, con- 
tador Enrique Iglesias pronunció, en setiembre del año pa- 
sado, advertía sobre la importancia que adquirió el sec- 
tor de lcs servicios en el comercio internacional, en los 
siguientes términos: “Otro elemento de gran significación 
es que se está construyendo un nuevo orden comercial 
donde el tema de los servicios se ubica en el centro de 
interés y de atracción del mundo capitalista. Detrás de la 
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movilización que está teniendo lugar actualmente por el 
nuevo orden económico comercial, el tema central es el 
de abrirle el paso a la economía de los servicios. Es im- 
portante reconocer la significación que esto va a tener 
en el desarrollo del capitalismo contemporáneo”. 


_. “Todo el capitalismo industrial precedente era un Cá- 
pitelismo de tipo centralizado, se producían las máquinas 
o los equipos en un cierto polo industrial y de ahí se ex- 
portaban al resto del mundo. Hoy en día la instalación 
de un orden comercial mundial dominado fundamental- 
menie por el comercio de servicios Obliga a un desplaza- 
miento hacia los propios países, Si queremos hacer tu- 
rismo hay que llevar los empleos al lugar del servicio, si 
queremos hacer informática hay que mover junto con el 
“hardware” las empresas que proveen del “software”. Es 
un tipo de relación internacional diferente, signada por 
el desplazamiento físico de la inversión hacia los distin- 
tos países y de ahí la exigencia de la apertura de los Mmer- 
cados, tema vinculado al de la soberanía y al de la auto- 
nomía de las decisiones”, 


Hasta aquí la cita, señor Presidente. 


En el desarrollo de los servicios parecería encontrarse, 
por lo pronto, una veta interesante para un país pequeño 
como el Nuestro que, además de disfrutar de una privi: 
legiada situación geopolítica, cuenta con muy valiosos re- 
tursos culturales y humanos. 


Sobre la importancia que ha adquirido el turismo n0 
vale la pena extenderse, en varias oportunidades nos he- 
mos referido a este tema en Sala. Todos sabemos que 
Jos ingresos del turismo ya superan, en nuestro país, los 
de cualquier otro rubro de exportación tradicional o no 
tradicional. La vasta experiencia acumulada por el Uru- 
guay en el sector terciario podría convertirse, en las ac- 
tuales circunstancias del mundo, en una ventaja compara- 
tiva tan importante como la que deriva de nuestras apti- 
tudes naturales para producir bienes de Origen agropecua- 
rio, si es que nos dispusiéramos realmente a explotar esos 
recursos tan valiosos. 


Dentr: de pocos Meses se reunirá en Punta del Este la 
Conferencia del GATT en la que participarán más de 
2.000 delezados. El tema de los servicios estará, para noso- 
tros, doblemente sobre el tapete. Por un lado, porque los 
países industrializados pretenderán centrar las delibera- 
tiones en torno al tema de la liberalización del comercio 
mundial de servicios, con la intención clara y evidente 
de apoderarse lo antes posible de este mercado potencial 
tan promisorio. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Pido la palabra para una 
moeción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


£EÑNOR GARCIA COSTA. -— Formulo moción para que 
se prorrogue por media hora más el término de que dis- 
pone el orador. 

(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
-17 en 19. Afirmativya. 
Puede continuar el señor senador Ferreira, 


SEÑOR FERREIRA. -- Agradezco al señor senadot 
García Costa y a los demás señores senadores. 


Continúo, señor Presidente. 


El mero hecho de que Uruguay Oficie como sede de la 
Conferencia representa, en sí mismo, un caso típico de 
venta de servicios al extranjero, que redundará en gran- 
des beneficios para el país. Si somos capaces de preser- 
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var, conseryar y consolidar un buen clima político, un cli- 
ma de convivencia basado en la afirmación de nuestros 
valores más caros, si no permitimos que se siga deterio- 
rando la cultura de nuestra gente y si nos dotamos, ade- 
más, de la infraestructura adecuada, dispondríamos de 
todas las condiciones para convertirnos, en las décadas 
venideras, en un gran proveedor de servicios en tan diver- 
sos campos como el turismo, los puertos, las comunicacio- 
nes, el transporte, los seguros, la informática y, además, 
en una capital de conferencias y encuentros internaciona- 
les, de asesoría técnica, de investigación científica, de di- 
seño industrial, urbano, en fin toda una lista prácticamente 
inasotable de servicios que nuestro país podría proveer 
cen éxito a la comunidad international. 


Señor Presidente: decíamos que la economía de los pe- 
queños estados se caracteriza por una creciente sensibili- 
dad respecto al comercio exterior y por un desequilibrio 
estructural en sus intercambios externos, en algunos Ca- 
sos balanceado eficazmente por un sostenido aumento en 
la venta de servicios. 


Las pequeñas naciones dan muestras de poseer una 
mayor capacidad de adaptación. Los pequeños países tie- 
nen Ja facultad de formular y reformular pclíticas 
responden a los cambios exógenos, y esto en razón, jus 
mente. de las dimensiones económicas más reducidas, 


Es importante saber cómo y peor qué medios los paises 
pequeños han sido capaces —o están siendo capaces— de 
paliar todas las desventajas a las que han debido hacer 
frente en su proceso de desarrollo. 


No hay teorías elaboradas que den una respuesta cla- 
ra 2 estas interrogantes que hemos planteado. Lo que si 
hay son diversas tendencias y métodos pragmáticos que 
han demostrado ser idóneos para mejorar considerable- 
mente la eficacia de las pequeñas economías en sus in- 
tercambios con el mundo externo. 


Los debates en torno a estos temas han estado, a ve- 
ces, demasiado cargados —entre nosotros— de un excesi- 
vo grado de ideologismo y por eso preferimes una vue'ta 
sana, reflexiva y serena a la observación de la realidad. 
Sin ávimo de cansar a los señores senadores, no estaría 
de más hacer relerentia a algunas de estas alternativas 
ave nocrían ser elementos básicos de una estrateg'a comer- 
cial apropiada para un país pequeño y de desarrollo me- 
dio como el nuestro. 


La importancia y el impacto que tienen para nosotros 
ciertos fenómenos externos sobre los cuales no tenemos la 
menor posibilidad de incidir, le dan a nuestra política 
económica un carácter de acomodación o de adapt:cion 
respecto a las cvcluciones del mercado mundial. El mayor 
peligro al que se encuentra expuesta cualquier nación pe- 
queña como la nuestra radica en su dependencia de la 
econcmía mundial y en el riesgo permanente de verse so- 
metida a la influencia dominante de los grandes Estados. 
En principio nuestro poder de negociación internacional 
estará determinado por la variedad de mercados de ex- 
portación de que dispongamos y por la diversidad de 
nuestras ofertas .exportables. Cuanto mayor sea la con- 
centración de las exportaciones sobre un solo producto, 
o sobre una gama muy limitada de preductos, tanto ma- 
yor será, al mismo tiempo, la capacidad de presión que 
miedan ejercer los Estados compradores. 


La independencia político-económica y el manteni- 
miento de la capacidad de maniobra y de negociación 
dependen, entonces, necesariamente, de un comercio ex- 
terior lo más amplio y diversificado posible, en cuanto a 
productos y en cuanto a interlocutores comerciales, Fle- 
xibilidad en la estructura preductiva interna y diversifi- 
cación de nuestro relacionamiento externo parecen ser la 
única fórmula capaz de potenciar vigorosamente nuestro 
comercio exterior, garantizándonos además márgenes su- 
ficientes de autonomía e independencia. 


Para un pequeño país como el nuestro, el relaciona- 
miento político y el relacionamiento económico externo 
constituyen dos caras de una misma moneda. 
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Todos semos conscientes, señor Presidente, tn este 
sentido, de hasia qué punto las relaciones comerciales pue- 
den verse favorecidas y estimuladas por factores políticos, 
s precisamente per eso que los asuntos económicos in- 
te cionales se convierten, para nosctros, en un capitulo 
clave e insevarable de cualquier Política Exterior de Es- 
tado. 


Parece natural y comprensible, teniendo en cuenta 
que las relaciones económicas internacionales que se esta- 
lecen a nivel bilaterai entre países con potenciales eco- 
nómicos muy disímiles entrañan habitualmente elcmen- 
tos de peligro para los países más débiles, que las aspira: 
ciones a la multilateralización de las relaciones entre Es: 
lados y los esfuerzos por reforzar el papel de los orga: 
iismos internacionales. hayan nacido, siempre a inicia- 
tiva e impulsc de las pequeñas naciones. 


El multilateralismo, tanto en el ámbito de las rela- 
siones po'iticas como comerriales, y el establecimiento de 
normas que regulen el intercambio entre las naciones es 
a íínica garantía que pueden darse los pequeños Estes: 
centra el peligro siempre latente de que termine por im- 
nonerse la ley de la selva en las relaciones internac!ona- 
les, situación que natmralmente sólo puede beneficiar a l0s 
más poderosos y a los más grandes. 


El incremento de las relaciones comerciales entre los 
paises del tercer mundo es un camino adecvado, aunque 
también difícil y arduo, debido fundamentalmente a los 
problemas que conocen casi sin excepción los países en 
vías de desarrollo. Durante las últimas décadas la coo- 
veración económica entre los países del Tercer Mundo 
ha erceldo de forma muy significativa. El desarrollo de 
este proceso se explica no sólo por los esfuerzos que se 
han realizado en este sentido, sino por los buenos resul- 
tados obtenidos. El aumento de los intercambios cntre 
paises con un similar grado de desarrollo limita induda- 
blemente el efecto de dominación. Se observa una crecien- 
te interdependencia entre los países en vías de desarrollo 
tanto en la dinámica de sus exportaciones como en las 
importaciones y, en ese sentido, deberemos colaborar acti- 
vamente para que este proceso se fortifique y se con- 
solide en el futuro. Una de nuestras metas debe ser, pues, 
la de transformar nuestra situación de dependencia uni- 
direccional en una situación creciente de interdependen- 
cia con toda una serie de países prolijamente seleccionados. 


En torno a ciertos aspectos de largo plazo de nuestro 
relacionamienio económico externo sería, a nuestro jui- 
cio, altamerte aconsejable la generación de consensos bá- 
sicos y duraderos, ya que en esta materia tan sensible y 
delicada la Rupública no puede cambiar de rumbo cada 
cinco años o tan siquiera exponerse al riesgo de hacerlo: 
no estaremos en condiciones de negociar legítimamente en 
nuestra máxima capacidad potencial si no hay cierta du- 
rabilidad en algunas propuestas que vayan más allá del 
mandato constitucional de un Presidente o de un deter- 
minado Gobierno. 


El comercio exterior ha sido esencial para nuestro 
país y seguirá siéndolo en la perspectiva de cualquier plan 
de desarrollo coherente y auténticamente nacional. El 
mercado externo será el destino de una parte importante 
áe nuestra producción y el exterior deberá actuar como 
proveedor de todos aquellos bienes que no estemos en 
condiciones de producir internamente. 


Pero si el país se decide a actuar en función de ob- 
jetivos verdaderamente nacionales, esa extroversión eco: 
nómica a la que nos vemos en buena medida obligados 
debería ser todo lo contrario de una política de apertura 
indiscriminada, sin ton ni son, como la que conoció nues- 
tro país durante la dictadura y que significó la ruina de 
tantos sectores productivos, 


Para un país pequeño parece en verdad difícil con- 
cebir ocurrencia más nefasta que un aperturismo neolibe- 
ral, como el que fuera aplicado entre nosotros con tan 
desvastadoras consecuencias en el pasado, y que en cier- 
tos aspectos sigue siendo un camino que aún no hemos 
abandonado del todo. 
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Una política nacional, en materia de comercio exte- 
rior sólo puede ser una política de participación altamen- 
te selectiva en el mercado mundial, que busque simultá- 
neamente una transformación del orden económico inter- 
nacional que nos permita obtener mayores ventajas rea- 
les de nuestra participación en el comercio mundial, 


Para que la apertura externa no beneficie antes que 
nada al extranjero y a los sectores internos ligados a los 
intereses extranjeros, como ya sucedió en el pasado, es 
imprescindible la planificación y la centralización del co- 
mercio exterior por parte del Estado. Los intercambios 
con el exterior —siendo tan decisivos para la República— 
no pueden ser el fruto de la improvisación ni pueden que- 
dar simplemente librados a la espontaneidad de los agen- 
tes económicos. El Estado debe coordinar eficazmente el 
esfuerzo exportador de la nación de forma programada y 
a partir de un proyecto de desarrollo realista y claro. 


Con un sistema de decisión descentralizado cualquier 
país pequeño se sitúa en una posición de negociación mu- 
cho menos ventajosa respecto a las presiones económicas 
que pueden ser ejercidas desde el extranjero. El manteni- 
miento de esa elasticidad y de esa flexibilidad —aue re- 
sultan ser atributos vitales para una economía pequeña— 
no es concebible si no es a partir de un sistema de deci- 
sión orgánico y centralizado. 


Parece evidente, señor Presidente, que una estrate- 
gla racional en materia de comercio exterior para cual- 
quier país de nuestras dimensiones debe orientarse nece- 
sariamente en el sentido de diversificar y, a la vez, de 
especializar, Esto significa simplemente que entre el uni- 
verso de posibilidades el país debe elegir que bienes debe 
producir prioritariamente, cómo hacerlo a quiénes vender- 
los y asumir la necesidad de prepararse tecnológicamente 
e institucionalmente para ello. 


Naturalmente, esta selección no se formula en el aire; 
Uruguay cuenta, a nuestro juicio, con elementos para ejer- 
citarla. Cualquier propuesta debe partir del supuesto de 
que el país dispone de una capacidad de respuesta produc- 
tiva, la que tendrá que liberarse a través de las políticas 
macroeconómicas correspondientes y de la enérgica ac- 
ción del Estado en la definición clera de las políticas sec- 
toriales. 


Desde este punto de partida es que se presenta la 
exigencia de la especialización. Esta debe ser ejercitada 
fundamentalmente, como decíamos, en las potencialidades 
naturales del país, Pcro no se puede producir de cualquier 
manera. A partir de esta capacidad de producir textiles, 
productos de cuero, cárnicos y agricolas, es preciso defi- 
nir con mayor claridad aquellas ramas en que la especia- 
lización debe efectuarse, así como orientar y apoyar nue- 
vos proyectos e ideas. En todo este procesa de discusión, 
selección e impulso estamos convencidos de que la Corpo- 
ración para el Desarrollo jugará un hito histórico en la 
reconstrucción del nuevo Uruguay y por eso alentamos 
con entusiasmo su rápida puesta en funcionamiento. 


Resulta fundamental tener estos aspectos sumamente 
en claro. Nuestro país reposa sobre una base agropecuaria 
que por mucho tiempo continuará siendo nuestro rasgo 
distintivo y nuestra vertiente esencial en la actividad eco- 
nómica. Pero debemos señalar que la dinámica económi- 
ca y tecnológica ha convertido las ventajas comparativas 
en algo no estático, en algo no inmutable sino en algo 
cambiante, dinámico, en algo aque puede ser destruido, 
fortalecido, creado o recreado mediante las políticas apro- 
pladas. 


Esto es lo que reclamamos para Uruguay: la con- 
ciencia de que ello ha ocurrido y está ocurriendo en el 
mundo y la adopción de decisiones para potenciar la pro- 
ducción nacional. 


Además de la especialización en productos, resulta 
de gran importancia que el país escoja los mercados a 
los que destinará su producción. Esta selección de merca- 
dos se realiza en dos sentidos. El primero está referido 
al tipo de producción a vender o, mejor dicho, a su calidad 
o cualidad. 
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En el comercio de bienes manufacturados, el mundo 
puede ser dividido esquemáticamente en cuatro grandes 
categorías de países: los que producen caro y bien, entre 
los que incluiríamos a los países desarrollados -——Estados 
Unidos, Canadá, y los países industrializados de Europa 
Occidental — los países que producen barato y mal, entre 
los que podemcs citar a los del bloque soviético y a la Re- 
pública Popular China. Tenemos los países que producen 
caro y mal, donde están la mayoría de los Estados del 
Tercer Mundo; y por fin el caso milagroso del único o 
hasta ahora casi único país que ha logrado producir ba- 
rato y bien, que es el Japón, milagro éste que paulatina- 
mente se ha ido extendiendo y expandiendo en toda la 
región del sudeste asiático, por lo que no parece dema- 
siado aventurado vaticinar que el centro dinámico de la 
economía mundial habrá de irse desplazando en las próxi- 
mas décadas hacia esa zona del mundo. 


El ejercicio de algunas de las mencionadas alternati- 
vas supone una selección de los mercados hacia los que 
se apunta, para que dependiendo de ello pueda darse la 
posibilidad de que Uruguay sea abastecedor de produe- 
tos de alta calidad a mercados exigentes y con poder de 
compra, o mejor dicho, a franjas de ciertos mercados de 
esas características o, de lo contrario, abastecedor de pro- 
ductos de mediocre realización para consumidores masi- 
vos. Creemos que en general la opción “caro y bien” es 
la que mejor se adapta a las posibilidades, condiciones y 
potenciales de un país como el nuestro, con su capacidad 
de producción reducida y, por lo tanto, con un nivel bajo 
de incidencia en los volúmenes de transacción interna- 
cionales, pero sin embargo, con una mano de obra bien 
preparada, Como no aceptamos ninguna “receta” que 
implique reducir el nivel de vida de nuestra población 
para exportar, ni creemos que Uruguay pueda producir 
masivamente para abastecer grandes mercados con pro- 
ductos de baja calidad, la opción de productos de calidad 
aparece como la única posible, realista o de futuro. Para 
que esto sea viable es preciso encontrar una combinación 
armónica y eficaz de necesidades y de posibilidades. Se 
trata de un cruzamiento entre lo que el mundo consume 
y demanda con tales características y lo que Uruguay 
está en condiciones de ofrecer. 


Identificada esa intersección, deberá darse luego una 
concentración de apoyo a los sectores indicados: tecnolo- 
gía, asistencia de diversa índole, que derive en una ma- 
yor producción especializada. 


El segundo sentido al que nos referíamos respecto 
a la selección de los mercados, es el de una clara defini- 
ción de cuáles son aquellos a los que el país debe dedicar 
una atención preferente. Sabemos que es muy difícil de- 
cir “éste interesa, aquél no”, sobre todo cuando nuestra 
pequeñez nos lleva a menudo a la necesidad de vender 
“donde se pueda y cuando se pueda”. Sin embargo, las 
intenciones de especialización deben ser coherentes con los 
mercados de destino de nuestras exportaciones. De lo 
que se trata, aun reconociendo las tremendas dificultades, 
es de procurar imprimir una cierta planificación a este 
sector tan importante. Teniendo en cuenta las condicio- 
nes prevalecientes en el mundo en materia económica y 
comercial, resulta claro que los mercados de exportación 
de Uruguay, se encuentran basicamente en Norteamérica, 
Europa Occidental y América del Sur. Si tuviéramos que 
precisar más, diríamos que no toda Europa Occidental ni 
toda América del Sur son buenos socios comerciales del 
Uruguay. Esto en cuanto a las zonas del mundo que rigen 
su comercio de forma más o menos libre, a pesar de nues- 
tra diaria contienda de intereses con ellos en muchos 
temas. 


Otra cosa son, los países que tienen como norma, orien- 
tar su comercio exterior sobre la base de la contrapartida. 


En los documentos del Acuerdo Nacional se expresó 
la voluntad de dotar al pais de la flexibilidad necesaria 
para adaptarse a las modalidades operativas de los mer- 
cados compradores y para utilizar —así dice el Acuerdo— 
mecanismos no convencionales de comercio. Una parte 
significativa del comercio mundial se canaliza por Ja via 
de operaciones de contrapartida en sus múltiples expre- 
siones y variantes: compensación, negocios triangulares, 

contracompra, recompra, etcétera. En el crecimiento de 
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este tipo de comercio ha influido la larga recesión en el 
uswundo desarrollado, el problema del endeudamiento ex- 
terno de los países en desarrollo y la consiguiente falta de 
liquidez. 


Uruguay tiene un altísimo porcentaje de su comercio 
exterior vinculado a operaciones de contrapartida; proba- 
blemente sea el país de América Latina que desarrolle la 
mayor proporción de sus negocios a través de estos meca- 
nismos. En esta materia creemos que debemos nuevamen- 
te combinar la teoría con el pragmatismo, las ideas con 
la realidad. Por un lado es ampliamente conocido que es- 
te tipo de comercio conlleva mayores costos y mayores 
riesgos, porque exige, a los efectos de funcionar armonio- 
samente, combinar los intereses de las dos partes que 
negocian, que ambas necesiten igualmente lo que adquie- 
ren y al precio que lo pagan. Como esto generalmente no 
es así —a veces es muy difícil que lo sea— los costos y 
los riesgos se incrementan. Además, cuando participa el 
Estado procurando hacer jugar su poder de compra, el 
tema se vuelve más difícil en tanto las transacciones pú- 
blicas deben ser transparentes y permitir que el Estado 
compre en condiciones adecuadas. Pero al mismo tiempo 
es válido que ese poder de compra sea utilizado como pa- 
lanca práctica para remover obstáculos de penetración a 
ciertos mercados. El caso del sector público uruguayo es 
claro, a nuestro juicio, ya que se trata de un importador 
de gran peso dentro de las importaciones globales, inelu- 
yendo el petróleo. Es válido, entonces, que convoquemos a 
una coordinación de los esfuerzos del sector público en su 
conjunto con las oficinas competentes, para orientar, bajo 
los mismos principios, el uso más cficiente y el máximo 
potencial de sus posibilidades, para hacer jugar ese poder 
de compra del Estado en beneficio de las negociaciones 
globales del país, 


Consideramos que sobre estas bases objetivas deben 
estudiarse las ofertas de contrapartida que se reciban, se- 
gún condiciones establecidas en los propios pliegos. En 
alguna oportunidad durante la hora previa, me he refe- 
rido a determinados pliegos y a propuestas concretas de 
algunos países, sobre todo de Europa Oriental. 


Este tema conduce necesariamente al de las relacio- 
nes comerciales con todos los paises del blogue socialisia 
de Europa Oriental, que son tradicionalmente comprado- 
res de materías primas como lanas, cueros o cítricos, y 
cuyos mercados no se abren para productos con mayor 
valor agregado, a menos que el negocio se haga en con- 
diciones de contrapartida, Parece evidente que si dispu- 
siéramos de una legislación más clara, se disiparian al- 
gunos de los problemas que se presentan en estos merca- 
dos, que son además casi exclusivos compradores de cier- 
tos productos de exportación, materias primas y produc- 
tos agrícolas uruguayos, para los cuales hemos encontra- 
do a veces serias dificultades de colocación en cl mercado 
internacional. 


Ello puede y debe hacerse razonablemente para casos 
claramente definidos, siempre que el dato inicial sea la 
necesidad real de lo que se compre, en condiciones com- 
petitivas y mediando la correspondiente autorización pre- 
supuestal. 


El poder de compra uruguayo es muy limitado; y 
limitado es por lo tanto, su poder negociador. Esto hace 
que deba ser utilizado, en consecuencia, de forma de ob- 
tener el mayor provecho posible, delimitando su monto y 
.icancc y definiendo claramente hacia qué productos y 
mercados deberá orientarse y en qué casos deberán utili- 
zarse estos mecanismos. 


En el Acuerdo Nacional se señalaba también la ne- 
cesidad de avanzar en el estudio de la legislación sobre 
compañías y consorcios de exportación —lo que en el 
lenguaje internacional se conoce con el nombre de “tra- 
dings”— como elementos que puedan contribuir a dinami- 
zar el comercio externo. Nos interesa particularmente pro- 
mover el estudio y la discusión de la eventual participa- 
ción del Estado en este ámbito, tema que ya es una rea- 
lidad en Brasil desde hace algunos años y que se está 
explorando desde hace poco en Argentina. Pensamos, por 
ejemplo, en una compañía de comercialización con par- 
ticipación estatal mixta, cuya finalidad fundamental sea 
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la de propiciar y hacer factibles operaciones que por di- 
versas razones el sector privado no estaría en condicio- 
nes de abordar en exclusividad. No estamos pensando, 
obviamente, en una nueva oficina pública sino en una em- 
presa fuerte, especializada en situaciones particulares, en 
la que la función del Estado sea principalmente la de 
actuar como un factor catalizador, la de compatibilizar 
y abrir camino para la oferta privada. Creemos que esto 
debe ser discutido con urgencia, lo mismo que su even- 
tual marco jurídico. Pienso que deberiamos legislar so: 
bre este tema, para dar así cumplimiento a lo acordado 
en el marco del Acuerdo Nacional. 


En lo que tiene que ver con los problemas de orga- 
nización y de dirección, nuestro país —y esto también 
lo hemos dicho reiteradas veces— no cuenta al presente 
con un ámbito nacional adecuado para un manejo optimo 
de su comercio exterior, tal como debería ser encarado en 
esta etapa de la vida nacional. 


Hoy, la Dirección de Comercio Exterior es una depen- 
dencia del Ministerio e Economía y Finanzas y ejerce 
dichas funciones parciaimunte, ya que orienta su trabajo 
a la promoción de las exportaciones y a las negociaciones. 
Pero además hay otras oficinas que a veces coliden, se 
superponen, e inciden en el comercio exterior, como por 
ejemplo la DINACOPRIN y la Dirección Nacional de 
Aduanas, Fuera de la órbita del Ministerio de Economía 
y Finanzas —en la del Ministerlo de Relaciones Exteriores 
se encuentra la Dirección de Asuntos Económicos 1n- 
ternacionales, que ha realizado los estudios que he citado 
en mi exposición. Actualmente, está estudiando los perti- 
les de nuestra oferta, las posibilidadez de nuestros mer- 
cados, etcétera. 'Tenemos una representación ante ALADI: 
incide también el Banco de la República y el Instituto Na- 
cional de Carnes. 


Nuestra preccupación por estas superposiciones de 
tantas instituciones públicas y semipúblicas no es nue- 
va, pero sí renovada, y queríamos destacarlo en el marco 
de esta exposición. 


Ea este tema, existen varias posibilidades y opciores, 
todas ellas atendibles, que tienen sus ventajas e incon- 
venientes y que, seguramente, los técnicos podrán ana- 
lizar con mejor precisión. Una de ellas puede ser la de 
mantener la situación actual con una mayor integración 
operativa en cuanto a la relación que debe establecerse 

entie los Ministerios de Economía y Finanzas y de Rela- 
siones Exteriores; también, podría pensarse en la crea- 
ción de una Comisión Interministerial, con una secretaría 
ejecutiva a cargo de uno uy otro Ministerio; o la creación 
de un Ministerio de Comercio Exterior, posibilidad que ya 
ha sido manejada y discutida; o la creación de un ins- 
tituto con rango de Secretaría de Estado, dando eventual 
partici ipación al sector privado, experiencia que han hecho 
otros países que tienen características similares al nues- 
tro, obteniendo provechosos resultados; ya sea, quizás la 
integración de la Dirección de Comercio Exterior a la 
órbita del finisterio de Relaciones Exteriores centra'izán- 
dose altí toda la política de comercialización de la Repú- 
blica; o una combinación de algunas de estas opciones y 
alternativas. 


Lo que cn todo caso párece imprescindible e impos: 
tergable, es modificar el actual esquema institucional, pro- 
curando una mayor racionalidad y coordinación, buscan: 
do institucionalizar un organismo de peso político inter- 
no, reconocimiento técnico y de idoneidad para la formula- 
ción y ejecución de las políticas comerciales de la Repú- 
blica. 


Nuestra particular visión de la política exterior y de 
la política comercial, como “dos caras de una misma mo- 
neda” —concepto que hemos reiterado en varias oportu- 
nidades— y nuestra convicción, avalada por la experiencia 
de que las relaciones políticas pueden influir decisivamen- 
te en las decisiones económicas externas, nos inclinan a 
privilegiar —esta es uba opinión en este debate incon- 
cluso— una solución que tienda a centralizar nuestro co- 
mercio exterior en su ámbito a nuestro juicio natural que 
es el Ministerio de Relaciones Exteriores, para lo cual se- 
ría menester dotar a la Cancillería de mayores medios y 
más amplios recursos. 
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Señor Presidente: hasta aquí hemos reflexionado re- 
curriendo en gran medida a la experiencia comparada acer- 
ca de una serie de pautas estratégicas a través de las cua- 
les un país pequeño como el nuestro, podría aumentar sus 
márgenes de autonomía y prosperidad en un mundo que 
— aunque resulte duro reconocerlo— no parece encami- 
narse hacia modelos de relacionamiento más cooperativos 
ni solidarios sino que, por el contrario, se dirige hacia for- 
mas de competencia aún más tramposas, crueles y des- 
piadadas. 


Uruguay, que puede tener múltiples opciones menos 
la de retrotraerse y aislarse del mundo, debe desarrollar 
todo su ingenio, concentrando sus mejores energías y su 
voluntad en torno a una serie de objetivos nacionales cla- 
ros, si es que en verdad pretende recorrer con éxito el ya 
corto camino que le queda antes de ingresar en el próximo 
siglo. 


Los desafíos son enormes, sin duda, pero hay algunos 
datos que nos permiten ser optimistas. Los orientales, en 
estos duros años de lucha contra la dictadura, hemos da- 
do muestras singulares de madurez y de un extraordina- 
rio poder de imaginación, de renovación, de creatividad y 
de cambio, Es obvio que a lo largo de estos doce oscuros 
años hemos perdido muchas cosas, pero también es cierto 
que hemos ganado en lucidez en madurez y en experien- 
cía: ya que no nos sentimos ajenos como antes al resto 
del drama histórico latinoamericano. 


Junto con la democracia, nuestra sociedad ha logra- 
do recuperar una serie de consensos básicos, sin Jos cuales 
no sería posible concebir el futuro. Quizás estemos asis- 
tiendo al fín de un prolongado paréntesis histórico que 
se abre allá por los años 50: el de Uruguay, que habiendo 
perdido su tradicional funcionalidad internacional, no 
acierta a redefinir su lugar en el mundo, un Uruguay de- 
sorientado, perplejo, que navega como a la deriva, sin 
brújula ni timonel, por esas temibles aguas internacio- 
nales. 


Parece estar llegando la hora de apuntar con deci- 
sión hacia el objetivo estratégico en materia de comercio 
exterior, sin el cual todos los esfuerzos se vuelven a la 
iarga efímeros y se condenan inevitablemente al fracaso. 
Dicho objetivo consiste en hacer que nuestro comercio 
exterior se convierta en comercio interior, y la única 
posibilidad de que lo externo se nos vuelva interno, es la 
integración de nuestra economía en un vasto mercado 
regional y latinoamericano. Dejaríamos, entonces, de ser 
pequeños para pasar a ser grandes, Lo externo no comen- 
zaría como ahora, a partir del río Uruguay o del río Cua- 
reim, sino que comenzaría a partir del Río Grande por 
el norte, de la Patagonia por el sur, y a nuestros lados 
por los límites oceánicos. 


El Estado Oriental, por su ubicación geopolítica, es 
una de las claves de la unidad latinoamericana. 


Digo, señor Presidente, como nacionalista, como blan- 
co, que xo seríamos dignos herederos de la tradición fe- 
deral de Artigas, de Oribe, de Leandro Gómez ni de Sa- 
ravia, si tuviéramos algún empacho en decir que los 
acuerdos alcanzados en el campo de la integración con Ar- 
gentina, con Brasil y con México, constituyen, de lejos, 
los mayores logros estratégicos del actual gobierno demo- 
crático, 


Aunque los resultados puedan parecer aún un poco 
magros en sus aspectos estrictamente comerciales, son 
erandes por sus proyecciones de futuro y por su significa- 
do histórico. 


En lo que tiene que ver con Argentina, nuestras ex- 
portaciones realizadas dentro del marco del Convenio Ar- 
gentino- Uruguayo de Cooperación Económica (CAUCE), 
registraron durante el primer cuatrimestre del ejercicio, 
un incremento del 33.6% en comparación con el mismo 
período del año 1985. Hay que hacer ahora, naturalmente, 
todos los esfuerzos para eliminar las trabas que impiden 
una utilización verdaderamente dinámica de los mecanis- 
mos institutidos por los acuerdos de Colonia, 


El Protocolo de Expansión Comercial (PEC) ha ser- 
vido de marco a un incremento del 215% en nuestro co- 
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mercio con Brasil durante los cuatro primeros meses del 
presente Ejercicio, en comparación con igual período del 
año pasado y será necesario seguir impulsando estos in- 
tereambios. 


El Acuerdo de Complementación Económica suscrito 
el pasado 7 de mayo, durante la visita del Presidente 
Sanguinetti a México -——en esa oportunidad, tuve el ho- 
nor de integrar la delegación— fue, sin duda, uno de los 
convenios más ambiciosos que haya firmado la República, 
abriéndonos las puertas a un mercado de 90.000.000 de 
habitantes y representando un desafio para los sectores 
productivos y para el empresariado nacional. 


Si el señor Presidente me permite, debo decir que ai 
respecto formulé un pormenorizado informe ante la Co- 
misión de Asuntos Internacionales de este Cuerpo sobre 
estos Convenios que, por supuesto, está a disposición de 
los señores senadores que quieran profundizar en el tema. 
(Repartido N% 100 del año 1986). 


Estos Convenios logran que sólo un número reducido 
de productos considerados críticos, queden excluidos de la 
desgravación arancelaria. México pone sobre la mesa 
para que ingresen, en un régimen de preferencia arance- 
laria de un 100%, el universo de los productos. 


Creemos, señor Presidente, que es menester seguir 
recorriendo estos caminos integracionistas con determina- 
ción y con audacia, plenamente concientes de que es por 
ellos que podremos alcanzar un futuro capaz de asegurar 
y mantener la dignidad y el bienestar de nuestro pueblo. 


En una última reflexión, deseo señalar que los de- 
rroteros de la historia son a menudo insólitos e inespera- 
dos. Asi, por ejemplo, lo que no pudo Artigas, que murió 
en el Paraguay asistiendo impotente al más pavoroso fra- 
caso de su proyecto federal, lo están pudiendo ahora los 
fangos que deposita incansablemente el Paraná en el Río 
de la Plata. El Puerto de Buenos Aires se hunde en el 
barro y Montevideo parece convertirse en el natural puer- 
to de acceso y salida de la Cuenca del Plata. 


Este es un hecho de enormes consecuencias históricas 
para el país, El Uruguay se transforma así en la puerta 
atlántica del Cono Sur. Creemos que no pasará mucho 
tiempo antes de aue nos encontremos proyectando seria- 
mente un puerto de aguas profundas en nuestra costa 
atlántica. 


Gracias a nuestra particularísima situación geopolítica 

la historia nos reserva una misión sin duda trascendente, 
a condición de que sepamos reconocería y aprovecharla. 
Uruguay puede y debe convertirse en un lugar por exce- 
lencia de encuentro, de interacción y de intercambio la- 
tinoamericano, tanto en el campo político como en el 
comercial, afirmándose como un gran proveedor de ser- 
vicios para toda la región del Plata. 


Para ello —y termino, señor Presidente— creo que 
debemos forjar las elementales solidaridades domésticas, 
sin las cuales la formulación de cualquier proyecto pro- 
ductivo o exportador se transforma en un ejercicio retó- 
vico y vano. La hiper conflictividad social que tan graye- 
mente afecta nuestro comercio y la competitividad de 
nuestros productos no se verá atenuada con emotivos lla- 
mados recíprocos a la concordia y a la tolerancia. 


El indispensable clima de armonía interna, tan esen- 
cial para el florecimiento tanto de nuestra economía, co- 
mo de nuestro comercio exterior, sólo podrá ser el resul- 
tado de estructuras productivas y formas de relaciona- 
miento social maduras, justas y solidarias, a través de las 
cuales todos los orientales se sientan a la vez responsables 
y partícipes del esfuerzo nacional, pero también -—y en 
igual medida— dueños todos juntos de sus frutos y de 
sus resultados. 


Me excuso, señor Presidente, por haber abusado del 
tiempo del Senado. Formulo moción para que la versión 
taquigráfica de mis palabras sea enviada a los Ministe- 
rios de Economía y Finanzas y de Relaciones Exteriores, 
a la Dirección de Comercio Exterior y a la Dirección de 
Asuntos Económicos Internacionales de la Cancillería. 
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Muchas gracias. 
SEÑOR SINGER, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — Yo no había hablado con el se- 
ñor senador Ferreia sobre el contenido de su exposición. 
sido Que simplemente ví el titulo del teraa en el orden úsi 
día de la sesión de hoy. 


Me parece que este asunto que él ha considerado es 
uno de los grandes temas que el país debe estudiar en 
profundidad. El señor senador ha tocado una serie de 
puntos importantes y así, improvisadamente, yo no me 
siento en condiciones de analizarlos, como creo debería 
hacerse por parte de todos nosotros. 


El tema del comercio exterior es también el tema del 
desarrollo del país, ya que éste no puede desarrollarse de 
cara a sus fronteras interiores, o sea a sus 3:000.000 de 
habitantes. Las experiencias realizadas aquí y en otras 
partes en ese sentido, nan sido infructuosas, han fraca- 
sado y, por lo tanto, me parece que hoy existe una clara 
conciencia de que nuestro país no tiene otro camino para 
alcanzar su desarrollo económico y, por lo tanto, su de- 
sarrollo dirigido a una justicia social, que la apertura hacia 
el exterior. 


Desgraciadamente, durante el régimen de facto sufri- 
mos una inversión de la apertura hacia el exterior. Este 
término también fue manejado por los gobernantes y sus 
asesores económicos de entonces, pero fue una apertura 
a la inversa, Es decir, el país se abrió hacia el exterior, 
para ser un mercado de puertas abiertas al que cualquier 
otra nación del mundo podía venir a vender lo que se 
le ocurriera, en las condiciones más favorables que se 
puedan imaginar mientras, por otro lado, aquellos que 
tenían potencial exportador veian progresivamente incre- 
mentados todos los obstáculos y las trabas que se pueda 
imaginar. Así el país pagó las consecuercias en la forma 
que todos conocemos. 


Pienso, señor Presidente, que lo primero que tenemos 
que tener claro en esta materia, es que la filosofía que 
fundamentó ese proceso responde a una vieja mentalidad 
anti-industrlalista que, desgraciadamente, aún sigue pre- 
dominando en vastos sectores de la sociedad uruguaya. 
Tan cierto es ello, señor Presidente, que me permito po- 
ner el acento sobre algo que muchas veces se nos escapa. 
En efecto, aquí se insiste en que Ja apertura al exterior 
debe realizarse sobre la base de la materia prima nacio- 
nal. Por tanto, la clave de la exportación, del desarrollo 
hacia afuera, es dicha materia prima nacional, 0 sea lo 
que suministra la agropecuaria, porque otra producción 
nacional no tenemos. No contamos con minerales en abun- 
dancia vi con ninguna otra materia prima que aquella 
que emerge de la explotación del campo. 


Creo, señor Presidente, que esta es una de las gran- 
des falsedades de las que considero necesario que el país 
tome conciencia. Y digo esto porque hemos visto que en 
todas partes del mundo donde se actúa en base a una 
programación adecuada que conduzca a un desarrollo ace- 
lerado del país a través de un rápido desenvolvimiento del 
comercio exterior por vía de las exportaciones, se tra- 
baja en base a materia prima importada, ¿Qué materia 
prima ticne Corea? No dispone de ella y por eso la im- 
porta, incorporándole mano de obra y tecnología nacio- 
nales, para después exportar. 


¿Y qué materia prima tiene Japón, que es el ejemplo 
más elocuente en este sentido? Ninguna, Toda la impor- 
ta, ya sea combustible como minerales; y recorre todo el 
mundo para abastecerse de materia prima, a fin de dar 
trabajo a sus Obreros y a sus empresas. Y con ese sistema 
se ha convertido en la segunda potencia industrial del 
planeta. Y podriamos continuar dando ejemplos tales co: 
mo el de la República de China, Taiwan, el de Singapur. 
Incluso podríamos citar a los suizos, para poner un ejem- 
plo tradicional de Europa, ya que también son grandes ex- 
portadores en base a materia prima importada. 
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Sin embargo, los que trabajan en nuestro país con 
materia prima importada para la exportación, son preci- 
samente los que más impuestos están pagando. Aportan 
durante dos etapas: en la de la importación, porque aun: 
que traigan la materia prima en admisión temporaria, 
ese régimen tiene un costo del Banco de la República, 
de operaciones cambiarias en los bancos, del Laboratorio 
Tecnológico, etcétera. Y después estos mismos costos se 
repiten en la etapa de la exportación. 


Días pasados me decía un empresario que exporta, pro- 
ductos elaborados con materia prima importada, que en 
conjunto está pagando el 17.5% por concepto de tasas e 
impuestos que gravan el producto que exporta. O sea que 
es un exportador de impuestos. 


Aquí, señor Presidente, todavía no hemos aprendido 
que podemos exportar muchas cosas, salvo impuestos, Y 
Brasil es un buen ejemplo no lejos de nuestro país, don- 
de podemos aprender cómo se debe trabajar para fomen- 
tar las exportaciones. 


Creo que hay un gran tema que deberemos abordar 
en la Comisión de Asuntos Internacionales con la presen: 
cia del señor Ministro de Relaciones Exteriores. Yo me 
proponía realizar un planteamiento en la próxima sesión 
de la Comisión, con la finalidad de invitar al señor Minis- 
tro para trabatar juntos sobre la Conferencia del GATT 
que se va a llevar a cabo en nuestro país. 


Creo que allí Uruguay, el continente entero se juega 
una parada muy importante. Además en materia de in- 
tegración política del continente tendremos que esforzar- 
nos al máximo para asegurar que exista una política uni- 
da y coherente como forma de defendernos de lo que ha 
sido una continua agresión para el mundo subdesarrolla- 
do o el mundo en vías de desarrollo y, particularmente, 
para toda el área latinoamericana. 


Creo que todas las disposiciones del GATT han sido 
elaboradas por las grandes potencias del mundo, ponien- 
do en funcionamiento los mecanismos de un organismo in- 
ternacional precisamente dirigido a impedir el desarrollo 
exportador de las áreas sub-desarrolladas. Esto hay que 
denunciarlo y digo que debe ser hecho con vehemencia 
y con claridad. Este es uno de los grandes temas políticos 
del planeta y vamos a tener que jugarnos totalmente en 
esta instancia, porque es crucial para el destino del mun- 
do y, particularmente para el nuestro. 


El señor senador Ferreira también ha incursionado en 
Otros temas como, por ejemplo, lo que tiene que ver con 
la integración de América Latina, tema en el que tam- 
bién habíamos manifestado nuestra preocupación el año 
pasado porque es un desafío que nos viene de lejos y que 
nos plantea el futuro. 


América Latina sigue importardo, por ejemplo pro- 
ductos del agro de otras áreas del mundo aue vienen sub- 
sidiados. Lo que ocurre es que cada país, independiente- 
mente. sale a comprarle. a Nueva Zelandia, a Arstralia. a 
Estados Unidos o la Comunidad Europea porque le sale 
más barato, 


En esta materia, reiterando un concepto ya demasia- 
do manido, digo que estamos exactamente igual que en la 
etapa de la colonización, cuando a los primeros habitan- 
tes de este continente, se les cambiaban espejitos por oro. 


Por supuesto, lo que ocurre es que a los países se 
les ofrece mercaderías subsidiadas más baratas y, enton- 
ces cada uno en forma separada -—y hago alusión al viejo 
concepto de los latinos que reza “divide y reinarás”— 
sigue comprando a otras áreas del mundo lo que se puede 
producir en nuestro continente. Por lo tanto, teniendo en 
Cuenta esto, nuestras posibilidades de desarrollo están ab- 
solutamente bloqueadas. Si no logramos romper ese blo- 
queo para tomar conciencia de que debemos comprarnos 
entre nosotros —aunque en la primera etapa, resulte más 
caro— no vamos a salir del sub-desarrollo. 


Si esto, que no se trata de un problema de capitalis- 
mo, de comunismo, de socialismo o de liberalismo, sino 
de un concepto de política nacional al servicio de los in- 
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tereses de cada país no lo logramos hacer comprender 
en todo el área del continente, estamos absolutamente cox- 
denados. En consecuencia, seguiremos bloqueados y Aus- 
tralia, Nueva Zelanda, Estados Unidos y Europa, nos se- 
guirán vendiendo productos del agro subsidiados y se los 
seguiremos comprando, pensando que hacemos un buen 
negocio porque nos venden más barato, De esta manera, 
el desarrollo de nuestro país, repito, está absolutamente 
condenado. 


Deseaba hacer estas improvisadas manifestaciones 
porque consideré importante no dejar pasar por alto la 
exposición verdaderamente trascendente que ha realizado 
el señor senador Ferreira sobre un tema que importa al 
destino del país. Me permitiría agregar que la versión 
tacuigráfica de sus palabras -——como documento de tra- 
bajo— pasara, también, a la Comisión de Asuntos Inter- 
racionales del Senado porque entiendo que es un material 
con el que debemos contar diariamente, máxime, cuando 
estamos ante uno de los grandes temas a que se enfrenta 
la humanidad y, particularmente nuestros países en la 
próxima conferencia del GATT. 


En dicha oportunidad nuestra Comisión de Asuntos 
Internacionales tiene la obligación de intervenir activa- 
mente en defensa de los intereses del continente y de nues- 
tro propio pais. 


SEÑOR MEDEROS. — Pido la velabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MEDEROS, — Señor Presidente: voy a des- 
tacar un aspecto que abordó, casi al final, el estimado 
señor senador Ferreira en su brillante exposición. 


Me refiero, concretamente, a la mención que hizo de 
ias posibilidades que puede brindar el puerto de Mon- 
tevideo, como un gran puerto del sur, a fin de que pueda 
ser utilizado por Paraguay, Bolivia y, fundamentalmen- 
te, por Argentina. 


Personalmente, señor Presidente, y con la historia de 
por medio, no me hago muchas ilusiones. 


Todos los señores senadores sabon que desde nues- 
tros orígenes coloniales se planteó la vieja lucha de puer- 
tos, con nuestros hermanos argentinos, Además, en el 
origen de nuestra nacionalidad, ese fenómeno jugó un pa- 
pel importantísimo en la creación de nuestra individuali- 
dad como pueblo. 


En el Tratado de Colonia, se discutió el problema por- 
tuario del Río de la Plata, sin que el hecho quedara de- 
finitivamente aclarado, 


He escuchado al señor Director de la Administración 
Nacional de Puertos, ingeniero Serrato, y también varias 
alocuciones del Ministro de Transporte y Obras Públicas, 
señor Jorge Sanguinetti, quienes hacian referencia a las 
posibilidades, presentes y futuras, del Puerto de Monte- 
video, debido al fenómeno de la progresiva inutilización 
por la acumulación de limo, del Puerto de Buenos Aires, 
además, de lo oneroso que es para la nación argentina 
martener los canales navegables. Esto nos haría pensar 
en la posibilidad de la utilización del Puerto de Monte- 
video. Inclusive con este hecho se relaciona la eventual 
construcción de un puente que una a Jas ciudades de Bue- 
nos Aires y Colonia. 


Desde mi punto de vista todo esto no lo veo ni cer- 
cano ni lejano. 


Tenemos un Tratado del Rio de la Plata que en al- 
gunos aspectos, si yo hubiera sido legislador en el mo- 
mento de su ratificación, no lo hubiera votado porque, al 
país le ha cercenado parte del mismo y la solución defi- 
nitiva no nos favorece. 


Existe frente al Puerto de Montevideo, una zona 
indefinida llamada Alfa. En ese lugar los argentinos han 
establecido en forma permanente uno o dos navíos, y a 
través de los mismos se realizan los llamados alijes y se 
descargan los contenedores, que luego son transportados 
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a Buenos Aires a través de barcazas. Esto, señor Presi- 
dente, nos perjudica y debemos tener mucho cuidado 
para que nuestros hermanos argentinos no terminen fijan- 
do uno de esos barcos en ese lugar y, en consecuencia, 
instalando un puerto permanente frente a Montevideo, 
con lo cual solucionarían el problema que tienen con 
el suyo. 


En este aspecto, señor Presidente, nuestra Marina 
debe cumplir una labor muy especial de vigilancia para 
impedir, de esa manera, que €se navío argentino que 
está permanentemente en medio del Río de la Plata, se 
transforme en un puerto frente al de Montevideo. 


Hemos conversado con algunas personas conocedoras 
de este asunto —entre ellas, argentinos ilustres— que nos 
han dicho categóricamente que el Puerto de Montevideo 
nunca podrá ser un puerto argentino. Y que ese país 
debe buscar una solución argentina. Se habla de un 
puerto atlántico que quedaría muy lejos, o de la posibili- 
dad —casi cierta— de que en la “zona alfa” se termine 
fijando un gran barco para que haga de receptor de los 
contenedores y donde se puedan realizar los alijes, como 
se opera en estos momentos. 


Nos consta que nuestra Marina está vigilante, pero 
más aún debe estarlo la Comisión Mixta de Administra- 
ción del Río de la Plata. 


Somos poco optimistas, tanto en la realización del 
puente Buenos Aires-Colonia, como de que Montevideo 
pueda transformarse en el puerto del Cono Sur, para que 
sea utilizado, fundamentalmente, por nuestros hermanos 
argentinos, porque sabemos cómo se mueven ellos —y 
cómo lo han hecho a través de la historia— así como 
también una parte importante de sus Fuerzas Armadas, 
especialmente la Marina. 


Eso es lo que queríamos expresar, con el fin de dejar 
planteadas nuestras reservas con respecto a este tema. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración la mo- 
ción presentada por el señor senador Ferreira para que 
la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas so- 
bre este tema, se pase a los Ministerios de Economía y 
Finanzas y de Relaciones Exteriores, y a las Direcciones 
del Comercio Exterior y de Relaciones Económicas de la 
Cancillería, asi como también a la Comisión de Asuntos 
Internacionales del Senado. 


Si no se observa, se va a votar. 
(Se vota:) 


—-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10 SOLICITUD DE VENIA DEL 
PODER EJECUTIVO PARA 
CONFEFIR ASCENSOS MILITARES 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Senado pasa a conside- 
rar el asunto que figura en segundo lugar del orden del 
día: “Proyecto de resolución relacionado con el Mensaje 
del Poder Ejecutivo por el que solicita venia para confe- 
rir Jos ascensos al Grado de Coronel del Ejército, con fe- 
cha 1% de febrero de 1988, a varios Tenientes Coroncles, 
(Carp. N* 468/86. Rep. N* 41/86)”. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, -— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Señor Presidente: No sé 
si éste es el momento para formular una moción. 


En nombre de nuestro sector, y a los efectos de obte- 
ner mayores antecedentes sobre el tema que va a estar 
a consideración del Senado, formulo moción para que se 
aplace hasta la primera sesión ordinaria del mes de julio. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración la mo- 
ción formulada, 


Si no se observa, se va a votar. 
(Se vota:) 
—23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) COMISIONES INVESTIGADORAS. 
Sus facultades y poderes. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- El Senado pasa a conside: 
rar el asunto que figura en tercer término del orden del 
día: “Proyecto de ley por el que se establecen las facul- 
tades y poderes que tendrán las Comisiones Investigado- 
ras previstas por el artículo 120 de la Constitución de la 
República. (Carp. N? 272/85. Rep. N* 26/86)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N? 272/85 
Rep. N* 26/86 
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La Cámara de Representantes en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente Proyecto de Ley: 


Artículo 12 — Las Comisiones Investigadoras a que 
se refiere el artículo 120 de la Constitución, tienen am- 
plias facultades y poderes para el cumplimiento de los co- 
metidos que específicamente les son asignados por la re- 
solución que dispone su creación. 


Art. 22 — Estas están especialmente facultadas para: 


A) Requerir de los organismos públicos centralizados, 
descentralizados, autónomos y municipales, los ante- 
cedentes documentales o expedientes, así como toda 
información necesaria a los fines de la investigación. 


B) Requerir o disponer, en su caso, de particulares, esta- 
blecimientos industriales, comerciales y bancarios, 
públicos o privados, de cualquier clase, la informa- 
ción, inspección, pericia o incautación de toda clase 
de documentación considerada de interés para la in- 
vestigación, Si éstos no fueran facilitados por sus 
propietarios o tenedores, podrán recurrir al Juez com- 
petente, el que dispondrá lo conveniente en el tér- 
mino de veinticuatro horas. 


Si el Juzgado, sin causa justificada, no se pro- 
nunciara en el plazo indicado, o no le diera curso, acu 
dirá ante la Suprema Corte de Justicia, la que den- 
tro del tercer día adoptará resolución. 


C) Solicitar la separación preventiva de jerarcas mien- 
tras dure la investigación. 


D) Requerir del Juez competente allanamientos, a los 
fines que se le cometieran. 


E) Ordenar pericias, pudiendo disponer la contratación 
de expertos si se estimare conveniente. 


F) Disponer la comparecencia y declaración obligatoria 
de testigos, con el auxilio de la fuerza pública si fue- 
ra necesario. 


G) Solicitar a la autoridad competente, hasta tanto se 
diligenciaren sus cometidos, que se impida el aban- 
dono del país por parte de aquellas personas que de- 
ban ser llamadas a la Comisión. 


H) Requerir al Juzgado competente, la comparecencia 
de testigos legalmente presos o detenidos. 


D Constituir despacho fuera del territorio nacional. 


Art. 32 — Quienes declararen como testigos ante las 
Comisiones Investigadoras, quienes actuaren como técni- 
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cos o peritos y quienes aportaren documentación o infor- 
mación a la indagatoria quedarán exonerados de toda 
responsabilidad civil o criminal por sus declaraciones, in- 
formes y aportaciones pudiendo disponerse las medidas 
de amparo o protección pertinentes para el caso de pre- 
sunción o evidencia de que se les hará objeto de repre- 
salias. Se exceptúan de la exoneración expresada los 
casos en que el suministro de información o documentos 
y el contenido de las declaraciones e informes revelen 
objetivos o intenciones ajenos a la investigación y desti- 
nados a causar perjuicios a terceros. 


Art. 42 — El que llamado por la Comisión Investi- 
gadora en calidad de testigo, perito o intérprete, con un 
falso pretexto se abstenga de comparecer y el que ha- 
llándose presente se rehúse a prestar su concurso, será 
castigado con uno a tres meses de prisión. 


Art. 59 — El testigo que afirmase lo falso, negare lo 
verdadero u ocultare todo o parte de la verdad, o el peri- 
to o intérprete que falseare u omitiere su dictamen, se- 
rán pasibles de la pena de tres meses de prisión a dos 
años de penitenciaría. 


Art. 62 -— Incurrirá en el delito de desacato el par- 
ticular que de cualquier manera obstruyere la actividad 
de la Comisión. 


Art, 7% — El funcionario público que requerido por 
la Comisión Investigadora, diere informaciones falsas en 
todo o en parte, ocultare documentos o estorbare de cual- 
quier manera las indagaciones decretadas, será castigado 
con tres meses de prisión a dos años de penitenciaria e 
inhabilitación especial por el término de seis meses a dos 
años. 


Art. 82 — El funcionario público que sin causa jus- 
tificada no presentare el concurso que solicitare la Comi- 
sión Investigadora será castigado con uno a tres meses 
de prisión e inhabilitación especial por el término de seis 
meses a dos años, 


Art. 929 — En los casos de los artículos 4% a 8% o 
cuando se tuviere por parte de la Comisión Investigadora 
la presunción de delito, se dará cuenta inmediata al Juez 
competente. 


Art. 10. — Mientras dure el mandato de la Comisión 
Investigadora, interrúmpense todos los términos fijados 
por las leyes y reglamentos para la prescripción de la 
acción del Estado para reclamar el reintegro de derechos. 


Art. 11. — Una vez clausurados los procedimientos, y 
antes de emitir informe, la Comisión dará vista de sus 
actuaciones a los expresamente imputados, para que, 
con plazo de veinte días a contar del siguiente al de su 
notificación personal, produzcan sus descargos. Para ello 
dispondrán en la Sala de la Comisión, de todos los ante- 
cedentes, pudiendo ser asistidos por letrados. 


Art. 12, — Las actuaciones de la Comisión serán se- 
eretas hasta producido el informe final, o transcurridos 
treinta días del vencimiento del plazo dispuesto para ello. 

Durante ese lapso, los miembros de la Comisión y 
funcionarios actuantes, deberán guardar reserva respecto 
de dichas actuaciones. 

Art. 13. — Las comunicaciones a que se refieren las 
disposiciones precedentes, serán cursadas por la Presi- 
dencia de la Cámara respectiva, inmediatamente de dis- 
puestas por la Comisión Investigadora. 


Art, 14. — Comuníquese, etc. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 


en Montevideo, a 10 de julio de 1985. 


Antonio Marchesano, Presidente. 


Réetor S. Clavijo, Secretario. 
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PROYECTO DE LEY 
CAPITULO I 
De su naturaleza jurídica y su clasificación 


Artículo 19 — Las comisiones parlamentarias son ór- 
ganos pluripersonales, previstos por la Constitución, la 
ley o el reglamento interno del Cuerpo designante, cuyo 
cometido genérico es asescrarlo en el ejercicio de sus 
poderes jurídicos de legislación, de control administrativo 
o de administración interna, 


Art. 22 — Las comisiones parlamentarias son de cua 
tro clases: 


a) permanentes; 

b) especiales; 

c) de investigación; 

d) para suministrar datos con fines legislativos, 


Art. 32 — Las comisiones permanentes y las comisio- 
nes especiales tienen la integración y las atribuciones de- 
terminadas por el reglamento interno del Cuerpo desig- 
nante. Las primeras cumplen sus funciones durante toda 
la legislatura en que son designadas. Las segundas cesan 
al dar cumplimiento al cometido específico que determi- 
na su designación, 


Art, 42 — Las comisiones permanentes cumplen fun- 
ciones de asesoramiento continuado al órgano a que per- 
tenecen, y en determinadas materias, en el ejercicio de 
sus poderes jurídicos de legislación, de control adminis- 
trativo o de administración interna. 


Art. 52 — Las comisiones especiales cumplen funcio- 
nes de asesoramiento al órgano a que pertenecen en un 
asunto determinado de legislación, de control administra- 
tivo o de administración interna. 


Art. 6% — Las comisiones de investigación asesoran 
al órgano a que pertenecen, tanto en el ejercicio de sus 
poderes jurídicos de legislación como de control admi- 
nistrativo . Pero su designación sólo procede cuando en 
las situaciones O asuntos a investigar se haya denuncia- 
do con fundamenio la existencia de irregularidades o 
ilicitudes. 


Art. 79 — Las comisiones para suministrar datos con 
fines legislativos también asesoran al órgano a que per- 
tenecen en el ejercicio de sus poderes jurídicos de legis- 
lación, Su designación procede cuando en las situaciones 
o asuntos a investigar no se presuma la existencia de 
irregularidades o llicitudes. Pero, si de la investigación 
realizada surgiere la comprobación de irregularidades o 
ilicitudes, también pueden asesorar a la Cámara en el 
ejercicio de sus poderes jurídicos de control administra- 
tivo. 


Art. 8% —— Tanto las comisiones de investigación como 
las que suministren datos con fines legislativos tendrán 
los poderes jurídicos que determina esta ley. 


Estos poderes no pueden ser de naturaleza legislativa 
ni jurisdiccional. Tampoco pueden corresponder a atri- 
paciones de otros Poderes u órganos creados por la Cons- 
titución. 


La resolución que dispone la designación de la Co- 
misión puede limitar los poderes jurídicos otorgados por 
esta ley. 


CAPITULO II 


De la designación e integración de las Comisiones 
del artículo 120 de la Constitución 


Artículo 99 -— Las comisiones de investigación y 
para suministrar datos con fines legislativos pueden ser 
designadas por resolución de cada una de las Cámaras 
o de la Comisión Permanente (artículos 120 y 132 de la 
Constitución). 
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Art. 10. — La designación de las comisiones de in- 
vestigación puede ser precedida del nombramiento de una 
comisión preinvestigadora, cuya integración será deter- 
minada por el Presidente del Cuerpo de que se trate, 
cuidando que estén representados en lo posible, todos los 
partidos políticos que integran el Cuerpo, 


El legislador que haya solicitado la invest gación ex- 
pondrá ante la comisión preinvestigadora el fundamento 
de su petición y articulará las denuncias que le den mé- 
rito. Esta, en un plazo de cuarenta y ocho horas, infor- 
mará sobre la oportunidad y procedencia de la investi- 
gación, 


Art. 11. — Estas comisiones sólo pueden ser integra- 
das por legisladores, sin perjuicio del asesoramiento que 
pueda requerirse a personas que no tengan tal calidad. 


Su designación se realizará por el Presidente del 
Cuerpo de que se trate, previa consulta a los partidos 
políticos que lo integran, cuidando, en lo posible, que to- 
dos estén representados en la comisión. 


Las comisiones tendrán un mínimo de cinco y un 
máximo de siete miembros. 


Los denunciantes no integrarán las comisiones inves- 
tigadoras pero podrán asistir a todas sus actuaciones ex- 
cepto a las relativas a la consideración del o los infor- 
mes. También podrán pedir la adopción de las medidas 
conducentes al esclarecimiento de los hechos denunciados. 


CAPITULO Il 


De los cometidos de las Comisiones 
del artículo 120 de la Constitución 


Artículo 12. — Las comisiones previstas por el ar- 
tículo 120 de la Constitución tienen los siguientes come- 
tidos: 


a) investigar situaciones que se consideren ilícitas 
o irregulares, a fin de corregirlas y hacerlas cesar me- 
diante el ejercicio de los poderes jurídicos de control ad- 
ministrativo o la promoción de un juicio político; 


b) reunir información sobre asuntos y cuestiones en 
los que no se presume la existencia de ilicitudes o irre- 
gularidades, a fin de legislar en esas materias. 


Art. 13. — Las investigaciones practicadas por estas 
comisiones pueden alcanzar a hechos delictivos (artículo 
66 de la Constitución), pero al solo efecto de ejercer po- 
deres jurídicos de control administrativo o de hacer efec- 
tiva la responsabilidad político-penal de los funcionarios 
pasibles de juicio político, 


Art, 14. — Los cometidos de estas comisiones no pue- 
den ser ejercidos respecto de materias no sujetas a regu- 
lación legal ni sometidas al control administrativo del 
Poder Legislativo. 


CAPITULO IV 


De los órganos, actividades y personas que pueden 
ser objeto de investigación 


Artículo 15. — La actividad administrativa del Po- 
der Ejecutivo puede ser objeto de investigación. Se in- 
cluye en esta potestad la actividad desarrollada con mo- 
tivo de la ejecución de los actos de gobierno. 


Art. 16. — La investigación respecto de los integran- 
tes del Poder Ejecutivo puede tener por objeto todos los 
hechos que comprometen su responsabilidad politico-penal 
y que pueden dar mérito a un juicio político. 


Art. 17. — Los actos de los legisladores, sólo pueden 
ser objeto de investigación por su respectiva Cámara a 
efectos de: 


a) promover o fallar un juicio político; 
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b) resolver su desafuero; 


c) ejercer los poderes disciplinarios previstos por el ar- 
tículo 115 de la Constitución. 


Art. 18. -— También pueden ser objeto de investiga- 
ción las actividades de las dependencias administrativas 
del Cuerpo designante o de la Comisión Administrativa 
del Poder Legislativo, así como los actos cumplidos por 
sus funcionarios en el ejercicio de sus funciones. 


Art. 19. — La investigación de presuntas irregulari- 
dades o ilicitudes cometidas en el ámbito del Poder Ju- 
dicial o del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, 
no puede tener por objeto su actividad jurisdiccional, 
esto es, el contenido jurídico de sus sentencias y demás 
providencias procesales, así como sus fundamentos téc- 
nicos, 


Art, 20. — La investigación de actos de los magis- 
trados del Poder Judicial y del Tribunal de lo Contencio- 
so-Administrativo sólo puede tener por objeto, asesorar 
al Cuerpo designante a efectos de: 


2) promover o fallar un juicio político, sea por actos 
propios de los Ministros que son pasibles de ser res- 
ponsabilizados por esta vía o por omisiones en el 
eterticio de la suporintensgrreia gue compete a la Su- 
prema Corte de Justicia sobre los Tribunales, Juzga- 
dos y demás dependencias del Poder Judicial (artícu- 
lo 239 inciso 22 de la Constitución); 


b) decidir el otorgamiento de la aprobación del nombra- 
miento de los miembros de los Tribunales de Apela- 
ciones, por el Senado o la Comisión Permanente, en 
su caso (artículo 239, inciso 49 de la Constitución); 


e) denunciar delitos electorales ante la Corte Electoral 
(artículo 77 inciso 4% de la Constitución); 


d) resolver las discrepancias surgidas en el trámite de 
los presupuestos y rendiciones de cuentas del Poder 
Judicial y del Tribunal de lo Contencioso-Administra- 
tivo (articulo 220 de la Constitución). 


Art, 21. — La actividad de los Entes Autónomos y de 
los Servicios Descentralizados puede ser obieto de inves- 
tigación. : 


Art. 22. —- Las investigaciones en los Entes Autóno- 
mos y los Servicios Descentralizados proceden para aseso- 
rar al Cuerpo designante a los efectos de: 


a) hacer efectiva la responsabilidad política del Ministro 
del ramo, por omisión en el ejercicio de sus poderes 
de control administrativo sobre el organismo investi- 
gado; 


b) denunciar delitos electorales (artículo 77, inciso 49 de 
la Constitución); 


c) resolver las discrepancias surgidas en el trámite de 
los presupuestos y rendiciones de cuentas de los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados no industria- 
les ni comerciales (artículo 220 de la Constitución). 


Art, 23. — Sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 
precedente, el Senado también puede designar comisiones 
de investigación de la actividad administrativa de los En- 
Les Autónomos y los Servicios Descentralizados, para ser 
asesorado a los efectos de: 


a) otorgar la venia requerida para reelegir o designar en 
otro Directorio o Dirección General al miembro de un 
Directorio o Director General (artículos 187 y 192 
de la Constitución); 


b) resolver sobre las rectificaciones, correctivos o remo- 
ciones dispuestas por el Poder Ejecutivo con arreglo 
al artículo 197 de la Constitución; 


c) otorgar la venia requerida por el Poder Ejecutivo para 
destituir a los miembros de los Directorios o a los Di- 
rectores Generales por las causales previstas en el ar- 
tículo 198 de la Constitución. 
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La investigación no procede, respecto de los Entes 
Autónomos docentes, en el caso del literal b), ni en el ca- 
so del literal a) respecto de la Universidad de la Repú- 
blica (artículos 205 y 203 de la Constitución). 


Art, 24. — También procede la designación de comi- 
siones para suministrar datos con fines legislativos, res- 
pecto de la actividad de los Entes Autónomos y los Ser- 
vicios Descentralizados. En el caso de los Entes Autóno- 
mos deberá respetarse su especialización. 


Art. 25. — La designación de comisiones de inves 
tigación de la actividad de los Gobiernos Departamenta 
les, sólo procede para asesorar al Cuerpo designante a los 
efectos de que: 


a) el Senado falle un juicio político contra un Intenden: 
te o un Edil (artículo 296 de la Constitución); 


b) la Cámara de Representantes resuelva los recursos 
de apelación interpuestos en los casos de los artículos 
300 y 303 de la Constitución. 


También proceden las investigaciones de la actividad 
de los Gobiernos Departamentales, cuando fueren reali- 
zadas por comisiones para suministrar datos con fines le- 
gislativos. 


Art. 26. — La actividad del Tribunal de Cuentas pue- 
de ser objeto de investigación, tanto por comisiones para 
suministrar datos con fines legislativos como por comi- 
siones investigadoras. En este último caso, la investiga: 
ción sólo procederá para asesorar al Cuerpo designante a 
tos efectos de: 


a) denunciar delitos electorales (artículo 77. inciso 4% 
de la Constitución); 


b) promover o fallar un juicio político; 


e) resolver las discrepancias surgidas en el trámite de 
su presupuesto y de sus rendiciones de cuentas (ar- 
tículo 220 de la Constitución). 


Art. 27. — La actividad administrativa de la Corte 
Electoral puede ser objeto de investigación, tanto por co- 
misiones para suministrar datos con fines legislativos co- 
mo por comisiones investigadoras. En este último caso, la 
investigación sólo procederá para asesorar al Cuerpo de- 
signante a los efectos de: 


a) promover o fallar un juicio político; 


b) resolver las discrepancias surgidas en el trámite de 
su presupuesto y de sus rendiciones de cuentas (ar- 
tículo 220 de la Constitución). A 


Art. 23. — La actividad de las personas de Derecho 
Público no estatales puede ser objeto de investigación, 
tanto por comisiones para suministrar datos con fines le- 
gislativos como por comisiones investigadoras. En este úl- 
timo caso, la investigación sólo procederá a los efectos de: 


a) anaizar activdades o situaciones que, por su re'e- 
vancia, afecten el interés general; 


b) verificar si el Poder Ejecutivo ejerce, respecto de la 
persona de que se trate, su obligación de hacer cum- 
plir las leyes (artículo 168, inciso 4% de la Constitu- 
ción). 


Art. 29. -—— Las empresas privadas y, en general, las 
personas jurídicas de Derecho Privado, pueden ser objeto 
de investigación, tanto por comisiones para suministrar 
datos con fines legislativos como por comisiones investi- 
gadoras. En este último caso, la investigación sólo proce- 
de a los efectos de: 


a) analizar actividades o situaciones que, por su releyan- 
cia afecten el interés general; 


b) verificar si el Poder Ejecutivo cumple, respecto de 
la empresa o persona jurídica de que se trate, su 
obligación de hacer cumplir las leyes (artículo 168, 
inciso 4? de la Constitución). 
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Art. 30. — Los órganos y funcionarios sometidos a 
jerarquía de otros Poderes del Gobierno o de otros órga- 
nos creados por la Constitución, pueden ser objeto de in- 
vestigación, tanto por comisiones para suministrar datos 
con fines legislativos como por comisiones investigado- 
ras, En este último caso, la investigación sólo procede a 
los efectos de: 


2) responsabilizar políticamente a los Ministros omisos 
en el cumplimiento de sus potestades jerárquicas o 
en su deber de fiscalizar la conducta de sus funcio- 
narlos subordinados o de los Entes Autónomos y Ser- 
vicios Descentralizados; 


b) verificar si el Poder Ejecutivo cumple su obligación 
de hacer cumplir las leyes (artículo 168, inciso 4% de 
la Constitución); 


ce) promover o fallar un juicio político. 


Art. 31. — Si de la investigación resultare la com- 
probación de delitos la comisión, respecto de la responsa: 
bilidad pena) de sus autores, aconsejará el pase de los 
antecedentes a la Justicia Penal, a los efectos pertinentes 


CAPITULO V 


De los poderes jurídicos de las Comisiones del 
artículo 120 de la Constitución 


Artículo 32. Las comisiones previstas por el artícu- 
la 120 qe la Const'tución no tienen facultades para pro- 
yectar leyes. Ello, sin perjuicio del poder de iniciativa 
legislativa que compete a cada uno de sus integrantes 
(artículo 133 de la Constitución). 


Art. 33. — Estas comisiones designarán su Presidente 
y fijarán su régimen de trabajo. Mientras el Cuerpo de- 
signante no dicte el reglamento general de funcionamien- 
to, cada comisión podrá regular por vía reglamentaria el 
procedimiento de la investigación. Este reglamento inter- 
no deberá ajustarse a ia presente ley y, en lo pertinente, 
al reglamento del Cuerpo designante y a la resolución 
que dispuso la investigación. 


Art, 34. — Las actuaciones e informes de las Comi- 
siones, así como las sesiones de los Cuerpos designantes 
en que aquéllos se traten, serán secretas. En el momento 
de adoptar resolución dichos Cuerpos podrán resolver la 
publicidad total o parcial de lo actuado. 


La asistencia de las Comisiones quedará restringida 
a sus miembros, al denunciante, a los citados por las mis- 
mas y a los funcionarios de los Cuerpos designantes ne- 
cesarios para su labor. 


El secreto de la declaración, informe o documento su- 
ministrados en tal carácter por un Ministro o el jerarca 
de otro Poder u organismo o persona estatal, será man- 
tenido en todos los casos. 


El secrcto de las actuaciones siempre será mantenido 
cuando, a juicio del Cuerpo designante, de su publicidad 
pudiere surgir grave riesgo 0 perjuicio para las personas 
o instituciones, que hubieren suministrado informaciones 
a la Comisión. 


En "todos los casos, el secreto quedará automática- 
mente levantado a los veinticinco años de la resolución 
del Cuerpo designante. 


De cada sesión de las comisiones se labrará un acta 
que se guardará por la Secretaría del Cuervo designante. 
Una copia de la misma se entregará a cada integrante 
de la Comisión. 


La responsabilidad de los legisladores que violen el 
secreto se regirá por el artículo 115 de la Constitución. y 
la de los funcionarios, por el artículo 162 del Código Pe- 
nal, sin perjuicio de su responsabilidad administrativa. 
El particular que violare el secreto de las actuaciones de 
la Comisión será castigado con pena de tres meses de pri- 
són a tres años de penitenciaria. 
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Las comisiones permanentes y especiales podrán ac- 
tuar en régimen de secreto, ya sea por disposición del 
Cuerpo designante, por requerimiento de los Ministros o 
jerarcas de otro Poder, organismo o persona estatal, o 
por resolución propia. 


En tales casos, les serán aplicables las disposiciones 
de los incisos tercero y cuarto de este artículo. 


Art, 35. — Toda comisión encargada de una inves- 
tigación podrá requerir la presentación de informes y 
la exhibición de documentos relacionados directamente 
con la investigación a los organismos estatales, públicos 
no estatales, empresas privadas y, en general, personas 
jurídicas de Derecho Privado, Cuando la solicitud se di- 
rigiere a otro Poder de: Estaáo, la comunicatión crrres- 
pondiente se firmará por el Presidente del Cuerpo desig- 
nante de la comisión y con autorización de un Secretario 
(artículo 110 de la Constitución). 


__ Art. 36. — Cuando la solicitud determinare la remi- 
sión de documentos, actuaciones administrativas o expe- 
dientes en trámite, y ello obstare a su instrucción o a la 
resolución del asunto a que refieran, la Administración 
podrá remitir copias o fotocopias autenticadas de los mis- 
mos. 


_. Art, 37. — Ningún organismo u órgano estatal, o 
público no estatal podrá aducir el carácter secreto de su 
actividad o del asunto a que refiera la solicitud, para 
negarse a presentar el informe o exhibir el documento 
requerido. 


Ñ Tratándose de organismos u órganos estatales será de 
ablicación lo dispuesto por el artículo 34 de la presente 
ey. 


Art. 38. — El jerarca de un organismo u órgano es- 
tatal, así como el funcionario público relacionado con la 
investigación que se negaren a presentar informos o a 
exhibir documentos necesarios para la investigación, in- 
currirán en el delito previsto por el artículo 162 del Có- 
digo Penal. 


. En tal caso, la Comisión dará cuenta al Cuerpo de- 
signante, a los efectos de que éste resuelva si se pasan 
los antecedentes a la Justicia Penal, sin perjuicio de pro- 
seguir la investigación. 


Art. 39. — Sin perjuicio de lo dispuesto por el artícu- 
lo anterior, también se dará cuenta al Cuerpo designante: 


a) Si la negativa proviene del Poder Ejecutivo, a los 
efectos de los artículos 119, 121, 147 y 148 de la 
Constitución. 


b) Si la negativa proviene de un Ente Autónomo o de 
un Servicio Descentralizado, a los efectos de que se 
determine si corresponde dar cuenta al Poder Ejecu- 
tivo, a los fines de los artículos 197 y 198 de la Cons- 
titución. 


c) Si la negativa proviene del Tribunal de Cuentas, a 
fin de que se determine si corresponde dar cuenta a 
la Asamblea General, a los efectos del artículo 209 
de la Constitución. 


d) Sila negativa proviene de la Corte Electoral, a tin 
de que se determine si corresponde dar cuenta a la 
Asamblea General, a los efectos del artículo 20 de la 
Ley N9 9.645, de 15 de enero de 1937 y del artículo 
14 de la Ley N? 7.690, de 9 de enero de 1924. 


En todos estos casos, además, y si el Cuerpo desig: 
nante no fucre la Cámara de Representantes, podrá dar- 
se cuenta a ésta a efectos de que determine si corres- 
ponde promover un juicio político. De la misma manera 
se procederá si la negativa provieno de la Suprema Corte 
e Justicia o del Tribunal de lo Contencioso-Administra- 
1VO. 


A los mismos efectos (artículo 296 de la Constitu- 
ción), podrá darse cuenta a la respectiva Junta Depar- 
tamental, si la negativa procede de un Gobierno Depar- 
tamental, 
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Art, 40. — Los particulares, los representantes de 
empresas y de personas jurídicas de Derecho Privado que 
se negaren a presentar los informes y a exhibir los docu- 
mentos y papeles que les fueran requeridos, incurrirán en 
el delito previsto en el artículo 173 del Código Penal, siem- 
pre que se tratare de informes y documentos necesarios 
para el objeto de la investigación. En tal caso, será apli- 
cable lo dispuesto por el artículo 38 de esta ley, en lo 
pertinente. 


Artículo 41. — Cuando se considere necesaria para 
el objeto de la investigación, la comisión podrá solicitar 
al Juez competente la práctica de allanamientos en repar- 
ticiones u oficinas públicas. En todo caso, antes de dis- 
poner el allanamiento deberá darse cuenta de la solicitud 
al jerarca del organismo u órgano de que se trate y re- 
querir su conformidad. Esta se considerará otorgada si 
el jerarca no responde en un término de 72 horas. Contra 
la negativa del jerarca, sólo podrá disponerse el allana- 
miento si la repartición u oficina pertenece al organismo 
u órgano objeto de la investigación. 


Será de aplicación, en su caso, el inciso final del ar- 
tículo 37. 


Artículo 42. — Lo dispuesto en el artículo anterior 
no impide practicar inspecciones oculares en las reparti- 
ciones u oficinas públicas, cuando mediare el consentimien- 
to del jerarca respectivo. 


Artículo 43. — Serán de aplicación a las personas 
de Derecho Público no estatales y a sus jerarcas, en lo 
pertinente, lo dispuesto por los artículos 40, 41 y 42. 


Artículo 44. — Toda comisión encargada de una in- 
vestigación podrá requerir, mediante oficio, la presenta- 
ción de particulares y de funcionarios públicos en cali- 
dad de testigos. 


En este último caso, no será necesario dar aviso ni 
recabar la autorización del jerarca respectivo. 


Artículo 45. — El testigo que se negare a compare- 
cer podrá ser conducido ante la comisión por la fuerza 
pública. 


Si aún así el testigo se negare a declarar, incurrirá 
en el delito previsto por el artículo 173 del Código Penal. 
El testigo que afirmare lo falso, negare lo verdadero u 
ocultare en todo o en parte la verdad, será castigado con 
pena de tres a veinticuatro meses de prisión. 


En ambos casos se procederá con arreglo al artículo 
38 de esta ley, en lo pertinente. 


Artículo 46. — Toda comisión encargada de una in- 
vestigación podrá solicitar los asesoramientos que estime 
pertinentes, así como la contratación de peritos e intér- 
pretes. 


Cualquier gasto que se origine por este motivo, deberá 
ser previamente autorizado por el Cuerpo designante. Si 
la práctica de una pericia debiera realizarse en una re- 
partición u oficina pública o de una persona de Derecho 
Público no estatal, o en un hogar o local u oficina par- 
ticular, se aplicarán en lo pertiente, los artículos 41 y 42 
de esta ley. 


Artículo 47. — El asesor, perito o intérprete que afir- 
mare lo falso, negare lo verdadero u ocultare en todo o 
en parte la verdad, será castigado con pena de tres a 
veinticuatro meses de prisión, En tal caso se procederá 
con arreglo al artículo 38 de esta ley, en lo pertinente. 


Artículo 48. — Ninguna persona puede ser obligada, 
en calidad de testigo, asesor o perito, a dar a conocer 
sus acciones privadas ni a informar sobre ellas (artículo 
10 de la Constitución), ni a hacer lo propio respecto de 
sus parientes dentro del cuarto grado de consaguinidad y 
segundo de afinidad, ni a informar en contra de dichos 
parientes. 


Artículo 49. — Las comisiones investigadoras carecen 
de poderes sancionatorios, pero pueden solicitar del je- 
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rarca respectivo, aun tratándose de personas de Derecho 
Público no estatales, la separación preventiva de funciona- 
rios mientras dure la investigación. 


Artículo 50, — También pueden solicitar de la au- 
toridad competente a tal fin, y hasta tanto presten decla- 
ración, que se impida el abandono del país a las perso- 
nas que deban declarar ante la Comisión. En este caso 
debeiá tomársele declaración en un plazo máximo de 
diez días. 


Artículo 51. — Concluida la investigación, previo cum- 
plimiento de lo dispuesto por el artículo 66 de la Cons- 
titución, en su caso, la Comisión elevará al Cuerpo de- 
signante su o sus informes, en los que deberán constar un 
resumen de sus actuaciones, las conclusiones resultantes 
y las medidas que aconseje adoptar. 


CAPITULO VI 


Normas de garantía 


Artículo 52. — A los fines establecidos en el artículo 
66 de Ja Constitución los inculpados serán notificados en 
forma personal y tendrán un plazo común de veinte días 
corridos para producir sus descargos y articular sus de- 
ensas. 


_ En todos jos casos el plazo empezará a partir del dia 
siguiente al de la última notificación personal y será pro- 
rrogable, por una sola vez y a pedido de parte, por diez 
días corridos, 


Los inculpados tendrán, a su disposición, en la Sala 
de la Comisión Investigadora, los antecedentes referen- 
tes a las inculpaciones que se les formulen y podrán ser 
asistidos por letrados, 


Artículo 53. — Al evacuar la vista, el inculpado po- 
drá pedir diligenciamiento de prueba. 


La Comisión evaluará la pertinencia de la prueba 
ofrecida y podrá disponer su diligenciamiento o su re- 
chazo, total o parcial, todo ello sin ulterior recurso. 


Artículo 54. — Toda persona llamada a declarar co- 
mo testigo ante una comisión investigadora tiene derecho 
a ser asistida por abogado. Este tendrá todas las atribu- 
ciones que le permitan controlar la regularidad jurídica 
del interrogatorio según las disposiciones de la presente 
ley. Podrá igualmente, formular preguntas y solicitar las 
rectificaciones que considere necesarias para conservar la 
fidelidad y exactitud de lo declarado. 


Artículo 55. — La vista de las actuaciones y la 
articulación de la defensa se cumplirán en el régimen de 
secreto dispuesto por el artículo 34 de la ley, así como 
el de las obligaciones de reserva que genera. 


Artículo 56. —- Comuniquese, etc. 
Sala de la Comisión, 8 de mayo de 1986, 


Genzalo Aguirre Ramirez, Miembro Informante. Pedro 
W. Cersósimo, Miembro Informante. Juan Carlos Fa 
Rubaina, Miembro Informante, Enrique Martinez Mo- 
reno, Miembro Informante. Dardo Ortiz, Miembro In- 
formante. Américo Ricaldoni, Miembro Informante. 
Uruguay Tourné, Miembro Informante. Senadores.” 


Al Senado: 


Vuestra Comisión ha considerado el proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes y, en su mé- 
rito, ha realizado un extenso y profundo estudio del tema 
de las comisiones parlamentarias previstas por el articu- 
lo 120 de la Constitución, que la ha Hevado a la conclu- 
sión de que es conveniente y aun necesario sancionar un 
proyecto sustitutivo, más amplio que el remitido por la 
otra rama del Parlamento, de modo de contar con ung 
anténtica ley reglamentaria de dicho precepto constitu- 
cional. 
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No ignora vuestra Comisión que tal ha sido la inten- 
ción de la Cámara al aprobar dicho proyecto de ley y no 
la de dotar de ciertos poderes jurídicos a una o más co- 
misiones investigadoras determinadas, como surge de su 
texto, Pero estima, asimismo, que tal propósito no ha 
sido alcanzado en su plenitud, por cuanto varios de los 
más importantes problemas y dudas gue plantea el te- 
ma, no han sido resueltos. Esta carencia, en nuestra opl- 
nión, obedece al hecho de que el proyecto, a pesar de la 
generalidad de sus disposiciones, se presentó en vista de 
determinar las atribuciones de alguna o algunas comisio- 
nes que el pasado año actuaron en el ámbito de la Cá- 
mara de Representantes. 


No señalamos lo que precede con afán menor de crí- 
tica o menoscabo de la ilustrada labor cumplida en el 
seno de dicha Cámara y de su comisión de Constitución 
Códigos, Legislación General y Administración. Trátase, 
simplemente, de explicar el porqué del enfoque en parte 
distinto que ha orientado el trabajo de vuestra Comisión. 


La necesidad evidente de una ley reglamentaria ha 
sido fundada en términos que compartimos por el Prof. 
José Korzeniak, en su valiosa tesis inédita “Facultades de 
las Comisiones Parlamentarias de Investigación en el De- 
recho Constitucional Uruguayo”. Expresa, en tal sentido, 
este distinguido constitucionalista : 


“Pese a la existencia de diversas iniciativas, nunca 
se dictó una ley que -——con carácter general — reglamenta- 
ra el Art. 120 de la Constitución, Si bien es cierto que 
la ley ordinaria no podría otorgar a las comisiones in- 
vestigadoras, mayores poderes de los que resulten per- 
mitidos por una racional interpretación de la Carta, no 
es menos exacto que ésta carece de normas expresas y 
directas al respecto. Esta circunstancia tiende a provocar, 
de inmediato, la verificación de la necesidad de una ley 
reglamentaria, Su existencia contribuiría grandemente a 
solucionar una profusa serie de dudas y discusiones, que 
se suscitan cada vez que se discurre acerca de los pode- 
res de las comisiones parlamentarias de investigación. En 
ese sentido, son razones de orden práctico, las que provo- 
can la frecuente añoranza de una ley reglamentaria, ya 
que ésta ——como se ha dicho— no podría consagrar solu- 
ciones distintas a las que resultan de la Constitución ade- 
cuadamente interpretada. Pero, en algunos casos, la ne- 
cesidad de la ley puede trascender las meras exigencias 
prácticas, de aventar discusiones, para convertirse en 
una verdadera urgencia de carácter técnico. Ello podría 
acontecer, en la hipótesis de que se quisiera conferir a 
las comisiones investigadoras, poderes que — de acuerdo 
con la propia Constitución-— se refieren a materias cuya 
regulación requiere necesariamente la ley formal. Por 
ejemplo, si se decidiera conferir a las comisiones inves- 
tigadoras poderes que implicaran, en ciertos casos, la 
privación concreta O limitación de derechos individuales 
(Art. 79, segundo párrafo de la Constitución), o, en ge- 
nera), toda vez que el ejercicio de tales poderes se vin- 
cule directamente a la materia reservada a la ley. 


“Sea por razones de orden práctico, o, en algún caso, 
por motivos de carácter técnico, lo cierto es que la fa- 
cultad conferida a las Cámaras por el Art, 120, se desa- 
rrollaría más cómodamente, si se hubiera dictado una 
adecuada ley reglamentaria”. 


La necesidad en cuestión resulta también de los an- 
tecedentes legislativos existentes, que evidencian el re- 
novado propósito de dictar la ley reglamentaria del pre- 
cepto incorporado como artículo en la Carta de 1918, pro- 
pósito que escolló, quizás, en las discrepancias nacidas de 
las dificultades teóricas del tema, y que determinó la 
sucesiva sanción de leyes especiales, limitadas a cometer 
ciertos poderes jurídicos a comisiones investigadoras de- 
terminadas. Estimamos conveniente tener presente los re- 
feridos antecedentes. 


1) ANTECEDENTES LEGISLATIVOS 
Son de dos clases: las leyes especiales sancionadas y 
los proyectos de ley reglamentaria, que no pasaron de 
tales. 


A) Leyes Especiales 
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19%) Ley N? 8.835, de 3/111/1932, (Investigadora de 
la Aduana). 


29) Ley N? 8.904, de 28/X/1932, (Investigadora de 
la Caja de Jubilaciones de los Servicios Públi- 
C08). 


32) Ley N* 10.637, de 13/VII1/1945, (Investigado- 
ra del asunto de las “implicancias”). 


49) Ley N? 10,905, de 28/1V/1947, cis cad 
sobre el trust de los medicamentos). 


5%) Ley N9 11.826, de 13/VI/1952, (Investigadora 
de irregularidades en la Administración Nacional 
de Puertos), 


6%) Ley N? 12,186, de 13/IV/1955, (Investigadora 
de Ja Dirección General de Aduanas). 


79) Ley N* 12.191, de 17/V/1955, (Investigadora 
sobre ganancias de casas importadoras de au- 
tomóviles, ete.). 


89%) Ley N9 12.294, de 5/V11/1956, (Investigadora 
sobre comercialización de la lana). 


9%) Ley N? 12.336, de 20/X1/1956. (Investigadora 
de los frigoríficos extranjeros). 


B) Proyectos de ley reglamentaria 


19) Proyecto del Dr. Juan Andrés Ramírez, (apro- 
bado por la Cámara de Representantes en 1919). 


29%) Proyecto del Dr. Justino Eugenio Jiménez de 
Aréchaga, (aprobado por la Cámara de Senado- 
res en 1930). 


32) Proyecto del Dr. Arturo Lerena Acevedo, (apro- 
bado por la Cámara de Representantes en 1930). 


49) Proyecto del Esc. Ledo Arroyo Torres y de la 
Dra, Isabel Pinto de Vidal, (presentado en el 
Senado en 1946). 


1) PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES APLICABLES 


Vuestra Comisión ha desarrollado su labor sin perder 
de vista ciertas premisas constitucionales que configu- 
ran las grandes coordenadas del tema. Estas premisas, que 
explican y fundamentan muchas disposiciones del pro- 
yecto, son las siguientes: 


19) El texto del artículo 120 de la Constitución, 
que es insuficiente para precisar las atribuciones de los 
órganos a que alude, refiere no sólo a las comisiones par- 
lamentarias de investigación sino a las que suministran 
datos con fines legislativos. 


22) De la historia fidedigna de la sanción de esta 
norma, -—en la Constituyente de 1917— surge que se 
tuvo la intención, y así se entendió, de atribuir a estas 
comisiones ciertos poderes coercitivos que no fueron de- 
finidos por texto expreso, según criterio manifestado por 
el Dr. José Pedro Massera en la Comisión de Constitu- 
ción, que la misma hizo suyo (Jiménez de Aréchaga J., 
“La Constitución Nacional”, t, IV, p. 82). 


30%) La indefinición constitucional de sus atribucio- 
nes, no impide concluir, en aplicación de la teoría de las 
facultades implícitas, que estas comisiones tienen todas 
los poderes necesarios para que los órganos del Poder Le- 
gislativo cumplan sus funciones legislativas, de control 
administrativo y de administración interna. 


49) El principio de la separación de poderes impi- 
de cometer a estos órganos atribuciones de otros Pode- 
res del Gobierno. 


5%) La naturaleza administrativa de la actividad ju- 
rídica de estas comisiones —que son órganos asesores 
de sus Cuerpos designantes— impide, asimismo, que ejer- 
zan por sí funciones legislativas ni, por supuesto, jurisdi- 
ecionales. 
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69) Es claro que, como consecuencia de lo actuado 
por estas comisiones, se puede responsabilizar política- 
mente-a uno o más Ministros, tanto por el mecanismo 
formal de la censura (Arts. 147 y 143 de la Carta), co- 
mó por medio de una de las declaraciones previstas por el 
artículo 121. 


79) Por último, no es válido extraer de esta norma 
un argumento “a contrario” Para sostener que las con- 
clusiones de una de estas comisiones sólo pueden deter- 
minar el juzgamiento de las responsabilidades ministeria- 
les. También pueden determinar, por ejemplo: A) la. pro- 
moción de un juicio político, por parte de la Cámara de 
Representantes; B) el pase de los antecedentes a la jus- 
ticia penal o, concretamente, la formulación de denun- 
cias penales; C) la presentación de un proyecto de ley 
para corregir las anomalías o irregularidades comproba- 
das. 


11) "CUESTIONES A RESOLVER EN LA LEY 


Conocidos los antecedentes legislativos y precisadas 
las premisas y principios constitucionales que enmarcan 
la consideración jurídica del problema, vuestra Comisión 
debió analizar y definir la arquitectura general del pro- 
yecto, esto es el índice de las cuestiones a dilucidar por 
la futura ley o, lo que es lo mismo, su temario. 


Las leyes especiales que antes citamos y también, en 
buena medida, los proyectos de la ley reglamentaria ya 
referidos, se limitan a enunciar los poderes jurídicos de 
las comisiones y, por lo general, en forma incompleta. Tal 
es, asimismo, el contenido básico del proyecto aprobado 
por la Cámara de Representantes. Esta Comisión coincide 
en la importancia de este aspecto del tema, pero consi- 
dera que éste no se agota con la determinación del con- 
junto de atribuciones de las comisiones y que, por ejem- 
plo, también resulta imprescindible delimitar en qué ma- 
teria pueden actuar las mismas. Vale decir, qué asuntos 
y cuestiones pueden investigar y, sobre todo, respecto 
de qué: organismos y personas, 

Vuestra Comisión consideró, asimismo, que las comi- 
siones del Art, 120 de la Constitución no son sino una 
especie dentro del género de las comisiones parlamentarias 
y que, por consiguiente, para sistematizar y ordenar el 
tema, debía clasificar y caracterizar a todas ellas. 


Se llegó así a definir el siguiente temario o nómina 
de cuestiones a regular por la ley: 


19) Concepto de las comisiones parlamentarias. 
29) Clases de comisiones parlamentarias. 


3%) Caracterización de los diversos tipos de comi- 
siones. 


49) Las fuentes de los poderes de las comisiones del 
Art. 120 y el problema de las comisiones con 
facultades especiales. 

- 5%) Cometidos de estas comisiones. 

6%) Su integración. 

79) Su designación. 

809) Comisiones preinvestigadoras. 

90) Destinatarios de las investigaciones parlamenta- 
rias (o, ¿quiénes pueden ser investigados ) (ór- 
ganos y personas) y materia de las investigacio- 
nes (¿qué se puede investigar?) : 

a) Poder Ejecutivo y Ministros 

b) Poder Legislativo y Legisladores 


CY Poder Judicial y Tribunal de lo Contencioso Ad- 
ministrativo. 


d) Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
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€) Gobiernos Departamentales 

1 Tribunal de Cuentas 

g) Corte Electoral. 

h) Personas de: Derecho Público no estatales” 


i) Empresas privadas y personas jurídicas de De- 
recho Privado, 


3) Organos y funcionarios sometidos 'a jerarquía 
k) Personas fisicas y acciones privadas 

DD Delitos 

10) Poderes jurídicos de estas comisiones: 

A) De proyectar leyes 

B)- De reglamentar su procedimiento 

C)- De promover un juicio político 

D) De solicitar informes 

E) De inspeccionar documentos públicos 

F) De inspeccionar papeles y documentos privados 
G) De convocar e interrogar funcionarios públicos 
H) De convocar e interrogar testigos 

ID) De solicitar asesoramientos y pericias 

3) De practicar inspecciones oculares y allanamientos 


K) Poderes compulsivos respecto a examen de do- 
cumentos y a convocatoria de testigos 


L)> Poderes sancionatorios y separación de funcio- 
narios. 


11) Posibles consecuencias de una investigación. 
12) Dictamen de las comisiones. 
13) Normas de garantía para los investigados 


IV ANALISIS DEL ARTICULADO 


El artículo 1% define a las comisiones parlamentarias 
por los siguientes elementos: A) integración pluripersonal 
—Sin especificar número de miembros— pues es de esen- 
cia de toda comisión ser órganos colegiados; B) fuentes 
de creación o normas que pueden crearlas; C) naturaleza 
jurídica de su actividad: son órganos de asesoramiento 
y, Por consiguiente, cumplen función administrativa, pe- 
ro no de administración activa. 


El artículo 2? enuncia las cuatro clases de comisiones 
parlamentarias existentes en nuestro Derecho positivo. 


El artículo 3% precisa la fuente normativa de la in- 
tegración y las atribuciones de las comisiones permanentes 
y las comisiones especiales, a las cuales distingue por el 
ámbito tempora! de su actuación. 


Los artículos 4% y 5% caracterizan a ambos tipos de 
comisiones. Unas y otras cumplen funciones de igual na- 
turaleza y su asesoramiento abarca el ejercicio de todos 
los poderes jurídicos de los órganos asesorados. Pero las 
primeras actúan en un sector de actividad o materla es- 
pecifica y las segundas en un único y determinado 
asunto. 


Los artículos 6% y 7% caracterizan a las comisiones 
de investigación y a las que se designan para suminis- 
trar datos con fines legislativos, y las distinguen por los 
hechos que motivan su nombramiento. Cuando en éstos 
se presume la existencia de irregularidades o ilicitudes, 
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procede. la actuación de las primeras. Cuando tal situa- 
ción no se da, se designa una comisión del segundo tipo. 
Ambas son comisiones. investigadoras, esto es que cum- 
plen su cometido por medio de una investigación sobre 
un asunto o situación dada y no se diferencian, tampoco, 
por la materia a que refiere el asesoramiento qué brin- 
dan, si bien en principio las primeras asesoran en el ejer- 
gicio de poderes de control administrativo y las segundas 
en el de poderes de legislación, Pero, como las comisio- 
nes de investigación pueden no comprobar la existencia de 
las irregularidades denunciadas y de las responsabilida- 
des consiguientes, pueden, en tal caso, limitarse a acon- 
sejar legislar en la materia investigada. A la inversa, las 
comisiones para suministrar datos con fines Jegislativos 
pueden verificar la existencia de ilicitudes que no se pre- 
sumían y, en tal supuesto, aconsejar que jueguen los me- 
canismos de control administrativo. 


El criterio adoptado supone un esfuerzo sistematiza- 
dor para superar la confusión emergente del artículo 120 
de la Constitución, en cuanto éste utiliza elementos dis- 
tintos para nominar a los dos tipos de comisiones que 
crea, En tal sentido, el punto ha sido esclarecido por 
Korzeniak en los siguientes términos (ob. cit., p. 4 a 6). 


“Pero la clasificación esbozada en la citada norma 
no es nada sistemática, sí se atiende a las denominacio- 
nes que impone para ambos tipos de comsiones. En efec- 
to; cuando el Constituyente dice comisiones parlamenta- 
rias de investigación, está refiriéndose, obviamente, a la 
tarea concreta que estos órganos deben cumblir; inves- 
tigar. En cambio, cuando refiere al otro tipo de comisio- 
nes parlamentarias, expresa para suministrar datos con 
fines legislativos, es decir que cambia de criterio. No 
alude ya a la tarea de este tipo de comisiones (lo que 
hemos denominado cometidos) sino que toma en cuenta el 
motivo o la finalidad que en principio persiguen los ór- 
ganos legislativos cuando las designan. 


“Esa ausencia de rigor lógico, que evidencia la le- 
tra del Art. 120 de la Constitución, determina en el in- 
térprete la necesidad de intentar la búsaueda de un eri- 
terio sistematizador, para lograr el distingo entre Jos dos 
tipos de comisiones parlamentarias en análisis, Y así, 
se advierte fácilmente —a nuestro juicio— que el come- 
tido de las comisiones para suministrar datos con fines 
legislativos, también consiste en investigar, es decir en 
hacer diligencias para descubrir una cosa. No es pues 
la índole de las tareas asignadas, en sí mismas, la que 
diferencia a las comisiones de investigación de las co- 
misiones bara suministrar datos con fines legislativos. A 
la luz de este aserto, no resulta entonces tan equivoca- 
da, la tendencia que se advierte en el lenguaje parlamen- 
tario de referir a las comisiones investigadoras aludiendo 
tanto a las de investigación en sentido estricto como a las 
para suministrar datos con fines legislativos. 


Tampoco nos parece definitivamente aceptable el cri- 
terio que distingue ambas clases de comisiones, atendien- 
do exclusivamente al tipo de funciones —de contralor o 
de legislación— que el Parlamento se proponga cumplir. 
Se trata de un Criterio de una atrayente simetría pero 
que, a nuestro juicio, debe ser atemperado en alta medida, 
cuando se admita —como admitimos— que el Parlamento 
puede investigar con fines de contralor y también puede 
investigar con fines de legislación. 


Podría pensarse en la posibilidad de practicar el dis- 
tingo en base a los distintos poderes jurídicos que ten- 
drían los dos tipos de comisiones para el cumplimiento 
de sus cometidos. Pero —como aceptaremos más adelan- 
te— no existe razón alguna aque determine una diferen- 
cia jurídicamente necesaria, entre los poderes jurídicos 
de las comisiones de investigación y los poderes jurídi- 
cos de las comisiones para suministrar datos con fines 
legislativos. 


Estimaremos finalmente, que la distinción entre Jas 
dos especies de comisiones previstas en el Art. 120 de la 
Carta, debe encontrarse analizando con sumo cuidado 
las condiciones que deben mediar para que sus respectivos 
nombramientos sean procedentes. En el capítulo II, es- 
pecialmente en su N? 5, analizaremos este tema con cier- 
to detalle. Pero a modo de necesario adelanto, digamos 
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que los órganos legislativos pueden designar comisiones de 


investigación o para suministrar datos con fines legisla- 
tivos, toda vez que ello resulte necesario para cumplir, 
indistintamente, sus funciones de contralor o de legisla- 
ción; debiendo existir presunciones verosímiles, de que 
existen situaciones que deben ser conocidas perfectamen- 
te por el Parlamento. Cuando tales situaciones a averi- 
guarse, se presuman lícitas pero necesitadas de una legis- 
lación correctora, procederá el nombramiento de una co- 
misión para suministrar datos con finés legislativos. En 
cambio, cuando se sospechan ilicitudes o irregularidades, 
será pertinente la designación de una comisión de inves- 
tigación, Pero quede claro que lo que inicialmente se pre- 
sumía lícito —aunque necesitado de una legislación co- 
rrectora-— puede aparecer ilícito o irregular al término 
de la averiguación. Y, a la inversa, aquella situación que 
se presumía irregular o lícita, lo que motivó la investiga- 
ción, puede aparecer en defintiva como carente de tales 
vicios, sin perjuiclo de inspirar el dictado de normas le- 
gales. De todo lo cual viene a desprenderse la. posibilidad 
de que los resultados obtenidos por una comisión de in- 
vestigación, en lugar de motivar la acción controladora 
del Parlamento, motiven una producción legislativa. Del 
mismo modo, las conclusiones obtenidas por una comi- 
sión para suministrar datos con fines legislativos, en lu- 
gar de dar origen al dictado de normas legales, pueden 
motivar la puesta en marcha de mecanismos parlamenta- 
rios de contralor, o sancionatorios si correspondieren”. 


El artículo 8% supone resolver varios problemas im: 
portantes. En primer lugar, el de las fuentes de los po- 
deres jurídicos de estas comisiones. Naturalmente, que 
siendo las mismas órganos creados por la Constitución 
y no remitiéndose ésta a la ley ni a normas de rango 
inferior para determinar sus atribuciones, éstas ema- 
nan de la propia Carta. De su teoría general y de su 
contexto, interpretado armónicamente. Trátase de faculta- 
des implícitas, no determinadas “in expresse verbis”, que 
se enuncian por ley reglamentaria. De ello se concluye: 


A) Que la ley no puede cometer atribuciones que 
contratarían principios constitucionales, 


B) Que las atribuciones determinadas en la ley re- 
glamentaria no pueden ser modificadas ni aumentadas 
por normas de jerarquía inferior, tales como los reglamen- 
tos de las Cámaras y las resoluciones por las que se de- 
signan estas comisiones, que serían en tal caso ilegales 
y aun inconstitucionales. B 


C) Que ello no impide que dichas resoluciones li- 
miten los poderes jurídicos que la ley enuncia, en tanto 
ésta lo autorice, (conf. Korzeniak, ob. cit., p. 107). Ello 
no supone una delegación legislativa inconstitucional, por 
cuanto el órgano designante,. así como puede limitar la 
materia objeto de investigación y aun negar la proceden- 
cia de ésta, puede limitar, por razones de conveniencia u 
oportunidad, la utilización de poderes jurídicos que no son 
de ejercicio necesario. 


En segundo término, esta norma resuelve negativa: 
mente la cuestión de la existencia de comisiones con fa- 
cultades especiales. La inexistencia de la ley reglamen- 
taria pudo determinar, en el pasado, la necesidad de san- 
cionar leyes que arbitraran esa solución. La generalidad 
del texto legal que ahora proyectamos, impone la solu- 
ción contraria. Porque, o bien las facultades están: con- 
tenidas en esta ley y no es verificable la hipótesis de 
asignar atribuciones que ya no serán especiales sino co- 
munes u ordinarias para todas las comisiones del Art. 120 
de la Constitución, o bien se trataría de cometer atribu- 
ciones que excederían el marco constitucional y, en con- 
secuencia, ello sería contrario a Derecho. Ello no quiere 
decir, por supuesto, que si la experiencia indica que la 
ley reglamentaria ha enunciado una atribución cuyo ejer- 
cicio genera problemas o excesos, o ha omitido hacerlo 
con una facultad conveniente y aun necesaria, una ley 
posterior no pueda modificarla en un sentido o en otro, 
pero siempre con carácter general. 


Por último, el artículo 82 niega a estas comisiones 
los poderes jurídicos cuya naturaleza colidiría con prin- 
cipios constitucionales: sea el de la separación de Pode- 
res, como el de no asignar a un órgano lo que es compe- 
tencia expresa de otro. 
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En el Capítulo II, el artículo 9% establece que estas 
comisiones sólo pueden ser designadas por las Cámaras y 
por la Comisión Permanente. Es una solución que fluye 
naturalmente de los artículos 120 y 132 de la Constitu- 
ción y que excluye a la Asamblea General, por cuanto 
no existe, a su respecto, un texto expreso que la habilite 
en tal sentido, ni su Reglamento prevé tal posibilidad. 
(conf. Korzeniak, ob, cit., pp. 11 y 12). 


El artículo 10 habilita a supeditar el nombramiento 
de las comisiones de investigación al previo dictamen de 
una comisión preinvestigadora. Se acepta, así, una prác- 
tica parlamentaria tradicional, consagrada por los Regla: 
mentos de las Cámaras. 


El artículo 11, por su parte, regula su integración y 
excluye de las mismas a quienes no son legisladores, sin 
perjuicio de su posible colaboración en calidad de aseso- 
res. Así lo determina la práctica parlamentaria, confor- 
me a la regla de principio en ei sentido de que sólo los 
miembros de los cuerpos pluripersonales pueden actuar 
en sus comisiones. En cuanto a la designación de los in- 
tegrantes por el Presidente del Cuerpo de que se trate, se 
sigue también la práctica tradicional y lo dispuesto por 
los Reglamentos de las Cámaras, (conf. Korzeniak, ob. 
cit., pp, 9 y 10). 


El Capítulo III, referente a los cometidos de estas 
comisiones, establece en el artículo 12 la regla general, 
que no puede ser sino congruente con lo expresado al ana- 
lizar los artículos 6% y 7%. En sintesis, el cometido de estas 
comisiones asesoras no puede ser otro que el de investi- 
gar u obtener información sobre un problema o cuestión 
determinada, sea para que los órganos legislativos ejer- 
zan sus poderes de control administrativo —tanto por los 
mecanismos ordinarios como por la vía de un eventual 
juicio politico-——, como para que legislen en la materia de 
que se trate. 


El artículo 13 refiere a un aspecto particular del co- 
metido de investigar situaciones ilícitas o.irregulares, cual 
€s el de practicar indagaciones sobre hechos delictivos, 
El tenor elaro del artículo 66 de la Constitución impone 
esta solución, que fue rechazada en el pasado -—cuando 
esta norma aún no se había incorporado a la Carta—, y 
por suponerse que este tipo de investigaciones arriesgaba 
invadir competencias jurisdiccionales. De allí que la dis- 
posición precise el circunscripto campo y los concretos 
efectos con que estas comisiones pueden indagar sobre 
delitos, que no pueden exorbitar el marco de las atribu- 
ciones de los órganos legislativos, (conf. Jiménez de Aré- 
chaga J., “La Constitución Nacional”, T IV, pp. 81-83). 


El artículo 14 delimita de manera negativa los come- 
tidos de estas comisiones, al excluir a las materias aje- 
nas a la competencia del Poder Legislativo. Ello es con- 
gruente con lo expresado en la oración final del parágrafo 
segundo del artículo 8% En puridad, esta norma no re- 
duce ni recorta dichos cometidos sino que excluye su po- 
sible ejercicio acerca de materias sobre las que el Parla- 
mento no puede legislar ni controlar administrativamen- 
te, porque, en tales casos, la investigación carecería de 
objeto. 


El Capítulo IV —-“De los órganos, actividades y per: 
sonas que pueden ser objeto de investigación”-— , refiere 
a uno de los problemas que más ha sido debatido en el 
pasado y que es imprescindible resolver en la ley: el de 
las materias que pueden ser investigadas o, dicho con 
otras palabras, lo que Korzeniak Jlama “los destinatarios” 
de la investigación. Ello supone responder la pregunta 
de “¿qué se. puede investigar?”, y no la de “¿cómo se pue- 
de investigar?”, que concierne a la también muy impor- 
tante cuestión de los poderes jurídicos de las comisiones, 
a considerarse más adelante. 


El artículo 15 sienta el principio general de que la ac- 
tividad administrativa del Poder Ejecutivo —no la cole- 
gislativa, por supuesto—, ¡puede ser investigada. Ello tie- 
ne que ser necesariamente así, desde que el Parlamento 
ejerce funciones de control administrativo sobre el Poder 
Ejecutivo y puede responsabilizar políticamente a los MIi- 
nistros. 


La referencia a la actividad de ejecución de los lla- 
mados actos de gobierno, obedece a la conveniencia de 
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disipar posibles dudas al respecto, desde que la misma 
genera responsabilidad política y, por su naturaleza, pue- 
de dar mérito a una investigación. Así, por ejemplo, la 
detención de personas en aplicación de medidas prontas 
de seguridad. 


El artículo 16 acepta que se investiguen los hechos 
que pueden dar mérito a un eventual juicio político. La 
norma sólo refiere a los titulares del Poder Ejecutivo, 
pero es obvio que la solución es idéntica para todos los 
funcionarios cuya responsabilidad político-penal puede 
juzgarse por esta vía. No existen antecedentes al respec- 
to, pero la solución es pacífica en doctrina. Va de suyo, 
por otra parte, que no se impone la investigación como 
imprescindible instancia previa a todo juicio político, y 
que no toda investigación sobre estos hechos tiene que 
ACUIE necesariamente en la promoción de un juicio po- 

ico. 


El artículo 17 consagra la posibilidad de que los actos 
de los legisladores sean motivo de investigación y, al ha- 
cerlo, establece implícitamente una regla general que se 
reitera, respecto de otros Poderes, órgamos y Entes de! 
Estado, en los artículos 20, 22, 23, 25, 26 y 27: la de que 
la investigación se hace al solo efecto de asesorar al Cuer- 
po designante en el ejercicio de atribuciones de que es 
titular respecto del organismo o persona investigada. 


Similar criterio se adopta en el artículo 18 respecto 
de actividades de las dependencias administrativas del 
Parlamento y de actos de sus funcionarios. Desde que el 
artículo 66 de la Constitución consagra la posibilidad de 
investigaciones parlamentarias “sobre irregularidades, 
omisiones o delitos”, esta posibilidad no puede negarse. 
Lo que no quiere decir que la misma no resulte bastante 
teórica, pues lo más probable es que, en la práctica, este 
tipo de irregularidades “serán inquiridas mediante la 
práctica de sumarios internos o procedimientos simila- 
res, sin justificar la espectacularidad política aue suele 
rodear el nombramiento de una comisión investigadora”, 
(Korzeniak 3., ob. cit., pp. 39-40), 


Los artículos 19 y 20 —en especial éste— resuelven 
£l arduo problema de posibles investigaciones en el ám- 
bito del Poder Judicial y del Tribunal de lo Contencioso- 
Administrativo, con arreglo al criterio general explicitado 
al tratar el artículo 17. Pero el artículo 19 establece una 


“limitación fundamental que, por su condición de tal, es 


menester consagrar “in expresse verbis”. La actividad 
específicamente jurisdiccional no puede ser objeto de in- 
vestigación alguna, directa ni indirecta, desde que es ob- 
vio que ello comprometería la independencia de los jue- 
ces, integren o no el Poder Judicial, (conf., Korzeniak, J., 
Ob. cit., p. 41). 


Los artículos 21 a 24 regulan el problema de las in- 
vestigaciones en el ámbito de los Entes Autónomos y los 
Servicios Descentralizados, El artículo 21 enuncia, sin 
exclusiones ni limitaciones, el principio general, cuyo fun: 
damento es claro: desde que el Poder Ejecutivo ejerce la 
tutela administrativa de estos organismos, (artículos 197 
y 198 de la Constitución), es politicamente responsable 
ante el Parlamento por la forma en que ejerce esa tutela 
—<sto es por la forma en que controla o deja de contro- 
lar a estas personas estatales—. de donde surge la nece- 
sidad de poder investigar la actividad que éstas cumplen, 
única manera de poder hacer efectiva dicha responsabi- 
lidad política. 


El asesoramiento que estas comisiones pueden brin- 
dar en este ámbito, puede referir al ejercicio de atribu- 
ciones que son comunes a ambas Cámaras, (artículo 22), 
o de que sólo es titular el Senado, (artículo 23). Asimis- 
mo, el artículo 24 aclara que también procede, respecto 


«de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, el 


nombramiento de comisiones para suministrar datos con 
fines legislativos, sin perjuicio de aque el asesoramiento 
no puede ejercerse respecto de materias excluidas de la 
competencia legislativa por el principio de especialización 
de los Entes, 


La posibilidad de que las investigaciones refieran a 
la actividad de los Gobiernos Departamentales --—admiti- 


-da, en general, cuando se trata de asesorar a las Cáma- 
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ras:en el ejercicio de sus poderes jurídicos de legisla- 
ción—, ha sido debatida respecto de las comisiones que 
el Art. 120 de la Constitución llama “de investigación” 
(Véanse las dos tesis en Korzeniak J., ob. cit. pp. 47-53). 
Vuestra Comisión ha compartido con este distinguido ju- 
rista la tesis amplia o afirmativa, que reconoce el mismo 
fundamento expuesto al considerar el artículo 17. Es cla- 
ro que si el Senado y, en su caso, la Cámara de Repre- 
sentantes, son titulares de atribuciones para cuyo correc- 
to ejercicio pueden tener necesidad de conocer y juzgar 
hechos ocurridos en el ámbito de las administraciones de- 
partamentales, (artículos 296, 300 y 303 de la Carta), 
no puede negárseles la posibilidad de investigar esos he- 
chos aunque ello no se haga con fines legislativos. No 
se incluyen las hipótesis de los artículos 225 y 301 de la 
Constitución, porque en ellas el órgano competente es la 
Asamblea General, y ya hemos visto —al referir al ar- 
tículo 9%—, que ésta no puede designar esta clase de co- 
misiones. 


Los artículos 26 y 27, referentes respectivamente al 
Tribunal de Cuentas y a la Corte Electoral, responden a 
los principios generales ya expresados y no requieren pre- 
clsiones particulares, salvo la de que —en el caso de la 
Corte— se hace expresa referencia a su actividad admi- 
nistrativa para dejar en claro que las investigaciones no 
pueden alcanzar al ejercicio de sus poderes jurisdicciona- 
les, por las mismas razones vistas en el caso del Poder 
Judicial y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, 


El artículo 28 consagra la posibilidad de que las in- 
vestigaciones conciernan a la actividad de las llamadas 
personas públicas no estatales. Desde que éstas se crean 
necesariamente por ley (Sayagués Laso E., “Tratado de 
Derecho Administrativo”, t. 11,-p. 234), no cabe discutir, 
a su respecto, la procedencia de la designación de comi- 
siones para suministrar datos con fines legislativos. Pero 
el problema es más arduo cuando se trata de nombrar 
comisiones de investigación, que suponen, en principio, la 
necesidad de contar con un asesoramiento en materias 
sujetas a control parlamentario. Esa posibilidad existe, 
no sólo porque “En cierta medida las autoridades estata- 
les intervienen en la dirección y administración de esas 
personas públicas”, “mediante la designación por aquéllas 
de uno o más miembros de sus órganos directivos”, sino 
porque, además, dichas autoridades “ejercen un contralor 
intenso sobre la actividad de esas personas públicas”, (Sa- 
yagués Laso E., “Tratado...”, t. IL, p. 235). Cualquiera 
sea el órgano estatal que participe indirectamente en la 
dirección de una persona pública no estatal o que la con- 
trole, —el Poder Ejecutivo o una administración descen- 
tralizada---, el Parlamento, por las razones vistas al ana- 
lizar los artículos 15, 17 y 21, puede, a su vez, controlar 
esa actividad estatal y tener necesidad, para saber cómo 
se cumple la misma, de investigar cómo se dirige y ad- 
ministra una persona pública no estatal, Y ello, tanto al 
objeto previsto en el literal a) de este artículo 28, que 
por la importancia de los cometidos de las personas pú- 
blicas no estatales es muy difícil que no se dé a su res: 
pecto, como al fin señalado en su literal b), desde que 
estas personas deben siempre actuar en el marco de su 
ley de creación y el Poder Ejecutivo tiene la atribución 
—que es, en puridad, un poder-deber—, de hacer cum- 
plir las leyes. 


El artículo 29 consagra para las empresas privadas 
y para las personas juridicas de Derecho privado las mis- 
mas soluciones que el artículo 28 para las personas de 
Derecho Público no estatales. El tema ha sido objeto de 
amplia discusión y la tesis negativa se funda en que el 
Parlamento no tiene poderes de contralor sino sobre las 
personas públicas, ni poderes de legislación sobre perso- 
nas O empresas determinadas, cuestión, esta última, que 
se vincula a la nota de generalidad que, en principio, debe 
tener la ley. 


Ambos argumentos son refutables., E: Parlamento 
puede legislar, por ejemplo, sobre la industria frigorífica 
y sobre la banca privada y, en su mérito, tener necesi- 
dad de investigar sus actividades. También, para contro- 
lar al Poder Ejecutivo, que tiene la atribución genérica 
de “cumplir y hacer cumplir las leyes”; éste además, es 
tutor administrativo del Banco Central, el cual, a su vez, 
—y para seguir con el mismo ejemplo—, es legalmente 
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competente para controlar a la banca privada, Además, 
empresas privadas son concesionariás de servicios públi- 
cos, por cuya causa están sujetas a severos controles del 
Poder Ejecutivo o de los Gobiernos Departamentales. 


La práctica parlamentaria, por Otra parte, abona la 
tesis afirmativa. Así, se ha investigado a FUNSA, a 
ANDA y a los frigoríficos extranjeros, oportunidad esta 
última en que la Suprema Corte de Justicia admitió la 
procedencia de la investigación por sentencia N? 20, del 
11/111/1959. 


No obstante lo expresado, las investigaciones en em- 
presas y personas privadas, reconocen ciertos límites en 
cuanto a las situaciones pasibles de averiguación. En tal 
sentido, afirma Korzeniak: (ob. cit., pp. 26-27): 


*c) La encuesta en empresas particulares supone 
-—especificamente— que las actividades o situaciones a 
investigar tengan “relevancia nacional”, afecten el inte- 
rés público o, más genéricamente, sea de interés general 
su conocimiento por los órganos legislativos. Pero la apre- 
ciación de la existencia de tales circunstancias, corres- 
ponde a la Cámara que decide la investigación, a cuyos 
efectos deberá elaborar su voluntad con la “prudencia 
política” que mencionamos en el N9 5, apartado “d”, (ob. 
cit., pp. 15-16). 


Este requisito que específicamente destacamos para 
la procedencia de las investigaciones a empresas priva- 
das, no está establecido por ninguna disposición expresa 
de la Constitución. No obstante, su exigencia resulta jus" 
tificada, si se razona de esta manera; las investigaciones 
parlamentarias proceden en tanto son necesarias para el 
ejercicio de los cometidos de contralor y de legislación 
que tiene el Poder Legislativo; en el terreno lógico, esta 
necesidad no ha de existir, cuando las situaciones priva- 
das a inquirirse o conocerse, carezcan de relevancia na- 
cional, de interés público o de interés general. En última 
instancia, estamos frente a un problema de filosofía ju- 
rídica, que consiste en determinar lo que algunos autores 
han llamado las fuentes sociales de la actuación parla- 
mentaria: es decir, el estudio del conjunto de situaciones 
o circunstancias reales, que determinan, en un momento 
dado, que los órganos parlamentarios actúen positivamen- 
te, legislando o controlando.” 


Por último, corresponde precisar que el artículo dis- 
tingue entre empresas privadas y personas jurídicas de 
Derecho privado, porque si bien las primeras son, por lo 
general, personas jurídicas, el concepto de empresa como 
entidad o conjunto económico es más amplio o distinto, 
no exige la presencia de la personería juridica y así es 
reconocido por las tendencias contemporáneas de algunas 
disciplinas jurídicas, (caso típico, el Derecho Tributario). 


El artículo 30 recoge la solución lógica respecto de 
los órganos y funcionarios subordinados, desde que exis- 
ten poderes jerárquicos respecto de la gestión de los ór- 
ganos y que está ínsita en ellos la fiscalización de la ac- 
tuación de los funcionarios, Va de suyo, pues, que el 
ejercicio abusivo de dichos poderes o, por el contrario, la 
omisión de su ejercicio, puede generar responsabilidad po- 
lítica y aun político-penal, y que, para hacerla efectiva, 
resulte necesaria la previa investigación de lo actuado 
por los órganos o los funcionarios subardinados. Quedan 
en claro, asimismo, que las consecuencias de este género 
de investigaciones no pueden ser otras que el ejercicio 
de atribuciones del Poder Legislativo, respecto de las 
cuales recaerá el asesoramiento de las comisiones. Jamás 
podrán habilitar al Parlamento a sustituir al Poder Ad- 
ministrador en el ejercicio de sus poderes sancionatorios, 
inherentes a la organización jerárquica, (conf,, en este úl- 
timo punto, Jiménez de Aréchaga J., ob. cit., t, TV, p. 82, 
y, en general, Korzeniak 3J., ob. cit., p. 60), 


En cuanto al artículo 31, último de este capítulo, es- 
tablece la solución de principio ante la verificación de la 
comisión de delitos: la responsabilidad penal de los auto- 
res sólo puede juzgarse y hacerse efectiva en vía juris- 
diccional. Si estas comisiones hicieran algo más o distin- 
to que aconsejar el pase de los antecedentes a la Justicia 
Penal, lesionarían, sin duda, el principio de separación de 
poderes. Las mismas razones, por otra parte, inspiran el 
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artículo 13 del proyecto Ramírez. el artículo 12 del pro- 
yecto Jiménez de Aréchaga y el artículo 13 del proyecto 
Lerena Acevedo. 


El Capítulo V regula la cuestión fundamental de los 
poderes jurídicos de que sor titulares estas comisiones 
para poder cumplir sus cometidos. 


Principia por el artículo 32, que les niega la facultad 
de presentar proyectos de ley. La norma está impuesta 
por el tenor claro del artículo 133 de la Constitución y 
tiende e evitar la posible confusión entre la iniciativa le- 
gislativa que compete a cada legislador, en tanto que in- 
tegrantes de la Asamblea General, y el ejercicio de: tal 
atribución por las propias comisiones, órganos que care- 
a la misma, por no estar incluidos en dicho artícu- 
o 133. 


El artículo 33 refiere a las atribuciones: de funciona- 
miento interno de estas comisiones y establece las solu- 
ciones habituales en este materia. 


El artículo 34 trata de una. cuestión que fue objeto 
de extensa consideración por vuestra Comisión. La solu- 
ción a que se arribó, que armonizó puntos de vista par- 
cialmente divergentes, fue alcanzada antes de que la di- 
vulgación periodística de actuaciones de la comisión in- 
vestigadora de los asesinatos de los ex legisladores Zelmar 
Michelini y Héctor Gutiérrez Ruiz, diera señalada actua- 
lidad al problema, Lo ocurrido en ese caso, sin embargo, 
refuerza el pensamiento y el enfoque de vuestra Co- 
misión. 


El problema consiste en Ja necesidad de hallar un 
delicado punto de equilibrio entre la amplitud de los po- 
deres de estas comisiones, así como de las materias que 
pueden ser investigadas, amplitud que necesariamente de- 
be existir para que las mismas puedan cumplir con efec- 
tividad sus cometidos y asesorar al Parlamento en el 
ejercicio de sus atribuciones de control administrativo, y 
la necesidad de proceder con mucha reserva, toda vez que 
se investigan asuntos que por su naturaleza pueden con- 
siderarse secretos y que la divulgación de las actuacio- 
nes puede dañar a personas e instituciones llamadas a co- 
laborar con las investigaciones. 


Hemos entendido que esta última consideración im- 
pone el principio del secreto, tanto para las actuaciones 
como para los informes de las comisiones, así como para 
las sesiones en que éstos sean considerados. Pero esta so- 
lución no puede ser absoluta. Toda la gestión parlamen- 
taria está regida, por regla general, por el principio de 
publicidad. Debemos habilitar a los cuerpos designantes, 
por consiguiente, a levantar el secreto de lo actuado, en 
todo o en parte, a la hora de adoptar resolución. Este 
punto debe quedar librado a la prudencia y responsabili- 
dad de los cuerpos parlamentarios. Cada caso y cada 
situación pueden inscribirse en un clima y en una co- 
yuntura política distinta. Por ello, resulta imposible le- 
gislar sobre lo que puede llegar a configurar una casuísti- 
ca infinita. 


Esta discrecionalidad, en cambio, se suprime, y el se- 
creto vuelve a ser la regla, cuando el mismo es invocado 
por un Ministro o jerarca respecto de la información 
proporcionada o del documento exhibido por cuanto la 
publicidad puede aparejar graves riesgos o perjuicios para 
los particulares o instituciones privadas. Esta última hi- 
pótesis conduce sin esfuerzo a la solución adoptada. En 
el otro caso, por el contrario, es necesario explicar su fun- 
damento, que surge de los principios siguientes: 


19%) Toda la actividad del Poder Ejecutivo, incluida 
la de tutela administrativa sobre Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados, está sujeta a control parla- 
mentario y puede generar responsabilidad política. Los 
Ministros y los jerarcas de dichos Entes y Servicios, por 
consiguiente, no pueden oponer el secreto de una infor- 
mación o documento a las comisiones investigadoras, por- 
que ello puede suponer, directa o indirectamente, excluir 
la materia de que se trate del control del Parlamento e 
impedir que, por los actos que a ella refieran, pueda sur- 
gir responsabilidad política, (Cfr. Korzeniak J., ob. cit, 
36). “Mutatis mutandis”, la misma conclusión se impone 
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respecto de los jerarcas del Poder Judicial y de otros .ór- 
ganos pasibles de investigación parlamentaria, cuya even- 
tual negativa a brindar información secreta podría im- 
pedir el ejercicio de atribuciones de las Cámaras. 


29) Existen informaciones y documentos que, por: su 
naturaleza, son de carácter secreto. Su inoponibilidad al 
Parlamento no significa que el mismo deba perder su: ca- 
rácter de tal a través de su publicación o de la conside- 
ración pública de los informes de las comisiones investi- 
gadoras en que los mismos consten. 


El parágrafo tercero de esta disposición establece la 
regla de la responsabilidad por la violación del secreto, 
—tanto para los Legisladores como para los funcionarios 
y particulares—, y determina las sanciones consiguientes, 
en la vía disciplinaria interna, administrativa y Lia 
según los casos. 


El parágrafo final extiende a las demás comisiones 
parlamentarias la aplicabilidad no preceptiva del régimen 
ce secreto, asi ccmo de los incisos segundo y tercero de 
este precepto. Esta solución se impone, por cuanto tam- 
bién comisiones permanentes, como la de Asuntos Inter- 
nacionales O la de Defensa Nacional, tratan. o. pueden 
tratar asuntos de carácter secreto. : 


El artículo 35 consagra la solución amplia en mate- 
ria de presentación de informes y exhibición de docu- 
mentos relacionados con la investigación, tanto por orga- 
nismos estatales como por toda clase de personas jurídi- 
cas, públicas y privadas. Y ella se complementa con la 
reproducción de la regla del artículo 110 de la Constitu- 
ción, relativa a la ¿orma de comunicarse el Poder Leyis 
lativo con Jos otros Poderes. 


Respecto de personas u organismos estatales, vutsire 
Comisión entiende, con Korzeniak (ob. cit., p. 125), que, 
en puridad, esta es una facultad implícita de estas comi: 
siones, por cuanto no pueden reconocérseles amplios co- 
metidos y negarles luego los poderes juridicos necesarios 
para cumplirlos, Además, si su actividad es de carácter 
investigatorio, mal pueden negárseles atribuciones que 
tienen por definición esa naturaleza y que resultan im- 
prescindibles para llevar adelante ciertas investigaciones. 
El asunto es menos claro cuando se trata de documentos 
en poder de particulares o de empresas privadas, porque 
en ese ámbito rige el principio constitucional de la invio- 
labilidad de la papelería y la correspondencia de los par- 
ticulares, pero éste puede y debe ceder ante “las leyes 
que se establecieren por razones de interés general” (ar- 
tículo 28 de la Carta), que es el caso de ls presente ley. 


El artículo 36 establece una regla lógica impuesta por 
ia necesidad de no trabar el funcionamiento de la Admi- 
nistración: la remisión de una copia o fotocopia autenti- 
cada puede sustituir al envío de la documentación ori- 
ginal, toda vez que éste obste a la instrucción o resolu- 
ción de un asunto en trámite. 


El artículo 37 resuelve varias cuestiones importantes. 
Principia por establecer que ningún organismo ni perso: 
na jurídica, cualquiera sea su naturaleza jurídica ni la 
indole de su actividad, puede aducir el secreto de ésta 
para impedir a las comisiones el ejercicio del poder ju- 
rídico consagrado por el artículo 35. Lo contrario, supon- 
dría anular la efectividad de este precepto. Por otra par- 
te, en el ámbito de la Administración Pública, la garan- 
tía estatuida por el artículo 34 para la investigación de 
asuntos de carácter secreto resulta congruente con el 
precepto en examen y se complementa con la remisión 
de su parágrafo segundo. Esta comprende a los bancos 
privados, en virtud de la conveniencia de preservar el 
secreto bancario. 


Este también se garantiza por el inciso tercero, que 
si bien descarta la rígida aplicación del artículo 25 del 
Decreto-Ley N? 15.322, (de “Intermediación Financie- 
ra”), sólo permite levantar el secreto bancario, así como 
la apertura de cofres forts, previa autorización judicial. 
de su decisión ante el órgano de alzada inmediato, se re- 
Los poderes del Juez actuante y la posibilidad de recurrir 
gulan adecuadamente en el último parágrafo de esa 
norma. 
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Los 'artículos 38 y 40 refieren a una misma cuestión: 
laresponsabilidad penal de quienes se nieguen a presen- 
tar informes:o a: exhibir: documentos necesarios para .el 
objeto de la investigación, desde que si no son necesarios 
a tal fin la exigencia pierde justificación, (conf., Korze- 
niak, ob, cit., p. 125). Esta responsabilidad debe estable- 
cerse, por fuerza, pues de lo contrario la obligación re- 
sulta teórica. Los funcionarios públicos, —sean.o no je- 
rarcas—, responderán: con arreglo al artículo 162 del Có- 
digo Penal, (“Abuso de funciones en casos no previstos 
especialmente :por la ley”). Los particulares, empresas y 
personas juridicas de Derecho privado, que no pueden 
cometer delitos contra: la Administración Pública, incu- 
el el delito de desacato, (artículo 173 del Código 
Penal). 


: El. artículo 39 es una disposición necesaria para ha- 
cer jugar otro tipo de responsabilidades, —políticas, admi- 
nistrativas o político-penales-—, toda vez que la negativa 
a: presentar. un informe :o a exhibir un documento pro- 
venga de.los distintos Poderes u órganos estatales pasi- 
bles de ser investigados. 


Los artículos 41 y 42 disciplinan el ejercicio de un 
poder: jurídico. de innegable necesidad para ciertos tipos 
de investigaciones: la práctica .de inspecciones oculares 
en reparticiones u oficinas públicas, las que se realizarán 
previo consentimiento del jerarca respectivo, (artícu- 
lo 42). 


“Contra la voluntad del mismo, la inspección sólo po- 
dtá «realizarse con orden de allanamiento y, por consi- 
guiente, con la intervención del Juez competente, el que 
no podrá extender dicha orden, —contra la negativa del 
jerarca—, si la repartición u oficina a inspeccionar no 
pertenece al organismo investigado (artículo 41). El 
Juez tendrá los poderes determinados en el artículo 37 y 
procederá el recurso para ante el Tribunal de Apelacio- 
nes de turno, que éste establece. 


El artículo 43 regula el allanamiento de hogares, para 
el. que requiere el imprescindible cumplimiento del ar- 
tículo 11 de la Constitución, así como el de locales co- 
merciales e industriales y oficinas particulares. Queda 
claro, pues, que en estos casos no pueden practicarse ins- 
pecciones oculares sin orden judicial. Asimismo, será de 
aplicación el inciso final del artículo 37, en virtud de la 
remisión al artículo 41. 


El artículo 44 hace extensibles a las personas de De- 
recho' Público no estatales, por razones obvias, las solu- 
ciones de los artículos 40, 42 y 43. 


Los artículos 45 y 46 refieren a las declaraciones de 
particulares y de funcionarios públicos en calidad de tes- 
tigos, El primero de ellos se limita a consagrar la exis- 
tencia de este poder jurídico, que debe considerarse in- 
herente a la naturaleza de los cometidos de estas comi- 
siones, Más importante es el artículo 46, que resuelve la 
debatida cuestión de los poderes compulsivos de las co- 
misiones respecto de los testigos que se niegan a compa- 
recer o a declarar, así como la de la responsabilidad pe- 
nal de los mismos y de los testigos falsos. 


, Respecto del problema general de los poderes com- 
pulsivos, la respuesta afirmativa "prevalece en nuestra 
doctrina. La sostienen Justino Jiménez de Aréchaga, (ob. 
cit, t. IV, p. 73), Juan José Carbajal Victorica, (“Comi- 
siones Parlamentarias de Investigación”, en Rev. D. J. A, 
t. 54, p. 23), y Arturo Lerena Acevedo (“Comisiones 
Parlamentarias de Investigación”, pp, 22-24). , 


Es en mérito de esa posición doctrinaria, cuyos funda- 
mentos comparte vuestra Comisión, que adoptamos, res- 
pecto de la presentación de informes y de la exhibición 
de documentos, las soluciones ya analizadas al considerar 
los artículos 37, 38 y 40. Por análogas razones, no es 
posible admitir que las comisiones no puedan requerir el 
auxilio de la fuerza pública para obligar a los testigos 
a comparecer, ni que su negativa a declarar no haga 
surgir responsabilidad, con arreglo al artículo 173 del Có- 
digo Penal. Asimismo, el testigo que preste falso testi- 
monio en una investigación, incurrirá en un delito pena- 
do en la misma forma que el falso testimonio ante la 
justicia, 
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-:En igual responsabilidad penal incurrirá el asesor, pe- 
rito..o: intérprete que obre:ante la comisión del mismo 
modo que el testigo falso, (artículo 48). Y ello, por las 
mismas claras razones que determinan la creación de la 
anterior figura delictiva. Ello supone, claro está, que en- 
tre los poderes jurídicos de estas: comisiones, se cuentan 
el de requerir asesoramientos, así como el de contratar 
peritos e intérpretes, solución consagrada por el artícu- 
lo 47. 


Esta disposición, además, exige la autorización por el 
cuerpo designante del gasto que se genere por el ejerci- 
cio de dichos poderes jurídicos, desde que es obvio que 
estas comisiones no pueden autorizar gastos. Asimismo, 
declara aplicables, en lo. pertinente, los artículos 41, 42 
y 43 —referentes a realización de inspecciones oculares 
y de allanamientos— porque cabe la posibilidad de que 
una pericia tenga que realizarse en un local u oficina 
pública o privada, así como en un hogar. 


-El artículo 49 consagra una norma básica de garan- 
tía de los derechos y de la privacidad de las acciones dé 
testigos, peritos e intérpretes, congruente con el artículo 
10 de la Constitución: “Las acciones privadas de las per- 
sonas que de ningún modo atacan el orden público ni 
perjudican a un tercero, están exentas de la autoridad 
de los magistrados”. 


El artículo 50 establece, siguiendo las reglas genera- 
les de los articulos 8% y 14, que estas comisiones carecen 
de poderes sancionatorios, pues éstos son inherentes a las 
facultades disciplinarias de los jerarcas y su ejercicio por 
las comisiones configuraría una clarísima violación de la 
separación de poderes. Ello, sin perjuicio de la posibilidad 
de solicitar la separación preventiva de funcionarios, 
mientras dure la investigación, así como la prohibición 
de abandonar el país por parte de personas que deban de- 
clarar ante la comisión o prestarle su concurso, (artículo 
41). Una y otra cosa, por supuesto, estando a lo que re- 
suelva en cada caso la autoridad competente. 


El artículo 52, por último, refiere al necesario cum- 
plimiento del artículo 66 de la Constitución, que trata de 
las investigaciones sobre irregularidades, omisiones o de- 
litos, y determina el contenido que deben tener el o los 
informes de estas comisiones, 


Para finalizar, el Capítulo VI contiene cuatro dispo- 
siciones que establecen garantías para los inculpados y 
los testigos en general —artículos 53 a 56— relativas a 
de los descargos y la articulación de las defensas, asi 
como al derecho a la asistencia letrada y a la aplicación 
del régimen de secreto dispuesto por el artículo 34 de 
esta ley. Trátase de normas claras, que no requieren ex- 
plicar su fundamento ni su alcance. 


Es cuanto tiene que informar vuestra Comisión. 
Sala de la Comisión, 8 de mayo de 1988. 


Gonzalo Aguirre Ramirez, Miembro Informante, Pe- 
dro W. Cersósimo, Miembro Informante, Juan Carlos 
Fá Robaina, Miembro Informante, Enrique Martinez 
Moreno, Miembro Informante, Dardo Ortiz, Miembro 
Informante, Américo Ricaldoni, Miembro Informante, 
Uruguay Tourné, Miembro Informante. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración el pro- 
yecto. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Señor Presidente: pare- 
cería que hoy he venido con ánimo aplazatorio; pero no 
es así. 


El asunto referido a las Comisiones Investigadoras 
—tema. al cual se va a abocar a continuación el Sena- 
do— a pedido del señor senador Ricaldoni en una ante- 
rior oportunidad, había sido ya aplazado. 
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Se trata de un proyecto notoriamente muy complejo 
e importante, sobre el cual varios senadores todavía no 
tenemos Opinión formada. 


En función de esas dificultades y de las modificacio- 
nes que ha experimentado en su tránsito de la Cámara 
de Representantes por la comisión que lo estudió en la de 
Senadores, y al informe de ésta —prácticamente estruc- 
tura un proyecto totalmente diferente del venido con san- 
ción-—— vamos a solicitar de la benevolencia del Cuerpo 
una nueva postergación de este asunto, con el fin de que 
quienes deseamos participar en este tema podamos for- 
mar una opinión definitiva. No tenemos el ánimo de obs- 
truir, molestar o perturbar su sanción, sino de estudiarlo 
con mayor detención teniendo en cuenta la responsabili- 
dad con que queremos participar en este debate al gue le 
asignamos mucha importancia. 


Por consiguiente solicito el aplazamiento del asunto 
que figura en tercer término del orden del día para la 
primera, sesión ordinaria del mes de julio, ya que pienso 
que en la próxima semana no habrá sesiones. ¿Cuál se- 
ría la primera sesión ordinaria? 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — La próxima sería 
mañana, 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. —— Es un plazo muy breve. 
En veinticuatro horas no podemos aclarar las dudas que 
tenemos con respecto a este tema. Pienso que, por lo 
“menos, tendría que ser hasta el miércoles de la próxima 
semana, con el fin de esclarecer las interrogantes muy 
grandes que tenemos en relación al articulado, alcance y 
filosofía de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. — En consideración la mo- 
ción formulada. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR AGUIRRE. — La semana pasada, cuando el 
señor senador Ricaldoni pidió el aplazamiento de este te- 
ma, fundamentó su solicitud en el hecho de que la ban- 
cada del Partido Colorado quería tratar el asunto en una 
reunión de ese carácter y, por consiguiente, se accedió 


a ello, 


Recuerdo al Cuerpo que en esa oportunidad mani- 
festé —y ahora lo reitero— que este proyecto de ley hace 
más de un mes que está repartido y figura en el orden 
del día, tiempo más que suficiente para que cualquier se- 
ñor senador lo haya estudiado. 


Este proyecto de ley —que naturalmente es complejo 
y refiere a una materia muy importante— ha sido quizás, 
y sin quizás, el que ha merecido un estudio más detenido 
de la Comisión de Constitución y Legislación y viene con 
la firma de sus siete integrantes, todos con carácter de 
miembros informantes, y sin que ninguno de ellos haya 
formulado salvedades. 


Mientras se realizaba la sesión, en una conversación 
que mantuve con otros señores senadores, en principio se 
había llegado a un acuerdo en el sentido de no considerar 
el proyecto de ley en el día de hoy, pero sí de comenzar 
su discusión general -—si se desea se puede tratar maña- 
na el informe preliminar— y la primera parte del artl- 
culado, porque lo cierto es -—y creo que en esto todos 
están contestes— que esta iniciativa tiene dos capítulos 
que refieren a materias polémicas o tradicionalmente dis- 
cutidas: aquel que fija el ámbito de las materias u orga- 
nismos, que pueden ser objeto de investigación, a partir 
del artículo 15, y el que determina los poderes jurídicos 
de las Comisiones, que es el punto donde, legítimamente, 
pueden existir discrepancias, como las tuvimos en el seno 
de la Comisión. Por algo fue tan largo su tratamiento 
en la misma. 


En consecuencia, pienso que se puede empezar la dis- 
cusión general —realizándose en el día de mañana la vo- 
tación correspondiente— así como el tratamiento de los 
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primeros artículos que se refieren a la clasificación de las 
Comisiones y sus características generales. De esta ma- 
nera podríamos avanzar en el estudio del tema. 


Por consiguiente, me parece que no habría ningún in 
conveniente —si hacemos un acuerdo previo de no avan- 
zar en el articulado más allá de donde dijo— en comen- 
zar la consideración general del asunto en el día de ma- 
ñana. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Evidentemente, señor 
Presidente, los temas que no son polémicos no van a re- 
tardar la aprobación del proyecto, por lo que en. el, mo- 
mento en que consideremos su totalidad, podremos' ganar 
tiempo. Justamente, lo problemático del tema está radi- 
cado en la parte polémica, que crea perplejidades y du- 
das en muchos de nosotros. : 3 


Si bien el informe ha sido estudiado por la Comisión 
y viene con la firma de todos sus integrantes, notoria- 
mente, no obliga a ringún senador. Pero, todos los sena- 
dores que no somos miembros de esa Comisión, en cono: 
cimiento del texto del proyecto, tenemos .el legítimo de- 
recho —que por supuesto nadie va a poner en tela de 
juicio— de sentir dudas, aprehensiones y preocupación 
con respecto a los eventuales alcances que puedan tener 
algunas disposiciones, sobre todo, en una materia tan de- 
cada como es la del proyecto que va a ser objeto de 
ebate. . 


Por esa razón estimo que no adelantaríamos nada si 
nos adentráramos en el aspecto no polémico, que podre- 
mos superarlo rápidamente, haciendo un compás de €s- 
pera a los efectos de poder formarnos un concepto defi- 
nitivo y fundado sobre sus pasajes más sustanciales. 


Por el contrario, pienso que sería más lógico, 'ante la 
proposición que formulamos que, repito, no tiene ningún 
propósito dilatorio, aplazar la consideración del tema a 
los efectos de darnos tiempo de aclarar dudas y formar 
un criterio. 


Personalmente declaro que tengo muchas vacilacio- 
nes en varios artículos en cuanto a la redacción, conteni- 
do y alcances que eventualmente puedan tener en la vida 
nacional. Por esa razón lo planteo. 


En la misma situación que me encuentro yo hay va- 
rios legisladores de mi Partido que no integran la Comi- 
sión pero que, en conocimiento del proyecto, se sienten 
asaltados por estas mismas dudas. . 


Por consiguiente, reitero la petición de que se aplace 
la consideración de todo este proyecto hasta el miércoles 
de la semana próxima. 


SEÑOR PRESIDENTE. — No quiero coartar la liber- 
tad de los señores senadores, pero exhorto a que se haga 
uso de la palabra una sola vez, de acuerdo al Reglamento. 


SEÑOR AGUIRRE, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — La moción tendría que ser 
hasta el martes próximo en que se realizará la próxima 
sesión ordinaria, y no hasta el miércoles próximo. 


Adelanto que, ante la insistencia del señor senador 
Paz Aguirre, voy a votar favorablemente. 


Deseo señalar, por última vez, que precisamente como 
el tema es complejo, la Comisión hizo un informe exhaus- 
tivo, que va muchísimo más allá de lo que es habitual 
con respecto a los que en tal carácter se acompañan a 
cualquier proyecto. 
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En la semana anterior, cuando el señor senador Ri- 
caidoni solicitó el aplazamiento del tratamiento de este 
tema, lo que expresé fue, precisamente previendo lo que 
acaba de ocurrir, que hoy nuevamente se iba a pedir su 
aplazamiento. 


Espero que, después de haberse expresado todo lo 
que se dijo, el martes próximo no se vuelva a solicitar el 
aplazamiento. 


Nada. más, señor Presidente. 
SEÑOR PENCO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR PENCO. -— Señor Presidente: en la sesión 
de la semana pasada votamos la solicitud que formuló el 
señor senador Ricaldoni. Lo hicimos, dejando constancia 
de nuestra preocupación por la postergación del tema, al 
que le conferimos gran importancia, 


En esta oportunidad, vuelve a plantearse una nueva 
solicitud de prórroga. Por lo tanto, es conveniente recor- 
dar que muy pocos días después de instalado el Parla- 
mento el 27 de marzo de 1985, se presentó en la Cámara 
de Representantes el primer proyecto de ley referente al 
tema firmado por el señor representante Ríos. Dentro de 
un mes se va a cumplir un año desde el momento en que 
la Cámara de Representantes aprobó el proyecto defini- 
tivo que pasó a este Cuerpo. 


Estimo que es preciso señalar estas fechas por cuan- 
to es excesivo el tiempo que ha transcurrido para la con- 
sideración de un tema de tanta trascendencia. 


Por lo tanto, esperamos que en la próxima sesión nos 
aboquemos definitivamente a la consideración de este 
proyecto que viene informado por la Comisión de Consti- 
tución y Legislación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción de orden formulada por 
el señor senador Paz Aguirre, en el sentido de que se 
prorrogue hasta el martes de la semana entrante la con- 
sideración de este tema. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Dije el día miércoles, 
pero de acuerdo a lo expresado por el señor senador Agui- 
rre, acepto que sea el martes. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Un día más o un día me- 
nos no le va a hacer mella a una disposición que tiene 
150 años en la Constitución sin reglamentarse. 


(Se vota:) 
—21 en 21. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


13) SANEAMIENTO URBANO 
DE MONTEVIDEO. 
Ampliación del régimen de exoneraciones 
tributarias establecido nor el Decreto-Ley 
N? 15.566. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar el 
asunto que figura en cuarto término del orden del día: 
“Proyecto de Ley por el que se extiende la aplicación de 
las exoneraciones tributarias establecidas por el Decreto- 
Ley N? 15.566 de 19 de junio de 1984, a las obras, servi- 
cios u otras operaciones, vinculadas a la realización del 
Proyecto de Saneamiento Urbano de la ciudad de Mon- 
tevideo, aun cuando las mismas se hubieran ejecutado 
antes de la vigencia del referido texto legal. (Carp. nú- 
mero 231/85. Rep. N? 49/86)”. 


(ANTECEDENTES: ver 20* $S. O.) 
SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en discusión ge- 


neral. Tiene la palabra el Miembro Informante, señor se- 
nador Ortiz, 
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SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: la Intendencia 
otorgó un contrato con fecha 3 de noviembre de 1982, 
celebrado con una empresa denominada CDM y Asesores. 
En ese contrato, en el que se establecieron todas las cláu- 
sulas correspondientes, nada se dijo sobre el pago del Im- 
puesto al Valor Agregado porque en esa época todavía 
no estaba creado, no aplicándose por consiguiente a los 
honorarios profesionales. Pero, al poco tiempo ese im- 
puesto empezó a regir. Entonces, la empresa lo planteó 
a la Intendencia, quien a su vez manifestó que gestiona- 
ría ante el Poder Ejecutivo una ley que exonerara del 
pago del impuesto a esas obras y que mientras tanto, no 
lo pagaran. Así lo hizo la empresa. 


Luego de un tiempo se aprobó un decreto-Jey me- 
diante el cual se exoneraba a estas obras del pago de 
este impuesto. Es decir, la Intendencia logró lo que venia 
gestionando, que es la aprobación del Decreto-Ley núme- 
ro 15.566, que establece que tanto la Administración Mu- 
nicipal de Montevideo como los contratistas que interven- 
gan en la ejecución de las obras estarán exonerados de 
todo tributo y, especialmente, del Impuesto al Valor 
Agregado, 


Este decreto-ley pareció resolver el asunto, pero no 
fue así. Si bien la Intendencia Municipal, inclusive antes 
de la sanción de la ley se hizo cargo del pago del IVA 
—<€s decir, en las facturas que la empresa contratista pre- 
sentaba a la Intendencia incluía este impuesto— que la 
Intendencia pagaba, y la empresa, a su vez, lo vertía a 
la Dirección General Impositiva, se entendió que esa ley 
empezaba a regir desde la fecha de su sanción, con lo 
cual había un IVA anterior a la sanción de la misma que 
no había sido pagado por la empresa, a instancias de la 
propia Intendencia. 


Posteriormente, se produjo el cambio de la Adminis- 
tración Municipal. En noviembre de 1983, la nueva Ad- 
ministración dispuso que la empresa incluyera el IVA en 
las facturas, 


En virtud de que se había pagado un IVA que no 
correspondía, el actual Gobierno quiso subsanar el pro- 
blema, para lo cual envió al Parlamento, con fecha 5 de 
junio de 1985, un proyecto de ley por el que se establecía 
que las exoneraciones dispuestas por el Decreto-Ley nú- 
mero 15.566 no regían desde la fecha de su sanción sino 
desde el momento de realización de las obras. Era Clara, 
pues, la intención del Poder Ejecutivo en cuanto a solu- 
cionar este asunto; pero esa intención se vio en parte frus- 
trada porque el artículo 22 de este proyecto de ley pro- 
puesto establecía que la exoneración no generaría dere- 
cho a solicitar la devolución de los pagos ya efectuados 
por concepto del tributo. Entonces, ocurría que para se- 
guir cobrando sus facturas, la empresa tenía que exhibir 
ante la Intendencia el certificado único que expide la Di- 
rección General Impositiva, acreditando que el gestionan- 
te no tenía deudas. Pero, como sí las tenía, dado que no 
había pagado el IVA —como dije antes— a instancias 
de la Intendencia, la Dirección General Impositiva no ex- 
pedía el certificado, razón por la cual la empresa o podía 
continuar cobrando sus facturas en la Intendencia. 


Esto motivó que en la Comisión de Hacienda convo- 
cáramos a representantes del Ministerio de Economía y 
Finanzas, de la Dirección General Impositiva, de la Inten- 
dencia Municipal, así como de la firma contratante. Como 
el punto era claro, como la intención era que la empresa 
no pagara el IVA y, en caso de tener que hacerlo, se ha- 
ría cargo de él la Intendencia, y como además estas Obras 
se han hecho con un préstamo del BID ---una de cuyas 
cláusulas establecía que el dinero prestado no podía des- 
tinarse al pago de impuestos— si no se votaba la exone- 
ración, quien resultaría perdidoso, en definitiva, era el 
Municipio ya que debía hacerse cargo del impuesto. 


En consecuencia, el Poder Ejecutivo envió un Men- 
saje complementario en el que se establece expresamente 
que la exoneración propuesta del IVA tiene el efecto de 
hacer posible la devolución de lo pagado en forma inde- 
bida; es decir que el Poder Ejecutivo sustituyó el artículo 
29 de su primitivo proyecto por éste que hoy considera- 
mos, que dice: “Artículo 2% Lo dispuesto precedente- 
mente no generará derecho a solicitar la devolución de 
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los importes correspondientes, por los pagos efectuados en 
concepto de tributos que se exoneran por la presente nor- 
ma, salvo en lo referente a multas y recargos, en cuyo 
caso procederá su devolución”. 


Estas multas y recargos se refieren a que durante el 
período en que la empresa contratista no pagó el IVA en 
tiempo —porque la Intendencia la exhortaba a que no Jo 
hiciera— se generaron multas y recargos que luego de- 
bió pagar. Esa es la devolución que se propicia por el 
artículo 22 del proyecto. 


De manera que sobre este proyecto hay total coinci- 
dencia de opiniones y, asombrosamente, el Estado se 
apresta a devolver algo que percibió ya que, naturalmen- 
te, no estaba en los términos del contrato y la empresa 
contratante, al cotizar su precio, no tuvo en cuenta el 
impuesto porque éste no existía. 


Esta es, pues, la razón de este proyecto de ley y 
cuanto tengo que informar por el momento. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el proyecto en general. 


(Se vota:) 

—-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 12. 


SEÑOR MEDEROS. -— Mociono para que se suprima 
la lectura de los artículos en la discusión particular. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
presentada por el señor senador Mederos. 


(Se vota:) 

—23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

En consideración el artículo 1%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

—23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 2%. 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. -—— Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: el señor se- 
nador Ortiz decía recién que respecto de este proyecto de 
ley hay una asombrosa coincidencia o unanimidad de cri- 
terios, en cuanto a votarlo tal como está. Pero debo se- 
ñalar que no me siento comprendido dentro de esa con» 
cordancia en lo que respecta al artículo 2% Los otros días 
manifesté que este artículo, desde el punto de vista jurí- 
dico, me merecía muchas dudas o, más que dudas, reser- 
vas que voy a reiterar en este momento. 


Por el artículo 1% se establece que la exoneración rige 
para hechos gravados que se produjeron en el pasado, es 
decir, se le da efecto retroactivo a la exoneración. Siem- 
pre es discutible que una norma tributaria, o cualquier 
ley, tenga efecto retroactivo pero, en definitiva, en este 
caso, como es en beneficio del contribuyente, podría ad- 
mitirse y por eso lo he votado. Desde el momento en que 
se le da ese efecto retroactivo a la exoneración, eso quie- 
re decir que al tiempo de producirse el hecho gravado, 
esta persona —de acuerdo con este proyecto de ley— 
no era sujeto pasivo del impuesto y, por consiguiente, no 
era deudor de la obligación tributaria y nada tenía que 
pagar. Si pagó, desde que no es sujeto pasivo del impues- 
to, de acuerdo con esta ley, hay que devolverle lo apor- 
tado. Sin embargo, en el artículo 2% se dice que se le 
reintegra lo que pagó por corcepto de multas y recargos 
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—Jo que se hace con base en el fundamento explicado 
por el señor senador Ortiz-—, pero no se le devuelve todo 
lo que pagó. De acuerdo con el carácter retroactivo: que 
se da a la exoneración, ese pago es indebido, ya que obe- 
dece a una obligación tributaria que en este momento 
desaparece, Por lo tanto, el fundamento jurídico del pago 
se extingue por la ley y, por consiguiente, no se com: 
prende cómo se va a mantener la percepción de un trl- 
buto por el Estado, cuando la persona estaba exonerada 
O, mejor dicho, no lo estaba en el momento en que se 
produjo el hecho generador, pero sí ahora, por el efecto 
retroactivo que se le da a la exoneración. 


En base a estas consideraciones, creo que, tal como 
está redactado, este artículo no puede ser votado; por lo 
menos quien habla no lo va a apoyar. Creo que simple- 
mente habría que suprimirio. De esa manera, como se le 
da carácter retroactivo a la exoneración, habrá que de- 
volver todo lo que se cobró indebidamente. 


Nada más. 
SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


_SEÑOR ORTIZ, — Lo que ocurre es que la opinión 
jurídica del señor senador Aguirre —que naturalmente 
respetamos— no es compartida por la Dirección General 
Impositiva ni por el Ministerio de Economía y Finanzas. 
Entonces, la solución seria que la empresa, amparándose 
en las manifestaciones del señor senador Aguirre, iniciara 
un pleito al Estado a efectos de obtener la devolución. 


Lo cierto es que la empresa pagó al Estado algo que 
no debía y la única forma de que se reintegre el dinero 
pagado indebidamente, es mediante esta ley. El Ministe- 
rio de Economía y Finanzas apoya a la Dirección Gene- 
ral Impositiva, a tal punto que el propio Ministro enten- 
dió que necesitábamos un proyecto de ley que establecie- 
ra expresamente que había derecho a reintegrar a la em- 
presa lo pagado por concepto de multas y recargos. Esa 
es la situación. 


Naturalmente, como en todo tema jurídico, puede 
haber al respecto dos bibliotecas; quizá sea más numerosa 
la que ampara la posición del señor senador Aguirre, pero 
creo que no tenemos derecho a someter a un largo pleito 
un asunto en el que todos coinciden, en cuanto a que. ni 
la empresa ni la Intendencia tienen que pagar, porque 
hay un período durante el cual la Intendencia pagó de 
su peculio el IVA y, entonces, también tiene derecho a 
recobrar esa parte del impuesto. De lo contrario, se trata 
de un gravamen y. de gastos mayores que los previstos. 
Entonces, Ja única forma de que la empresa y la Inten- 
dencia recobren —cada una en la parte que le correspon- 
de— lo que fue pagado indebidamente, es por la vía de 
esta ley. E 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR ORTIZ, -—- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — El señor senador Ortiz ha di- 
cho que hay una discrepancia entre la biblioteca jurídica 
que maneja la Dirección General Impositiva, el Ministerio 
de Economía y Finanzas y la que yo manejo, de lo cual 
mucho me alegro, porque casi siempre la hay, ya que ma- 
nejan una biblioteca —si es que manejan alguna— en la 
que yo jamás me inspiro. 


Pero en algo sí estoy de acuerdo y es en que, natu- 
ralmente, se precisa una ley, porque si se va estab'ecer 
una exoneración tributaria, por más que sea para darle 
efecto retroactivo, es necesario dictar una ley. 


Lo que sucede es que lo que está en discusión no es si 
se requiere una ley para el establecimiento de la exone- 
ración tributaria, sino el artículo 2%, es decir, cuáles son 
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lós efectos que ocasiona el darle carácter retroactivo a 
la exoneración. 


Ahora bien; yo decía que lo que había que hacer era 
suprimir el artículo 2%, pero el señor senador Ortiz me 
dice que en ese caso no se le devuelve nada y tiene que 
hacer un pleito para que le devuelvan lo pagado. Ese se- 
ría un proceder ilegal de la Administración, que está 
obligada a actuar de acuerdo al principio de legal.dad. 
Pero como en esa materia estamos curados de espanto, 
admito que, de hecho, sea así. 


Creo que esa objeción se supera fácilmente con una 
pegueña modificación del texto del artículo 2%. Si en lu- 
gar de la redacción propuesta dijera: “Lo dispuesto pre- 
cedentemente generará derecho a solicitar la devolución 
de los importes correspondientes por los pagos efectuados 
en concepto de los tributos que se excneran por la pre: 
sente norma, asi como por las multas y recargos corres- 
pondientes”, se termina el problema, El texto legal lo 
diría claramente y la Dirección General Impositiva t'ene 
que devolver todo, poroue todo lo cobró indebidamente, 
tanto el tributo como las multas y recargos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
miembro informante. 


SEÑOR ORTIZ. — Lo que ocurre es que sin inic'ativa 
del Poder Ejecutivo no podemos variar los términos. Y 
lx, niziativa del Poder Ejecutivo se circunscribe a la de- 
volución de lo pagado por multas y recargos y no va 
más allá; de manera que a menos que viniera otro men- 
saje... 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR ORTIZ. — Sí, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Esta tesis me resulta bastante 
novedosa y no la puedo compartir, por dos razones. 


En primer lugar, en todas las materias para las que 
se requiere iniciativa del Poder Ejecutivo se la precisa 
para el proyecto original, pero eso no quiere decir que no 
se pueda variar el alcance del proyecto. Por ejemplo, si el 
Poder Ejecutivo envía un proyecto sobre materia jub'la- 
toria, existe la iniciativa de ese Poder estableciendo nue- 
vas causales, cómputos o beneficios, pero no quiere decir 
que haya que votarlo a libro cerrado y no se le pueda 
variar ni una coma. En este caso existe la inic:ativa del 
Poder Ejecutivo. Lo que nosotros no podemos hacer es 
establecer una nueva exoneración porque para eso sí se 
requiere iniciativa del Poder Ejecutivo; pero aquí tenemos 
la iniciativa del Poder Ejecutivo y vamos a votar la exo- 
neración que ese Poder propone, con el alcance que él 
entiende, que es darle efecto retroactivo. Lo que no pue- 
de hacer el Poder Ejecutivo es decir que le da efecto 
retroactivo pero, al mismo tiempo, no devuelve lo que ya 
cobró, cuando él mismo está reconociendo que esa obli- 
gación desaparece, porque si estaba exonerado desde aque- 
lla fecha, mal podría cobrar. Si esto es lo que dice, lo 
que nos envía el Poder Ejecutivo, no podemos, en el mis- 
mo proyecto de ley, contradecirnos estableciendo una exo- 
neración que rige, supongamos, desde el 19 de enero de 
1983 y decir que lo que se cobró desde esa fecha igual 
se retiene por el Estado, porque esa es una percepción que 
no corresponde. 


Me parece que, desde el punto de vista jurídico, el 
asunto no tiene vuelta de hoja. Lo único que ocurre aqui 
es que el Ministerio de Economía y Finanzas quiere ha- 
cer lo que le conviene, o sea, que dice que se presentó 
un problema que no se quiso y que, entonces, devuelve lo 
que cobró por multas y recargos, pero no lo otro que 
percib'ó. Entiendo que no es así; si lo que corresponde es 
que la exoneración hubiera estado vigente desde aquella 
fecha, hay que devolver todo. Entiendo que no hay que 
actuar con una biblioteca juridica distinta. sino con el 
más elemental sentido común. 
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SEÑOR PRESIDENTE, —- Continúa en el uso de la 
palabra el miembro informante, señor senador Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — No derivemos el tema que es el 
de la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Si la iniciativa se refiere exclusivamente a la devo- 
lución de multas y recargos, nosotros no podemos exten- 
der esa devolución al resto del impuesto. Que tenga ra- 
zón o no el Ministerio, es otra cosa; pero la in'cietiva 
requerida constitucionalmente aquí llega sólo para la de- 
volución de multas y recargos. 


__ SEÑOR RICARLDONI. —- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR ORTIZ. — Si, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE, --— Puede interrumpir el señor 
senador. 


. SEÑOR RICARLDONI. — En el problema que se es- 

tá discutiendo existen dos aspectos bien claros. Por un 
lado, la fórmula pergeñada por el Poder Ejecutivo que, 
personalmente, no me entusiasma. No entiendo la filo- 
sofia del artículo 22 que, en definitiva, significa castigar 
a aquél que pagó y premiar a aquél que no ío hizo, 
cuando ninguno podía apostar a que se iba a proponer 
un proyecto como éste. Repito que no me satisface la 
idea propiciada por el Poder Ejecutivo. 


Por otro lado, en esta ocasión voy a discrepar con 
el señor senador Aguirre. Creo que tiene toda la razón el 
señor senador Ortiz, cuando señala que tenemos un corset 
de hierro que es el texto constitucional, porque el último 
párrafo del artícu'o 133 dice que el Poder Legislativo no 
podrá aumentar las exoneracicnes tributarias y en el pá- 
rrafo anterior del mismo artículo establece que la inicia- 
tiva en materia de exoneraciones le corresponde pura y 
exclusivamente al propio Poder Ejecutivo. 


A mi entender, esto hay que ponerlo en blanto y ne- 
gro; aprobamos o no el proyecto, pero no lo podemos 
modificar porque estaríamos ampliado el marco de las 
exoneraciones tributarias lo que contradice lo estableci- 


' do en el párrafo 3% del artículo 133 de la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede continuar el miem- 
bro informante, señor senador Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — Voy a terminar mi intervención 
leyendo el informe elaborado por las oficinas técnicas de 
la Intendencia Municipal de Montevideo, que frente a la 
gestión de la empresa dijeron: “Exoneración del Impues- 
to al Valor Agregado. La Intendencia Municipal de Mon- 
tevíideo ha iniciado ante el Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas un trámite tend'ente a obtener una exoneración 
tributaria total con respecto al proyecto de saneamiento 
urbano de la ciudad de Montevideo. Si tal gestión no 
culminara con éxito —circunstancia poco probable— no 
existe duda, a nuestro criterio, que deberá abonarse a 
CDM y Asociados el importe integro del Impuesto al Va- 
lor Agregado devengado por la ejecución del contrato de 
fecha 3 de noviembre de 1982, Tal aseveración obedece a 
que en el momento de presentación de la oferta de pre- 
cios, junio de 1982, los servicios personales no estaban 
gravados por el Impuesto al Valor Agregado de donde se 
desprende que la propuesta no incluía el referido tribu- 
to”. 


La Intendencia, apoyando el criterio de sus oficinas 
resolvió que tomaba a su cargo el pago del IVA mientras 
se gestionaba la ley, Eso es lo que aconteció. 


SEÑOR AGUIRRE. —- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR ORTIZ. — Si, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir ei señor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Ninguno de los argumentos que 
se han Gado, me ha convencido, pero advierto el clima 
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general que existe en Sala de votar el proyecto tal como 
vino del Poder Ejecutivo. 


De todas maneras, y con todo respeto por la opinión 
del señor senador Ricaldoni, digo que su argumento no 
me resulta convincente en absoluto, porque del hecho de 
que el artículo 133 de la Constitución diga que el Poder 
Legislativo no puede aumentar las exoneraciones tributa- 
rias y que esó requiere iniciativa del Poder Ejecutivo, no 
se deriva ningún argumento que contradiga lo que estoy 
expresando, porque no pretendo que se aumente ninguna 
exoneración, sino que se respete la exoneración tributaria 
que estamos votando al mismo tiempo. 


¿Qué es una exoneración tributaria? Es una exención 
del pago de un impuesto a determinado sujeto pasivo. Y 
bien: por el artículo 1% se establece la exención; ese 'm- 
puesto no se paga por esos sujetos pasivos desde la fecha 
del hecho generador. Pero en el artículo 22 se establece 
que si se abonó queda pago; de manera que la exornera- 
ción se anula, 


No pretendo que se aumente ningua exoneración, sino 
simplemente, que se cumpla y rija. Si no fuera así, care- 
cería de sentido lo que dice el artículo 1% precisamente. 
porque al dar efecto retroactivo a la exoneración, habria 
que devolver lo pagado y como el Ministerio de Economia 
y Finanzas pretende no devolver lo que ya se pagó salyo 
las multas y los recargos, es que en el artículo 20 se es: 
tablece “lo dispuesto precedentemente” —es decir, el etec- 
to natural que debe tener el articulo 1%-- “no generará 
derecho a solicitar la devolución de los importes corres 
pondientes”. 


Si este artículo 2% no se hubiera incluido, existiría la 
obligación de devolver los importes cobrados anter:ormen- 
te, porque ése es el efecto natural y obvio de la exonera- 
ción, el que se desvirtúa por este articulo 2%. Eso no tiene 
nada que ver con la iniciativa privativa del Poder Bjecu- 
tivo, porque eso es, simplemente, establecer una exonera- 
ción y a renglón seguido detir que ella no rige si ya. se 
pagó. Entonces, ¿para qué se establece la exoneración? 


SEÑOR RICALDONI. — Pido la palabra para eontes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — Muy brevemente, señor Pre- 
sidente. El señor senador Aguirre no se siente convencido 
de lo que yo digo, pero estamos a la recíproca porque tarm- 
poco estoy de acuerdo con lo que él plantea. 


A mayor abundamiento y para no reiterar lo seña- 
lado antes, hago notar que el inciso segundo del articulo 
133 establece que la iniciativa en materia de exoneracio- 
nes la tiene el Poder Ejecutivo, Esto no lo discute nad:e, 
y tampoco el señor senador Aguirre, por suputsto. Si en 
lugar de decir que no se devuelve y establecemos que se 
devuelve, estamos creando una exoneración que no viene 
en el proyecto del Poder Ejecutivo. Entonces, estamos es- 
tableciendo una exoneración sin iniciativa del Poder Eje- 
cutivo. 


Para mí esto es muy claro, pero no quiero seguir con 
la polémica: falta la iniciativa del Poder Ejecutivo para 
sacar el “no” y, de esa manera, hacer que el articulo diga 
exactamente lo contrario de lo que establece, 


SEÑOR SENATORE. — Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SENATORE. — Señor Presidente: sé que este 
es un problema muy engorroso desde el punto de vista le- 
gal. Deseo formular algunas precisiones con respecto a la 
estructura de este proyecto que —debo reconocerlo— a mí 
tampoco me conforma totalmente. 


¿Qué fue lo que ocurrió? La realidad es que la In- 
tendencia Municipal, por una gestión que habría realizado 


CAMARA DE SENADORES 


10 de Junio de 1986 


ante el Ministerio de Economía y Finanzas, le dijo al ele: 
Ccutor de las obras que a partir de un momento determi- 
nado —fue en el año 1982--- cuando presentara las fac- 
turas por retribuciones de servicios personales no le cobra- 
ra el Impuesto al Valor Agregado. Debido a ese hetho, ese 
impuesto que debia haberse pagado, porque no estaba exo- 
nerado, durante un tiempo no se vertió. Si examinamos 
las normas con exactitud, diría que estaríamos casi ante 
un caso de defraudación o, por lo menos, de omisión de 
pago. ¿Por qué? Porque el obligado a pagar el impuesto, 
no es legalmente el contribuyente. El que paga el impues- 
to es el que utiliza el servicio y el que lo presta, que es el 
sujeto pasivo, luego lo vierte a la D.G.I. Resulta que la 
Intendencia le dice al prestador del servicio que no liqui- 
de el IVA y éste acepta la indicación, en mérito a que se 
iba a dictar una ley exoneratoria. Está demás decir que 
tal hecho puede ccurrir en gobiernos de facto. . 


Sin embargo, en un momento determinado, cuando 
le exigen a la empresa que presente un certificado de que 
no adeuda impuestos, se plantea la ob!igatoriedad de pa- 
gar los impuestos. Es decir, se le exige el pago de todos 
los impuestos e inclusive de la multa y recargos. 


Cuando se elevó este Mensaje del Poder Ejecutivo, 
me opuse —y lo digo en este momento, aunque convengo 
con el señor senador Aguirre en que pueda haber alguna 
incongruencia— a que se devolvieran los impuestos paga- 
dos. Es decir, allí se establecía la devolución y manifesté 
ri opinión terminante en el sentido antedicho, tal vez 
—como podrán decir algunos— por efecto de una defor- 
mación profesional después de haber actuado durante 
treinta añes en materia impositiva. Basado en mi €xpe- 
riencia, me negué a esa devolución que era por un monto 
elevado. Pero, fundamentalmente, siempre me he opuesto 
a la exoneración de impuestos con efecto retroactivo de- 
bido aqu, en definitiva, cuando ella se establece nunca se 
sabe cuánto se tiene que devolver. Tampoco puede esti- 
maxrse la justicia y la razón de tal medida. Generalmente 
tiene nombre propio. 


Reconozco las razones que tiene el señor senador Agui- 
rre al efectuar su planteamiento, porque este asunto no 
Giría que -es escabroso, pero sí muy discutible. Hacemos 
una exoneración retroactiva de impuestos, pero, para ello, 
como sostiene el señor senador Aguirre, tendríamos que 
decir que hay que devolver los impuestos pagados. 


En definitiva esos impuestos no fueron pagados inde- 
bidamente, ya que no había ninguna norma que estable: 
ciera que ellos no debía abonarse: fue la Intendencia ia 
que dijo que iba a gestionar para que saliera la resolu- 
ción, y cuando dictan la disposición legal —ahora decre- 
to- ley —no se contempla esa siutación. Entonces, ahora, 
cuando se tiene que resolver el problema, nos encontra- 
mos con este panorama: se han pagado impuestos por ya- 
lor de varios millones de pesos, pero como se abonaron 
fuera de tiempo, también devengaron los recargos y mul- 
tas correspondientes. 


Ante esta situación, ¿qué hace este proyecto? Transa 
en esta solución: reconoce efecto retroactivo a la exone- 
ración del impuesto para autorizar la devolución de mul- 
tas y recargos, pero no la de los impuestos pagados. 


Además, es importante tener presente la información 
que nosb rinda la oficina impositiva, en el sentido de que 
a maroz de este año estaban al día en el pago del impues- 
to (el mensaje del Poder Ejecutivo es del año pasado). 
Es: demuestra que fueron vertiendo los impuestos. 


Reconozco la aparente incongruencia que existe en 
exonerar impuestos con efcto retroactivo y decir, que no 
se devuelve lo abonado; ése siempre ha sido mi criterio, 
perque la exoneración con efecto retroactivo es peligrosa. 
Por consiguiente, en la medida en que actúe en la Comi- 
sión de Hacienda del Senado, no pienso propiciar ninguna 
exoneración de impuesto que tenga efecto retroactivo, por- 
que con ello se crea una situación de desigualdad tremen- 
da que ni siquiera permite entrever el efecto que puede 
alcanzar. Es vrdad que este sería un caso muy particular 
porque se trata de una exoneración muy especial, pero sl 
admitimos una con ese efecto nos vamos a ver obligados 
por el antecedente en el futuro. 
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Por el contrario, la exoneración de multas y Fecargos 
-—que en definitiva abonó el contribuyente que está ins- 
cr:pto porque un ente público le cbligó a que no le factu- 
rara el impuestoc orrespondiente— aparece como una so: 
lución equitativa aunque jurídicamente no sea muy ajus- 
tada. Se transa en devolver los recargos y las multas que 
se habían percibido por el no pago de impuestos, 


En síntesis, la exoneración empieza a regir a partir 
de marzo, porque hasta allí se pagó la totalidad de las obli- 
gaciones impositivas, y los recargos que se devuelven son 
los abonados hasta esa fecha. 


Además señalo que el Poder Ejecutivo, con fecha 3 
de marzo, dictó un decreto por el que se establece la for- 
ma de devolución a la empresa del impuesto que estamos 
exonerande, aplicando la norma de derecho tributar'o en 
materia de IVA para los importadores. Es decir, pagan el 
impuesto y posteriormente, acreditados los extremos que 
determinan la exoneración tributaria, se les reconoce un 
crédito que lo puede aplicar a otros rubros o, inclusive. 
comercializar esa boleta de crédito. 


En definitiva, señor Presidente, esta no es una expli- 
cación jurídica sino una aclaración de porqué estamos 
inmersos en este problema, al que nos costó bastante 
tiempo encontrarle una solución. 


Nada más. 
SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE. — Señor Presidente: deseo formu- 
lar un par de precisiones, 


En primer lugar, cuando se dictó este decreto-ley del 
1% de junio de 1984, la situación planteada desde el pun- 
to de vista de la realidad impositiva se conocía pertecta- 
mente. Es decir, nos encontramos con una disposición de 
carácter legal, respecto a la cual vamos a dictar un acto 
ampliatorio de su alcance y de sus efectos, pero que, en 
definitiva, no traduce la realidad de un hecho nuevo, sino 
otros problemas que son los que, en definitiva, vienen a 
establecer la composición de este proyecto. 


En segundo término, la Comisión eleva al Cuerpo un 
informe muy pormenorizado, con la solvencia y capacidad 
técnica que caracteriza a sus integrantes, pero falta una 
información fundamental. Es decir, no está Ja informa- 
ción económica, no se establece cuál es el cuántum que 
representa la aprobación de este proyecto de ley. No se 
sabe qué significa desde el punto de vista del Estado ni 
cuál es el monto de la exoneración. Por lo menos nos in- 
teresa tener una idea acerca de eso, para poder acompa- 
far este proyecto, y desearía que los señores miembros 
informantes pudieran suministrar algún dato al respecto 


SEÑOR ORTIZ. — El importe es de N$ 900.000. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede continuar el señor 
senador Tourné. 


SEÑOR TOURNE, — Todos conocemos cómo se ori- 
gina este proyecto de ley. El año pasado, a la altura en 
que se libra este mensaje planteando la exoneración, la 
empresa anunció su retiro de la terminación y ejecución 
de las obras del colector perimetral montevideano para 
las obras de saneamiento, aduciendo la circunstancia de 
encontrarse en un grave estado de desfinanciación. 


De alguna manera, este proyecto trata de atender la 
ecuación económica de la empresa. Me parece que si se 
conjuga esta circunstancia y una razón de interés públi- 
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co —desde ese punto de vista— estamos dispuestos a 
prestar nuestro voto y acuerdo al mismo. 


Vamos a votar esto con la convicción absoluta de que 
es perfectamente pertinente desde el punto de vista cons- 
titucional y de la temática que se trata. 


El estado dicta una exoneración. Aparentemente es 
una contradicción que, al mismo tiempo, exonere y man- 
tenga los tributos ya percibidos. Se podría afirmar que 
estamos con un texto legal que dice dos cosas opuestas y 
que, por tanto, de ninguna manera pueden funcionar en 
conjunto. El hecho concreto es que tenemos la conjuga- 
ción de una doble situación. El Estado puede regular cuál 
es el alcance de la exoneración: hacerla total, parclal, o 
remitirla a otro genero de determinaciones. Parecería 
que nos encontramos con que la empresa tiene adeudos 
impositivos respecto a los que no ha operado la entrega 
al Estado de las cantidades correspondientes. Por tanto, 
con respecto a las situaciones en que no se ha pagado el 
impuesto que se debía, por la legislación vigente, la ley 
opera un efecto exonerativo total, pero, al mismo tiempo 
existen otros casos y del informe surgen otras situacio- 
nes en que se habría efectuado la versión del Impuesto 
al Valor Agregado por parte del Municipio y el reintegro 
a la Dirección General Impositiva. Se trata de que el 
alcance de esta exoneración es total respecto a aquellos 
adeudos impositivos sobre los cuales no se operó versión 
alguna por parte de la empresa ni del Municipio. Pero 
respecto a aquellos en que se pagó las cantidades corres- 
pondientes, con recargos y multas, se opera una exonera- 
ción parcial, que únicamente alcanza a los recargos y 
multas que accedan al impuesto. 


_. En mi criterio, desde el punto de vista legal y cons- 
titucional es pertinente, y tampoco cuestiona la realidad 
del problema que interesaba, fundamentalmente, al de- 
partamento de Montevideo. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Si mo se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 22. 


(Se vota:) 
—20 en 21. Afirmativa. 
El artículo 3% es de orden. 


Queda aprobado el proyecto, y se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado.) 


14) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. — No habiendo más asuntos a 
considerar, se levanta la sesión, 


(Así se hace a la hora 20 y 39 minutos, presidiendo el 
doctor Tarigo y estando presentes los señores senadores 
Aguirre, Araújo, Batalla, Capeche, Ciglinti, Ferreira, Gar- 
gano, Jude, Martínez Mureno, Mederos. Ortiz, Paz Aguirre, 
Penco, Posadas, Ricaldoni, Senatore, Tourné, Traversoni, 
Zorrilla y Zumarán). 
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